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Caso Furlan y Familiares vs. Argentina (2012) 

Palabras clave: Garantías judiciales, plazo razonable, derecho a la integridad personal, derechos de los 

niños y niñas, derechos de las personas con discapacidad, protección judicial, propiedad privada, 

derechos económicos sociales y culturales, reservas a la CADH. 

Hechos: El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado argentino por su demora al 

momento de establecer una indemnización a favor de Sebastián Furlan de la que dependía su tratamiento 

médico como persona con discapacidad. La discapacidad de Sebastián Furlan se debió a un accidente 

ocurrido en 21/12/1988 en un predio perteneciente al Ejército Argentino cuando éste tenía la edad de 14 

años.  

Instrumentos citados: Convención Americana sobre Derechos Humanos, Convención sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad, Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas 

de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, Convención sobre los derechos del niño. 

Puntos resolutivos: La Corte declaró al Estado internacionalmente responsable de la vulneración del 

artículo 8.1, en relación con los artículos 19 y 1.1 de la Convención Americana; del derecho a la protección 

judicial y el derecho a la propiedad privada, consagrados en los artículos 25.1, 25.2.c y 21, en relación con 

el artículo 1.1 de la Convención Americana; por la violación del derecho a ser oído consagrado en el 

artículo 8.1, en relación con los artículos 19 y 1.1; por la falta de participación del asesor de menores, lo 

cual vulneró el derecho a las garantías judiciales establecido en el artículo 8.1; por la violación del derecho 

a la integridad personal consagrado en el artículo 5.1 y el derecho al acceso a la justicia establecido en los 

artículos 8.1 y 25; por el incumplimiento de la obligación de garantizar, sin discriminación, el derecho de 

acceso a la justicia y el derecho a la integridad personal en los términos de los artículos 5.1, 8.1, 21, 25.1 y 

25.2.c, en relación con los artículos 1.1 y 19 de la Convención Americana. 

Análisis de fondo: 

a) Medidas especiales de protección  

134. Toda persona que se encuentre en una situación de vulnerabilidad es titular de una protección 

especial, en razón de los deberes especiales cuyo cumplimiento por parte del Estado es necesario para 

satisfacer las obligaciones generales de respeto y garantía de los derechos humanos. El Tribunal recuerda 

que no basta con que los Estados se abstengan de violar los derechos, sino que es imperativa la adopción 

de medidas positivas, determinables en función de las particulares necesidades de protección del sujeto 

de derecho, ya sea por su condición personal o por la situación específica en que se encuentre1, como la 

discapacidad2. 

135. Asimismo, la Corte considera que las personas con discapacidad a menudo son objeto de 

discriminación a raíz de su condición, por lo que los Estados deben adoptar las medidas de carácter 

legislativo, social, educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para que toda discriminación 

asociada con las discapacidades sea eliminada, y para propiciar la plena integración de esas personas en 

la sociedad. El debido acceso a la justicia juega un rol fundamental para enfrentar dichas formas de 

discriminación. 

                                                           
1 Cfr. Caso de la “Masacre de Mapiripán” Vs. Colombia,  Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de septiembre de 
2005. Serie C No. 134, párrs. 111 y 113, y Caso Pueblo Indígena Kichwa de Sarayaku Vs. Ecuador. Fondo y reparaciones. 
Sentencia de 27 de junio de 2012. Serie C No. 245, párr. 244.   
2 Cfr. Caso Ximenes Lópes Vs. Brasil, párr. 103.   
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b) Plazo razonable 

152. La Corte reconoce que el proceso judicial interno en el Estado duró 12 años y 3 meses 

aproximadamente y pasa a analizar la razonabilidad del plazo en función de cuatros elementos: a) 

complejidad del asunto; b) actividad procesal del interesado; c) conducta de las autoridades judiciales, y 

d) afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso3. 

169. El Estado, en ejercicio de su función judicial, ostenta un deber jurídico propio, por lo que la conducta 

de las autoridades judiciales no debe depender exclusivamente de la iniciativa procesal de la parte actora 

de los procesos. 

196. Asimismo, la Corte recuerda que la Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 

contiene normas sobre la importancia del acceso a justicia de las personas con discapacidad “en igualdad 

de condiciones con las demás” e “incluso mediante ajustes de procedimiento y adecuados a la edad” 

(Preámbulo y art. 13.1). En este sentido, el Tribunal considera que en casos de personas vulnerables, como 

lo es una persona con discapacidad, es imperante tomar las medidas pertinentes, como por ejemplo la 

priorización en la atención y resolución del procedimiento por parte de las autoridades a su cargo, con 

el fin de evitar retrasos en la tramitación de los procesos, de manera que se garantice la pronta resolución 

y ejecución de los mismos. 

c) Protección judicial y derecho a la propiedad 

209. La Corte ha señalado que, en los términos del artículo 25 de la Convención, es posible identificar dos 

responsabilidades concretas del Estado. La primera, consagrar normativamente y asegurar la debida 

aplicación de recursos efectivos ante las autoridades competentes, que amparen a todas las personas bajo 

su jurisdicción contra actos que violen sus derechos fundamentales o que conlleven a la determinación 

de los derechos y obligaciones de éstas. La segunda, garantizar los medios para ejecutar las respectivas 

decisiones y sentencias definitivas emitidas por tales autoridades competentes4, de manera que se 

protejan efectivamente los derechos declarados o reconocidos. (…) La efectividad de las sentencias 

depende de su ejecución. Esto último, debido a que una sentencia con carácter de cosa juzgada otorga 

certeza sobre el derecho o controversia discutida en el caso concreto y, por ende, tiene como uno de sus 

efectos la obligatoriedad o necesidad de cumplimiento. Lo contrario supone la negación misma del 

derecho involucrado5. 

219. La Corte consideró que la ejecución de la sentencia que otorgó la indemnización a Sebastián Furlan 

no fue efectiva y generó en la desprotección judicial del mismo, por cuanto no cumplió la finalidad de 

proteger y resarcir los derechos que habían sido vulnerados y que fueron reconocidos mediante la 

sentencia judicial. 

222. Respecto a la ley de emergencia económica: La Ley 23.982 cumplía con una finalidad admisible 

convencionalmente, relacionada con el manejo de una grave crisis económica que afectaba diversos 

derechos de los ciudadanos. El medio escogido para enfrentar dicho problema podía resultar idóneo para 

alcanzar dicho fin y, en principio, puede aceptarse como necesario, teniendo en cuenta que en ocasiones 

                                                           
3 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie 
C No. 192, párr. 155, y Caso Díaz Peña Vs. Venezuela, párr. 49.   
4 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 65, y Caso Cabrera 
García y Montiel Flores Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 
2010. Serie C No. 220, párr. 142. 
5 Caso Mejía Idrovo vs. Ecuador, párr. 104; Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, Competencia, párr. 82, y Caso Acevedo 

Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. Perú, párr. 72. 
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pueden no existir medidas alternativas menos lesivas para enfrentar la crisis. Sin embargo, a partir de la 

información disponible en el expediente, la restricción al derecho a la propiedad de Sebastián Furlan no 

es proporcionada en sentido estricto porque no contempló ninguna posibilidad de aplicación que hiciera 

menos gravosa la disminución del monto indemnizatorio que le correspondía. No se encuentra en el 

expediente algún tipo de previsión pecuniaria o no pecuniaria que hubiera podido moderar el impacto 

de la reducción de la indemnización u otro tipo de medidas ajustadas a las circunstancias específicas de 

una persona con varias discapacidades que requerían, para su debida atención, del dinero ya previsto 

judicialmente como derecho adquirido a su favor.  

d) Otras garantías judiciales 

230. Los niños y las niñas ejercen sus derechos de manera progresiva a medida que desarrollan un mayor 

nivel de autonomía personal. En consecuencia, el aplicador del derecho, sea en el ámbito administrativo 

o en el judicial, deberá tomar en consideración las condiciones específicas del menor de edad y su interés 

superior para acordar la participación de éste, según corresponda, en la determinación de sus derechos. 

En esta ponderación se procurará el mayor acceso del menor de edad, en la medida de lo posible, al 

examen de su propio caso6. (…) No basta con escuchar al niño, las opiniones del niño tienen que tomarse 

en consideración seriamente a partir de que el niño sea capaz de formarse un juicio propio, lo que 

requiere que las opiniones del niño sean evaluadas mediante un examen caso por caso. No sobra recalcar 

que estos estándares son igualmente aplicables a las niñas y niños con discapacidad. 

e) Derecho a la integridad personal y acceso a la justicia de los familiares de Sebastián Furlan 

250. Para la Corte es claro que la contribución por parte del Estado al crear o agravar la situación de 

vulnerabilidad de una persona, tiene un impacto significativo en la integridad de las personas que le 

rodean, en especial de familiares cercanos que se ven enfrentados a la incertidumbre e inseguridad 

generada por la vulneración de su familia nuclear o cercana7. 

f) Conclusión general sobre el acceso a la justicia, el principio de no discriminación y el derecho 

a la integridad personal de Sebastián Furlan 

267. El derecho a la igualdad y no discriminación abarca dos concepciones: una concepción negativa 

relacionada con la prohibición de diferencias de trato arbitrarias, y una concepción positiva relacionada 

con la obligación de los Estados de crear condiciones de igualdad real frente a grupos que han sido 

históricamente excluidos o que se encuentran en mayor riesgo de ser discriminados8. Asimismo, la Corte 

ha señalado que el derecho a la integridad física, psíquica y moral, consagrado en el artículo 5.1 de la 

Convención Americana, “no sólo implica que el Estado debe respetarlo (obligación negativa), sino que, 

además, requiere que el Estado adopte todas las medidas apropiadas para garantizarlo (obligación 

positiva), en cumplimiento de su deber general establecido en el artículo 1.1 de la Convención 

Americana”9. 

268. En el presente caso la Corte resalta que los menores de edad y las personas con discapacidad deben 

disfrutar de un verdadero acceso a la justicia y ser beneficiarios de un debido proceso legal en condiciones 

                                                           
6 Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 199, y Opinión Consultiva OC-17/02, párr. 102   
7 Caso de las Niñas Yean y Bosico. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C No 130, párr. 204. 
8 Opinión Consultiva OC-17/02, párr. 44; Opinión Consultiva OC-18/03, párr. 88; Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127, párr. 185, y Caso López Álvarez 
Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de febrero de 2006. Serie C No. 141, párr. 170. 
9 Caso "Instituto de Reeducación del Menor" Vs. Paraguay. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 2 de septiembre de 2004. Serie C No. 112, párr. 158, y Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie C No. 1, párr. 129. 
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de igualdad con quienes no afrontan esas desventajas. Para alcanzar sus objetivos, el proceso debe 

reconocer y resolver los factores de desigualdad real de quienes son llevados ante la justicia. La presencia 

de condiciones de desigualdad real obliga a adoptar medidas de compensación que contribuyan a 

reducir o eliminar los obstáculos y deficiencias que impidan o reduzcan la defensa eficaz de los propios 

intereses 

Reparaciones: La Corte determinó que el Estado debe brindar la atención médica y psicológica o 

psiquiátrica gratuita y de forma inmediata, adecuada y efectiva; conformar un grupo interdisciplinario, 

el cual, teniendo en cuenta la opinión de Sebastián Furlan, determinará las medidas de protección y 

asistencia que serían más apropiadas para su inclusión social, educativa, vocacional y laboral ; publicar 

la sentencia ; adoptar medidas necesarias para asegurar que a las personas con discapacidad o a su grupo 

familiar le sea entregada una carta de derechos y beneficios contemplados en la legislación argentina ; 

pagar una indemnización a las víctimas y reintegrar un monto de dinero determinado al Fondo de 

Asistencia Legal de Víctimas y rendir un informe a la Corte sobre las medidas adoptadas.  

Observaciones adicionales: Voto concurrente de la jueza May Maucaulay.  

 

 

Caso Mohamed vs. Argentina (2012) 

 Palabras clave: Doble conforme. Garantías judiciales y procesales, derecho a recurrir el fallo condenatorio. 

Hechos: El caso se refiere a la responsabilidad internacional del Estado por la imposibilidad de Oscar 

Alberto Mohamed de recurrir un fallo condenatorio en un proceso penal seguido en su contra. Oscar 

Alberto Mohamed trabajaba como chofer para una empresa de colectivos, en 1992 atropelló a una señora 

y ésta falleció. El fiscal calificó el hecho como homicidio culposo y solicitó la pena de un año de prisión e 

inhabilitación especial para conducir de 6 años. El 30/08/1994 el Juzgado Nacional en lo Correccional No. 

3 absolvió a Oscar Alberto Mohamed del delito de homicidio culposo y, en instancia de apelación el 

22/02/ 1995 la Sala Primera de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional resolvió 

condenarlo. El ordenamiento jurídico aplicado en el proceso contra el señor Mohamed no preveía ningún 

recurso penal ordinario para recurrir esa sentencia condenatoria de segunda instancia. 

Instrumentos citados: Convención Americana sobre Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos. 

Puntos resolutivos: La Corte desestimó la excepción preliminar interpuesta por el Estado sobre la alegada  

imposibilidad de la Corte de conocer la supuesta violación al artículo 8.4 de  la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos. Por otra parte, declaró que no  procedía emitir un pronunciamiento sobre las 

alegadas violaciones a los  artículos 8.2.c, 8.2.d, 8.2.e, 25.2.a y 25.2.b de la Convención Americana, que el  

Estado es responsable por la violación del derecho a recurrir del fallo,  consagrado en el artículo 8.2.h de 

la Convención Americana sobre Derechos  Humanos, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma, en 

perjuicio del  señor Oscar Alberto Mohamed. No consideró procedente emitir un pronunciamiento sobre 

las alegadas violaciones a los artículos 8.1,  8.2.c y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, ni pertinente determinar si se produjo una violación al principio de  legalidad, consagrado en 

el artículo 9 de la Convención Americana sobre  Derechos Humanos, en relación con el artículo 1.1 de la 

misma, en perjuicio del  señor Oscar Alberto Mohamed. Por último, sostuvo que el Estado no  violó el 

derecho consagrado en el artículo 8.4 de la Convención Americana sobre  Derechos Humanos. 
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Análisis del fondo: 

a) Doble conforme. Derecho a las garantías judiciales, en relación con el deber de adoptar 

disposiciones de derecho interno y la obligación de respetar y garantizar los derechos 

97. El Tribunal ha señalado que el derecho de recurrir del fallo es una garantía primordial que se debe 

respetar en el marco del debido proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser 

revisada por un juez o tribunal distinto y de superior jerarquía orgánica10. La doble conformidad judicial, 

expresada mediante el acceso a un recurso que otorgue la posibilidad de una revisión íntegra del fallo 

condenatorio, confirma el fundamento y otorga mayor credibilidad al acto jurisdiccional del Estado, y al 

mismo tiempo brinda mayor seguridad y tutela a los derechos del condenado. Asimismo, la Corte ha 

indicado que, lo importante es que el recurso garantice la posibilidad de un examen integral de la 

decisión recurrida11. 

99. La Corte ha sostenido que el artículo 8.2.h de la Convención se refiere a un recurso ordinario accesible 

y eficaz. Ello supone que debe ser garantizado antes de que la sentencia adquiera la calidad de cosa 

juzgada. La eficacia del recurso implica que debe procurar resultados o respuestas al fin para el cual fue 

concebido12. Asimismo, el recurso debe ser accesible, esto es, que no debe requerir mayores 

complejidades que tornen ilusorio este derecho.  La Corte estima que las formalidades requeridas para 

que el recurso sea admitido deben ser mínimas y no deben constituir un obstáculo para que el recurso 

cumpla con su fin de examinar y resolver los agravios sustentados por el recurrente. 

100. Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema recursivo que adopten los Estados 

Partes y de la denominación que den al medio de impugnación de la sentencia condenatoria, para que 

éste sea eficaz debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de una condena errónea. 

Ello requiere que pueda analizar cuestiones fácticas, probatorias y jurídicas en que se basa la sentencia 

impugnada, puesto que en la actividad jurisdiccional existe una interdependencia entre las 

determinaciones fácticas y la aplicación del derecho, de forma tal que una errónea determinación de los 

hechos implica una errada o indebida aplicación del derecho. Consecuentemente, las causales de 

procedencia del recurso deben posibilitar un control amplio de los aspectos impugnados de la sentencia 

condenatoria. 

113. Adecuación del derecho interno: El artículo 2 de la Convención Americana contempla el deber 

general de los Estados Parte de adecuar su derecho interno a las disposiciones de la misma para 

garantizar los derechos en ella consagrados. La Corte ha establecido que dicho deber implica la adopción 

de medidas en dos vertientes. Por una parte, la supresión de las normas y prácticas de cualquier 

naturaleza que entrañen violación a las garantías previstas en la Convención.  

119. La Corte destaca que, sin perjuicio de que cada uno de los derechos contenidos en la Convención 

tiene su ámbito, sentido y alcance propios, la falta de garantía del derecho a recurrir del fallo impide el 

ejercicio del derecho de defensa que se protege a través de este medio y trae implícita la ausencia de 

protección de otras garantías mínimas del debido proceso que deben asegurarse al recurrente, según 

correspondan, para que el juez o tribunal superior pueda pronunciase sobre los agravios sustentados. 

                                                           
10 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 158.  
11 Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 89. 
12 Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 165 ; Barreto Leiva Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 90. 
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Reparaciones: La Corte determinó que la sentencia constituye per se una forma de reparación ; que el 

Estado debe adoptar las medidas necesarias para garantizar al señor Oscar Alberto Mohamed el derecho 

de recurrir del fallo condenatorio y que debe adoptar las medidas necesarias para que los efectos jurídicos 

de dicha sentencia queden en suspenso hasta que se emita una decisión de fondo ; ordenó al Estado 

publicar la sentencia ; pagar una indemnización y reintegrar una suma de dinero al Fondo de Asistencia 

Legal de Víctimas y rendir un informe a la Corte sobre las medidas adoptadas.  

Observaciones adicionales: Voto parcialmente disidente del juez Juan Alberto Pérez Pérez. 

 

 

Caso Familia Pacheco Tineo vs. Estado plurinacional de Bolivia (2013) 

Palabras clave: Debido proceso, garantías judiciales, derecho a la integridad, derechos del niño, asilo, 

solicitud de status de refugiado, migrantes, protección judicial 

Hechos: El caso se relaciona con la expulsión de los miembros de la familia Pacheco Tineo de Bolivia. 

Entre el 19 de febrero de 2001 y el 24 de febrero siguiente las víctimas estuvieron en Bolivia en condición 

de migrantes en situación irregular y de solicitantes de reconocimiento del estatuto de refugiados. En ese 

lapso, autoridades migratorias realizaron gestiones administrativas dirigidas a su expulsión y decidieron 

que no considerarían su solicitud de asilo, luego de lo cual los expulsaron a su país de origen (Perú) -

pese a tener conocimiento de que la familia podía ser recibida en un tercer Estado (Chile)-. 

Instrumentos citados: Convención Americana sobre Derechos Humanos, Convención sobre el Estatuto 

de Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, Declaracion Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre, Declaración Universal de los Derechos Humanos, Declaración de Cartagena sobre Refugiados 

(1948),  

Puntos resolutivos: La Corte declara al Estado de Bolivia responsable por la violaciones del derecho a la 

integridad física, psíquica y moral (artículo 5.1), derecho a las garantías judiciales (artículo 8), derecho a 

la protección de la familia y los derechos de las niñas y los niños (artículos 17 y 19), derecho a buscar y 

recibir asilo (artículo 22.7), del principio de no devolución (artículo 22.8) y al derecho a la protección 

judicial (artículo 25) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Análisis de fondo: 

a) Los derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial en relación con la libertad de 

circulación y residencia en casos de expulsión de migrantes y de solicitantes del estatuto de 

refugiados 

Las garantías mínimas del debido proceso en procedimientos de carácter migratorio que pueden 

culminar con la expulsión o deportación de una persona extranjera y el principio de no devolución (non- 

refoulement) 

La Corte analizó la evolución del derecho de buscar y recibir asilo, el principio de no devolución en el 

sistema interamericano y la protección internacional de las personas refugiadas, asiladas o solicitantes 

del estatuto de refugiados.  

130. La Corte ha indicado que el derecho al debido proceso, consagrado en el artículo 8 de la Convención 

Americana, se refiere al conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efectos 

de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto 

del Estado, adoptado por cualquier autoridad pública, sea administrativa, legislativa o judicial, que 
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pueda afectarlos. Asimismo, el elenco de garantías mínimas del debido proceso legal se aplica en la 

determinación de derechos y obligaciones de orden “civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter”13. 

Es decir, “cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea 

administrativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el debido proceso legal”14. 

131. Puesto que las sanciones administrativas son, como las penales, una expresión del poder punitivo 

del Estado y tienen, en ocasiones, naturaleza similar a la de éstas, y dado que en una sociedad 

democrática el poder punitivo sólo se ejerce en la medida estrictamente necesaria para proteger los bienes 

jurídicos fundamentales de los ataques más graves que los dañen o pongan en peligro15, la detención de 

personas por incumplimiento de las leyes migratorias nunca debe ser con fines punitivos16. En 

consecuencia, serán arbitrarias las políticas migratorias cuyo eje central es la detención obligatoria de los 

migrantes irregulares, sin que las autoridades competentes verifiquen en cada caso en particular, y 

mediante una evaluación individualizada, la posibilidad de utilizar medidas menos restrictivas que sean 

efectivas para alcanzar aquellos fines. 

133. En definitiva, un procedimiento que pueda resultar en la expulsión o deportación de un extranjero 

debe tener carácter individual, de modo que permita evaluar las circunstancias personales de cada sujeto, 

no debe discriminar y ha de observar las siguientes garantías mínimas17: 

i)  ser informado expresa y formalmente de los cargos en su contra, si los hubiere, y de los motivos 

de la expulsión o deportación. Esta notificación debe incluir información sobre sus derechos, tales como: 

 a. la posibilidad de exponer las razones que lo asistan en contra de su expulsión y oponerse a los cargos 

en su contra;  b. la posibilidad de solicitar y recibir asesoría legal, incluso a través de servicio público 

gratuito de ser aplicable y, de ser el caso, traducción o interpretación, así como asistencia consular, si 

correspondiere;  

ii)  en caso de decisión desfavorable, debe tener derecho a someter su caso a revisión ante la autoridad 

competente, presentarse o hacerse representar ante ella para tal fin, y  

iii)  la eventual expulsión solo podrá efectuarse tras una decisión fundamentada conforme a la ley y 

debidamente notificada  

135. De tal modo, si se complementan las normas anteriores con el corpus juris internacional aplicable a 

las personas migrantes, es posible considerar que en el sistema interamericano está reconocido el derecho 

de cualquier persona extranjera, y no solamente a los asilados o refugiados, a la no devolución indebida 

cuando su vida, integridad y/o libertad estén en riesgo de violación, sin importar su estatuto legal o 

condición migratoria en el país en que se encuentre. 

Las garantías mínimas del debido proceso en procedimientos para determinar la condición o estatuto de 

refugiado y el principio de no devolución 

150. La Corte considera que, de las anteriores disposiciones y regulaciones, se desprende que, una vez 

declarado por un Estado, el estatuto de refugiado protege a la persona a la cual le ha sido reconocido 

más allá de las fronteras de ese Estado, de modo que otros Estados en los que ingrese esa persona deben 

                                                           
13 Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú, Fondo, Reparaciones y Costas,párr. 70, y Caso Chocrón Chocrón Vs. Venezuela, 
párr. 115. 
14 Caso Baena Ricardo y otros vs. Panamá, párr. 124, Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párr. 157 
15 Cfr. Caso Kimel Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de mayo de 2008 Serie C No. 177, párr. 76, y 
Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009 
Serie C No. 193, párr. 119. 
16 Cfr. Caso Vélez Loor Vs. Panamá, párr.171 
17 Caso Nadege Dorzema y otros Vs. República Dominicana, párrs. 161 y 175 
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tomar en cuenta tal condición al momento de adoptar cualquier medida de carácter migratorio a su 

respecto y, por ende, garantizar un deber de precaución especial en la verificación de tal condición y en 

las medidas que pueda adoptar. 

152. Cuando ciertos derechos como la vida o integridad personal de las personas extranjeras estén en 

riesgo, deberán estar protegidas contra la devolución al Estado en que exista ese riesgo, como una 

modalidad específica de asilo bajo el artículo 22.8 de la Convención.  

153. Esto implica que esas personas no pueden ser rechazadas en la frontera o expulsadas sin un análisis 

adecuado e individualizado de sus peticiones. Antes de realizar una devolución, los Estados deben 

asegurarse que la persona que solicita asilo se encuentra en la capacidad de acceder a una protección 

internacional apropiada mediante procedimientos justos y eficientes de asilo en el país a donde se le 

estaría expulsando. Los Estados también tienen la obligación de no devolver o expulsar a una persona 

que solicita asilo donde exista la posibilidad de que sufra algún riesgo de persecución o bien a un Estado 

desde donde el cual puedan ser retornados al país donde sufren dicho riesgo (la llamada “devolución 

indirecta”). 

Las garantías mínimas del debido proceso en procedimientos para determinar la condición de refugiado 

157. Todo procedimiento relativo a la determinación de la condición de refugiado de una persona implica 

una valoración y decisión sobre el posible riesgo de afectación a sus derechos más básicos, como la vida, 

la integridad y la libertad personal. De tal manera, aún si los Estados pueden determinar los 

procedimientos y autoridades para hacer efectivo ese derecho, en aplicación de los principios de no 

discriminación y debido proceso, se hacen necesarios procedimientos previsibles, así como coherencia y 

objetividad en la toma de decisiones en cada etapa del procedimiento para evitar decisiones arbitrarias. 

159. La Corte consideró que, de conformidad con las garantías establecidas en los artículos 8, 22.7, 22.8 y 

25 de la Convención, y tomando en cuenta las directivas y criterios de ACNUR, las personas solicitantes 

de asilo deben tener acceso a procedimientos para la determinación de tal condición, que permitan un 

correcto examen de su solicitud, de acuerdo con garantías contenidas en la Convención Americana y en 

otros instrumentos internacionales aplicables:  

I) deben garantizarse al solicitante las facilidades necesarias, incluyendo los servicios de un intérprete 

competente, así como, en su caso, el acceso a asesoría y representación legal, para someter su solicitud 

ante las autoridades (en su caso debe dársele oportunidad de contactarse con un representante de la 

ACNUR). 

II) la solicitud debe examinarse, con objetividad, en el marco del procedimiento establecido al efecto, por 

una autoridad competente claramente identificada, lo cual requiere la realización de una entrevista 

personal;  

III) las decisiones que se adopten por los órganos competentes deben estar debidamente fundamentadas 

en forma expresa;  

IV) con la finalidad de proteger los derechos de los solicitantes que puedan estar en riesgo, el 

procedimiento de asilo debe respetar en todas sus etapas la protección de los datos del solicitante y de la 

solicitud y el principio de confidencialidad;  

V) si no se reconoce al solicitante la condición de refugiado, se le debe brindar la información sobre como 

recurrir y concedérsele un plazo razonable para ello, según el sistema vigente, a fin de que se reconsidere 

formalmente la decisión adoptada, y  
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VI) el recurso de revisión o apelación debe tener efectos suspensivos y debe permitirse al solicitante que 

permanezca en el país hasta que la autoridad competente adopte la decisión del caso, e inclusive mientras 

esté pendiente el medio de impugnación, a menos que se demuestre que la solicitud es manifiestamente 

infundada.  

Asimismo, la Corte indicó que independientemente de la posibilidad de revisión, en el marco del derecho 

a la protección judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana pueden existir 

determinados acciones o recursos de carácter judicial, por ejemplo de amparo o de habeas corpus, que sean 

rápidos, adecuados y efectivos para cuestionar la posible violación de los derechos reconocidos en los 

artículos 22.7 y 22.8 de en la Convención.  

b) Las garantías mínimas del debido proceso en procedimientos de carácter migratorio que 

pueden culminar con la expulsión o deportación de una persona extranjera y el principio de 

no devolución (non-refoulement) 

La Corte observó que, en los términos del artículo 22.8 de la Convención, en el sistema interamericano se 

ha llegado a reconocer el derecho de cualquier persona extranjera, y no solamente a los asilados o 

refugiados, a la no devolución indebida cuando su vida, integridad y/o libertad (e incluso formas del 

derecho al debido proceso) estén en riesgo de violación, sin importar su estatuto legal o condición 

migratoria en el país en que se encuentra. En consecuencia, cuando un extranjero alegue ante un Estado 

un riesgo en caso de devolución, las autoridades competentes de ese Estado deberán, al menos, 

entrevistar a la persona y realizar una evaluación previa o preliminar, a efectos de determinar si existe o 

no ese riesgo en caso de expulsión. 

c) Derecho a la integridad personal 

207. La Corte consideró que la inquietud, el temor y la desprotección provocada constituyeron una 

violación a la integridad psíquica y moral de los miembros de la familia Pacheco Tineo, en los términos 

del artículo 5.1 de la Convención. 

d) El deber de especial protección a los niños y niñas en relación con los derechos de protección 

a la familia, a las garantías judiciales y a la protección judicial 

223. La Corte indicó que el derecho de los niños a expresar sus opiniones y participar de una manera 

significativa es también importante en el contexto de los procedimientos de asilo, cuyos alcances pueden 

depender de si el niño o niña es solicitante o no. Así, cuando son solicitantes, los niños deben gozar de 

garantías procedimentales específicas y probatorias para garantizar que justas decisiones sean tomadas 

en la determinación de sus solicitudes. A la vez, el Tribunal también destacó que en caso de que un 

solicitante de asilo reciba protección, otros miembros de la familia, particularmente los niños, pueden 

recibir el mismo tratamiento o verse beneficiados del reconocimiento del estatuto de refugiado, en 

atención al principio de unidad familiar.  

227. Por otra parte, en lo que se refiere al procedimiento de expulsión relacionado con la calidad de 

extranjeros en situación irregular, el Tribunal apuntó que la separación de niñas y niños de sus padres 

puede en ciertos contextos poner en riesgo la supervivencia y desarrollo de los mismos. Del mismo modo, 

la Corte agregó que la participación de los niños adquiere especial relevancia cuando se trata de 

procedimientos que puedan tener carácter sancionatorio, en relación con una infracción al régimen 

migratorio, abiertos contra niños migrantes o contra su familia, sus padres, representantes o 

acompañantes, pues este tipo de procedimientos pueden derivar en la separación de la familia y en la 
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subsecuente afectación del bienestar de los niños, independientemente de que la separación ocurra en el 

Estado que expulsa o en el Estado donde sean expulsados. 

Reparaciones: La Corte estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación ; ordenó 

al Estado: publicar el resumen de la sentencia ; implementar programas permanentes de capacitación 

dirigidos a los funcionarios de la Dirección Nacional de Migración y Comisión Nacional de Refugiados, 

así como a otros funcionarios que en razón de sus funciones tengan contacto con personas migrantes o 

solicitantes de asilo; pagar a las víctimas una indemnización como compensación por daños materiales e 

inmateriales y el reintegro de gastos al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas. 

 

 

Caso Hugo Oscar Argüelles y otros vs. Argentina (2014) 

Palabras clave: Plazo razonable, derecho a la libertad, presunción de inocencia, prisión preventiva, 

derecho a contar con un abogado defensor 

Hechos: El caso se refiere a la alegada violación del derecho a la libertad personal y el derecho a un juicio 

justo en los procesos internos iniciados en 1980 contra 20 oficiales militares argentinos por el delito de 

fraude militar, previsto en el Código de Justicia Militar de Argentina. Los procesos judiciales tuvieron 

inicio en octubre de 1980 ante la jurisdicción militar argentina. Durante un periodo de aproximadamente 

tres años desde la ratificación de la Convención Americana por parte Argentina, 18 de las víctimas fueron 

mantenidas en prisión preventiva, en  junio de 1989 los 20 acusados fueron condenados por el Consejo 

Supremo de las Fuerzas Armadas y en 1995 diversos planteos de los imputados fueron resueltos por la 

Cámara de Casación Penal. 

Instrumentos citados: Instrumentos citados: Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados. 

Puntos Resolutivos: La Corte declaró responsable internacionalmente al Estado Argentino por la 

violación del derecho a la libertad personal y a la presunción de inocencia y por haber violado, al 

momento de los hechos, el derecho a ser asistido por un defensor letrado de su elección y el plazo 

razonable del proceso judicial.  

Análisis de fondo: 

a) Derecho a la libertad personal y presunción de inocencia 

119/120. En alusión al artículo 7.3 de la Convención, la Corte ha establecido que nadie puede ser 

sometido a detención o encarcelamiento por causas y  métodos que – aun calificados de legales – puedan 

reputarse como incompatibles con el respeto a los derechos fundamentales del individuo por ser, entre 

otras cosas, irrazonables, imprevisibles o faltos de proporcionalidad18. Así, para que la medida privativa 

de la libertad no se torne arbitraria debe cumplir con los siguientes parámetros: i) que su finalidad sea 

compatible con la Convención, como lo es asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del 

procedimiento ni eludirá la acción de la justicia19; ii) que sean idóneas para cumplir con el fin 

                                                           
18 Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Suriname. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No. 16, 
párr. 47; Caso de personas dominicanas y haitianas expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 282, párr. 364.   
19 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 77; Caso Norín 
Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 312   
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perseguido20; iii) que sean necesarias, es decir, absolutamente indispensables para conseguir el fin 

deseado y que no exista una medida menos gravosa respecto al derecho intervenido21; iv) que sean 

estrictamente proporcionales22, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción del derecho a la 

libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen mediante tal restricción 

y el cumplimiento de la finalidad perseguida23; v) cualquier restricción a la libertad que no contenga una 

motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las condiciones señaladas será arbitraria y, por 

tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención24.  

121. Una detención o prisión preventiva debe estar sometida a revisión periódica, de tal forma que no se 

prolongue cuando no subsistan las razones que motivaron su adopción25.  

122. Son las autoridades nacionales las encargadas de valorar la pertinencia o no del mantenimiento de 

las medidas cautelares que emiten conforme a su propio ordenamiento. Al realizar esta tarea, deben 

ofrecer los fundamentos suficientes que permitan conocer los motivos por los cuales se mantiene la 

restricción de la libertad26, la cual, para que no se erija en una privación de libertad arbitraria de acuerdo 

con el artículo 7.3 de la Convención Americana, debe estar fundada en la necesidad de asegurar que el 

detenido no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones ni eludirá la acción de la justicia y que 

sea proporcional. De igual forma, ante cada solicitud de liberación del detenido, el juez tiene que motivar 

aunque sea en forma mínima las razones por las cuales considera que la prisión preventiva debe 

mantenerse. No obstante lo anterior, aun cuando medien razones para mantener a una persona en prisión 

preventiva, el período de la detención no debe exceder el límite de lo razonable conforme el artículo 7.5 

de la Convención27.  

b) Duración de la prisión preventiva  

129. Cuando el plazo de la prisión preventiva sobrepasa lo razonable, el Estado podrá limitar la libertad 

del imputado con otras medidas menos lesivas que aseguren su comparecencia al juicio, distintas de la 

privación de libertad. Este derecho del individuo trae consigo, a su vez, una obligación judicial de 

tramitar con mayor diligencia y prontitud los procesos penales en los que el imputado se encuentre 

privado de libertad28.  

(131) la prisión preventiva debe ceñirse a lo dispuesto en el artículo 7.5 de la Convención Americana, es 

decir, no puede durar más allá de un plazo razonable ni más  allá de la persistencia de la causal que se 

invocó para justificarla. Proceder de otro modo equivaldría a anticipar la pena, lo cual contraviene 

principios generales del derecho ampliamente reconocidos, entre ellos, el principio de presunción de 

                                                           
20 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 93; Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y 
activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 312.   
21 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 93; Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y 
activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 312   
22 Suárez Rosero Vs. Ecuador, párr. 77; Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena 
Mapuche) Vs. Chile, párr. 312   
23 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 93; Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y 
activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 312.   
24 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 128; Caso 
Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 312.   
25 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie 
C No. 180, párr. 74; Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, 
párr. 311.   
26 Cfr. Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, párr. 107; Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y 
activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, párr. 311.   
27 Cfr. Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 74   
28 Cfr. Caso Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 70; Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, párrs. 119 y 120.   
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inocencia29. Conforme a lo anterior, una prolongada duración de la prisión preventiva la convierte en 

una medida punitiva y no cautelar, lo cual desnaturaliza dicha medida y, por tanto, transgrede el artículo 

8.2 de la Convención.  

c) Garantías judiciales y protección judicial 

La Corte concluye que el Estado no incurrió en violación de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención 

Americana en perjuicio de las presuntas víctimas.  

d) Derecho a ser defendido por un defensor de su elección 

175. Corte tiene establecido que el derecho a la defensa debe poder ejercerse desde que se señala a una 

persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso. 

Sostener lo opuesto implica supeditar las garantías convencionales que protegen el derecho a la defensa, 

entre ellas el artículo 8.2.b), a que el investigado se encuentre en determinada fase procesal, dejando 

abierta la posibilidad de que con anterioridad se afecte un ámbito de sus derechos a través de actos de 

autoridad que desconoce o a los que no puede controlar u oponerse con eficacia, lo cual es evidentemente 

contrario a la Convención. El derecho a la defensa obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento 

como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no simplemente 

como objeto del mismo30.  

176. Asimismo, el Tribunal ha señalado que la asistencia debe ser ejercida por un profesional del Derecho 

para poder satisfacer los requisitos de una defensa técnica a través de la cual se asesore a la persona 

sometida a proceso, inter alia, sobre la posibilidad de ejercer recursos contra actos que afecten derechos. 

La asistencia letrada representa la garantía en el debido proceso de que el investigado será asesorado 

sobre sus deberes y derechos y de que ello será respetado. Un abogado, asimismo, puede realizar, inter 

alia, un control crítico y de legalidad en la producción de pruebas y puede compensar adecuadamente la 

situación de vulnerabilidad de las personas privadas de libertad en relación con el acceso efectivo a la 

justicia en términos igualitarios. 

e) Plazo razonable 

188. El concepto de plazo razonable contemplado en el artículo 8 de la Convención Americana está 

íntimamente ligado con el recurso efectivo, sencillo y rápido contemplado en su artículo 2531. Este 

Tribunal ha señalado que la razonabilidad del plazo debe apreciarse en relación con la duración total del 

proceso, desde el primer acto procesal hasta que se dicte sentencia definitiva, incluyendo los recursos de 

instancia que pudieran eventualmente presentarse.  

189. Igualmente, la jurisprudencia reiterada ha considerado cuatro aspectos para determinar en cada caso 

concreto el cumplimiento de esta regla: la complejidad del asunto; la conducta de las autoridades; la 

actividad procesal del interesado, y la afectación generada en la situación jurídica de la persona 

involucrada en el proceso32.  

195. La Corte consideró que de la prueba aportada se desprende que el proceso no representó un recurso 

simple y efectivo para determinar los derechos de las víctimas involucradas. Además, el Tribunal reiteró 

que si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará 

                                                           
29 Cfr. Caso Suarez Rosero Vs. Ecuador, párr. 77; Caso Bayarri Vs. Argentina, párr. 110   
30 Cfr. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, párr. 29, y Caso J. Vs. Perú, párr. 194.   
31 Cfr. Caso Baldeón García Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 6 de abril de 2006. Serie C No. 147, párr. 
155, y Caso Luna López Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 269, 
párr. 188.   
32Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros, párr. 155, y Caso Luna López Vs. Honduras, párr. 189.   
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necesario que el procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo 

breve. 

Reparaciones: La Corte estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación y, 

adicionalmente, ordenó al Estado publicar el resumen oficial de la Sentencia de la Corte Interamericana; 

pagar las cantidades fijadas en la Sentencia por concepto de indemnización por daño inmaterial y 

reintegro de costas y gastos. Asimismo, la Corte dispuso que el Estado debe reintegrar al Fondo de 

Asistencia Legal de Víctimas de la Corte las cantidades erogadas durante la tramitación del presente 

caso. 

 

 

Caso Canales Huapaya y otros vs. Perú (2015) 

Palabras clave: Garantías judiciales, derecho a un recurso judicial efectivo. 

Hechos: Tras la ruptura del orden democrático en Perú el 5 de Abril de 1992, se produjo el cese de 1117 

trabajadores del Congreso de la República en diciembre de ese año. La Corte encontró que el Estado era 

responsable por los impedimentos normativos y prácticos para asegurar un acceso real a la justicia de 

Carlos Alberto Canales Huapaya, José Castro Ballena y María Gracia Barriga Oré, así como por los 

diversos problemas de falta de certeza y claridad sobre la vía a la cual podían acudir las presuntas 

víctimas frente a los ceses colectivos. 

Instrumentos citados: Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, Convención sobre los 

Derechos del Niño, Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 

Mujer, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Carta Social de las Américas, 

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

Declaración Universal de Derechos Humanos, Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 

Hombre, Carta de la Organización de los Estados Americanos. 

Puntos resolutivos: La Corte encontró al Estado peruano  responsable por la violación de los derechos 

protegidos en los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con las obligaciones 

previstas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, todo ello en perjuicio de Carlos Alberto Canales 

Huapaya, José Castro Ballena y María Gracia Barriga Oré. 

Análisis de fondo: 

a) Garantías judiciales y derecho a un recurso efectivo 

En lo referido al derecho a las garantías judiciales y la protección judicial consagrados en los artículos 8 

y 25 de la Convención Americana, la Corte reiteró su jurisprudencia sobre el derecho a ser oído y la 

efectividad de los recursos. 

99. La Corte ha establecido que para que exista un recurso efectivo no basta con que esté previsto por la 

Constitución o la ley o con que sea formalmente admisible, sino que se requiere que sea realmente idóneo 

para establecer si se ha incurrido en una violación a los derechos humanos y proveer lo necesario para 

remediarla73.  

La Corte concluyó que los hechos permitían concluir que las tres presuntas víctimas del caso se 

encontraban en situación sustancialmente igual a la de las 257 víctimas del caso Trabajadores Cesados del 

Congreso. La Corte determinó, al igual que en dicho caso, que existía en Perú un contexto generalizado 

de ineficacia de las instituciones judiciales, ausencia de garantías de independencia e imparcialidad y 
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ausencia de claridad sobre la vía a la cual acudir frente a los ceses colectivos, lo que devino en la 

denegación de justicia. En consecuencia, estableció que las tres presuntas víctimas enfrentaron los 

mismos obstáculos al acceso a la justicia constatados en dicho caso. 

b) El derecho a la propiedad  

Las victimas identificaban una vulneración a su derecho a la propiedad contenido en el artículo 21 de la 

Convención Americana, en tanto adujeron que tuvieron que asumir responsabilidades pecuniarias, al no 

contar con un trabajo, y tuvieron que pagarlas con el dinero producto de la venta de sus bienes. No 

obstante, la Corte determinó que el objeto de la Sentencia no era determinar el supuesto carácter 

arbitrario de los ceses de las víctimas, por lo que no procedía pronunciarse sobre la alegada violación del 

derecho a la propiedad.  

c) El derecho a la igualdad  

Las víctimas plantearon la presunta existencia de un trato desigual arbitrario en relación con las 

respuestas judiciales que recibieron otros trabajadores cesados. No obstante, la Corte constató que los 

casos alegados como trato diferencial de otros funcionarios no eran casos cuyas circunstancias de hecho, 

procedimientos judiciales y alegatos ante las instancias internas fuesen iguales a las de las víctimas del 

presente caso y por ello no se contaba con elementos para concluir que había existido una violación al 

derecho a la igualdad ante la ley contenido en el artículo 24 de la Convención Americana. 

Reparaciones: La Corte determinó que la sentencia constituía per se una forma de reparación y ordenó al 

Estado publicar el resumen de la sentencia; pagar a las víctimas una indemnización compensatoria, 

costas y gastos y reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas los gastos incurridos. 

Observaciones adicionales: Voto concurrente de los jueces Roberto F. Caldas y Eduardo Ferrer Mac-

Gregor Poisot y voto concurrente del Juez Alberto Pérez Pérez. 

 

Caso Ruano Torres y otros vs. El Salvador (2015) 

Palabras clave: Derecho a la integridad personal, prohibición de la tortura, garantías judiciales, 

protección judicial, defensa penal efectiva 

Hechos: Los hechos del presente caso se refieren a la vinculación a proceso, detención y posterior 

condena de José Agapito Ruano Torres por el delito de secuestro cometido el 22 de agosto de 2000, con 

serias dudas sobre si él era efectivamente la persona apodada El Chopo, respecto de la cual se alegaba 

que había participado en la comisión del delito. El presente caso no se refiere, sin embargo, a la 

culpabilidad o inocencia del señor Ruano Torres o cualquiera de las otras personas que fueron juzgadas 

junto a él, sino sobre la conformidad del proceso penal y de los actos de determinados funcionarios 

públicos en el caso a la luz de la Convención Americana. 

Instrumentos citados: Convención Americana sobre Derechos Humanos, Protocolo de Estambul. 

Puntos resolutivos: La Corte declaró responsable internacionalmente al Estado por la violación del 

derecho a la integridad personal y la prohibición de la tortura, del derecho a la libertad personal, de la 

presunción de inocencia, del derecho a la defensa y a ser oído con las debidas garantías, y del derecho a 

la protección judicial, así como por la falta de garantía del derecho a la integridad personal respecto de 

la obligación de investigar los actos de tortura, reconocidos en los artículos 5.1, 5.2, 7.1, 7.3, 7.6, 8.1, 8.2, 

8.2.d), 8.2.e) y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos en relación con el artículo 1.1 

de la misma, en perjuicio de José Agapito Ruano Torres. Asimismo; declaró responsable 
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internacionalmente al Estado por la violación del derecho a la integridad personal, reconocido en el 

artículo 5.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la misma en perjuicio de sus 

familiares. 

Análisis de fondo:  

a) Derechos a la integridad personal y la prohibición de la tortura, libertad personal, presunción 

de inocencia y protección judicial en relación con la obligación de respetar y garantizar los 

derechos 

Violación del derecho a la integridad personal y prohibición de la tortura 

120. La Corte reitera su jurisprudencia en el sentido de que la tortura y las penas o tratos crueles, 

inhumanos o degradantes están estrictamente prohibidos por el Derecho Internacional de los Derechos 

Humanos. La prohibición absoluta de la tortura, tanto física como psicológica, pertenece hoy día al 

dominio del ius cogens internacional33.  

121. Ahora bien, para definir lo que a la luz del artículo 5.2 de la Convención Americana debe entenderse 

como “tortura”, de conformidad con la jurisprudencia de la Corte, se está frente a un acto constitutivo 

de tortura cuando el maltrato: a) es intencional; b) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) se 

cometa con cualquier fin o propósito. Asimismo, se ha reconocido que las amenazas y el peligro real de 

someter a una persona a lesiones físicas producen, en determinadas circunstancias, una angustia moral 

de tal grado que puede ser considerada tortura psicológica34.  

122. En cuanto al uso de la fuerza por parte de las fuerzas de seguridad, esta Corte ha señalado que el 

mismo debe atenerse a criterios de motivos legítimos, necesidad, idoneidad y proporcionalidad35. 

Asimismo, el Tribunal ha indicado que todo uso de la fuerza que no sea estrictamente necesario por el 

propio comportamiento de la persona detenida constituye un atentado a la dignidad humana, en 

violación del artículo 5 de la Convención Americana36.  

124. La Corte ha señalado que, de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana, la 

obligación de garantizar los derechos reconocidos en el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención Americana 

implica el deber del Estado de investigar posibles actos de tortura u otros tratos crueles, inhumanos o 

degradantes.  

Presunción de inocencia 

128. La presunción de inocencia exige que el acusador deba demostrar que el ilícito penal es atribuible a 

la persona imputada, es decir, que ha participado culpablemente en su comisión y que las autoridades 

judiciales deban fallar con la certeza más allá de toda duda razonable para declarar la responsabilidad 

penal individual del imputado, incluyendo determinados aspectos fácticos relativos a la culpabilidad del 

imputado.  

130. En situaciones como las del presente caso en que se presentan alegatos razonables sobre la no 

participación de uno de los imputados en el hecho punible en cuanto a que no era la persona a quien se 

                                                           
33 Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69, párr. 95; Caesar Vs. 
Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 11 de marzo 2005. Serie C No. 123, párr. 100, y Caso Ximenes 
Lopes Vs. Brasil, supra, párr. 70.   
34 Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo, supra, párr. 102, y Caso Rodríguez Vera y otros (Desaparecidos del Palacio 
de Justicia) Vs. Colombia, supra, párr. 420.   
35 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio 
de 2006. Serie C No. 150, párrs. 67 a 69, y Caso Fleury y otros Vs. Haití. Fondo y Reparaciones. Sentencia de 23 de noviembre 
de 2011. Serie C No. 236, párr. 74.   
36 Cfr. Caso Loayza Tamayo Vs. Perú. Fondo, supra, párr. 57, y Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú, supra, párr. 184.   
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le aplicaba el apodo, la Corte considera que debió primar el respeto y garantía de la presunción de 

inocencia. 

133. Más allá de la compatibilidad de instituciones que buscan la colaboración de ciertos implicados con 

la parte acusadora a cambio de determinadas contraprestaciones con la Convención Americana (lo que 

no fue planteado en el caso) lo cierto es que es posible afirmar la limitada eficacia probatoria que debe 

asignarse a la declaración de un coimputado, más allá de su contenido específico, cuando es la única 

prueba en la que se fundamenta una decisión de condena, pues objetivamente no sería suficiente por si 

sola para desvirtuar la presunción de inocencia. Por lo tanto, fundar una condena sobre la base de una 

declaración de un coimputado sin que existan otros elementos de corroboración vulneraría la presunción 

de inocencia.  

Protección judicial 

136. Es preciso que los recursos tengan efectividad, es decir, que den resultados o respuestas a las 

violaciones de derechos reconocidos, ya sea en la Convención, en la Constitución o en la ley37. En ese 

sentido, no pueden considerarse efectivos aquellos recursos que, por las condiciones generales del país 

o incluso por las circunstancias particulares de un caso dado, resulten ilusorios. Ello puede ocurrir, por 

ejemplo, cuando su inutilidad haya quedado demostrada por la práctica, porque falten los medios para 

ejecutar sus decisiones o por cualquier otra situación que configure un cuadro de denegación de justicia. 

Un recurso judicial efectivo es, por consiguiente, aquel capaz de conducir a un análisis por parte de un 

tribunal competente a efectos de establecer si ha habido o no una violación a los derechos humanos y, en 

su caso, proporcionar una reparación38. La existencia de esta garantía “constituye uno de los pilares 

básicos, no sólo de la Convención Americana, sino del propio Estado de Derecho en una sociedad 

democrática en el sentido de la Convención39.  

138. (…) Los recursos de revisión no constituyeron un recurso efectivo para remediar las vulneraciones 

de derechos humanos y, en particular, para controlar el respeto a la presunción de inocencia y al derecho 

a la defensa. 

Libertad personal 

140. El artículo 7 contiene mandatos normativos que prohíben la detención ilegal40 y la arbitraria41 y 

establece, entre otros, la garantía de que toda persona privada de la libertad pueda recurrir la legalidad 

de su detención ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la 

legalidad de la privación de libertad y, en su caso, decrete su libertad. La Corte ha destacado que tal 

garantía “no solo debe existir formalmente en la legislación sino que debe ser efectiva, esto es, cumplir 

con el objetivo de obtener sin demora una decisión sobre la legalidad del arresto o de la detención”42.  

                                                           
37Cfr. Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). 
Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párrs. 23 y 24; Caso Fernández Ortega y otros. Vs. México. 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de agosto de 2010 Serie C No. 215, párr. 182, y Caso 
Omar Humberto Maldonado Vargas y otros Vs. Chile, supra, párr. 123   
38 Cfr. Caso del Pueblo Saramaka Vs. Suriname, supra, párr. 177, y Caso de los Pueblos Indígenas Kuna de Madungandí y 
Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá, supra, párr. 165   
39 Caso Castillo Páez Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C No. 34, párr. 82, y Caso de los Pueblos 
Indígenas Kuna de Madungandí y Emberá de Bayano y sus Miembros Vs. Panamá, supra, párr. 167.   
40Caso Gangaram Panday Vs. Suriname. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de enero de 1994. Serie C No. 16, 
párr. 47, y Caso de Personas Dominicanas y Haitianas Expulsadas Vs. República Dominicana. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 de agosto de 2014. Serie C No. 282, párr. 347.   
41 Cfr. Caso Gangaram Panday Vs. Suriname, supra, párr. 47, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista 
del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, supra, párr. 309   
42 Caso Acosta Calderón Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de junio de 2005. Serie C No. 129, párr. 
97, y Caso Comunidad Campesina de Santa Bárbara Vs. Perú, supra, párr. 232.   
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b) Derecho de defensa 

151. El debido proceso se encuentra, a su vez, íntimamente ligado con la noción de justicia208, que se 

refleja en: i) un acceso a la justicia no sólo formal, sino que reconozca y resuelva los factores de 

desigualdad real de los justiciables, ii) el desarrollo de un juicio justo, y iii) la resolución de las 

controversias de forma tal que la decisión adoptada se acerque al mayor nivel de corrección del derecho, 

es decir que se asegure, en la mayor medida posible, su solución justa.  

152. Desde el inicio de las primeras diligencias de un proceso deben concurrir las máximas garantías 

procesales para salvaguardar el derecho del imputado a la defensa43. Asimismo, deben concurrir los 

elementos necesarios para que exista el mayor equilibrio entre las partes, para la debida defensa de sus 

intereses y derechos, lo cual implica, entre otras cosas, que rija el principio de contradictorio.  

153. El derecho a la defensa es un componente central del debido proceso que obliga al Estado a tratar al 

individuo en todo momento como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este 

concepto, y no simplemente como objeto del mismo. El derecho a la defensa debe necesariamente poder 

ejercerse desde que se señala a una persona como posible autor o partícipe de un hecho punible y sólo 

culmina cuando finaliza el proceso, incluyendo, en su caso, la etapa de ejecución de la pena44. El derecho 

a la defensa se proyecta en dos facetas dentro del proceso penal: por un lado, a través de los propios actos 

del inculpado, siendo su exponente central la posibilidad de rendir una declaración libre sobre los hechos 

que se le atribuyen y, por el otro, por medio de la defensa técnica, ejercida por un profesional del Derecho, 

quien cumple la función de asesorar al investigado sobre sus deberes y derechos y ejecuta, inter alia, un 

control crítico y de legalidad en la producción de pruebas. La Convención Americana rodea de garantías 

específicas el ejercicio tanto del derecho de defensa material, por ejemplo a través del derecho a no ser 

obligado a declarar contra sí mismo (artículo 8.2.g) o las condiciones bajo las cuales una confesión pudiera 

ser válida (artículo 8.3), como de la defensa técnica, en los términos que se desarrollarán a continuación.  

155. En casos (como el presente) que se refieren a la materia penal en la cual se consagra que la defensa 

técnica es irrenunciable, debido a la entidad de los derechos involucrados y a la pretensión de asegurar 

tanto la igualdad de armas como el respeto irrestricto a la presunción de inocencia, la exigencia de contar 

con un abogado que ejerza la defensa técnica para afrontar adecuadamente el proceso implica que la 

defensa que proporcione el Estado no se limite únicamente a aquellos casos de falta de recursos. 

157. Sin embargo, la Corte ha considerado que nombrar a un defensor de oficio con el sólo objeto de 

cumplir con una formalidad procesal equivaldría a no contar con defensa técnica, por lo que es imperante 

que dicho defensor actúe de manera diligente con el fin de proteger las garantías procesales del acusado 

y evite así que sus derechos se vean lesionados221 y se quebrante la relación de confianza. A tal fin, es 

necesario que la institución de la defensa pública, como medio a través del cual el Estado garantiza el 

derecho irrenunciable de todo inculpado de delito de ser asistido por un defensor, sea dotada de 

garantías suficientes para su actuación eficiente y en igualdad de armas con el poder persecutorio. La 

Corte ha reconocido que para cumplir con este cometido el Estado debe adoptar todas las medidas 

adecuadas222. Entre ellas, contar con defensores idóneos y capacitados que puedan actuar con 

autonomía funcional.  

                                                           
43 Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 
135, párrs. 174 y 175.   
44 Cfr. Caso Barreto Leiva Vs. Venezuela, supra, párr. 29, y Caso Argüelles y otros Vs. Argentina, supra, párr. 175.   
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163/4. La Corte estima que el Estado no puede ser considerado responsable de todas las fallas de la 

defensa pública, dado la independencia de la profesión y el juicio profesional del abogado defensor. (…) 

Para analizar si ha ocurrido una posible vulneración del derecho a la defensa por parte del Estado, tendrá 

que evaluar si la acción u omisión del defensor público constituyó una negligencia inexcusable o una 

falla manifiesta en el ejercicio de la defensa que tuvo o puede tener un efecto decisivo en contra de los 

intereses del imputado.  

c) Derecho a la integridad personal de los familiares 

178. En casos que “por sus circunstancias no suponen una grave violación a los derechos humanos en los términos 

de su jurisprudencia, la vulneración de la integridad personal de los familiares, con relación al dolor y sufrimiento 

ocurridos, debe ser comprobada”45. Bajo esta categoría cabrían, entre otros, violaciones a los derechos a la 

libertad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial. En tales casos, la Corte por un lado 

evaluará la existencia de un vínculo particularmente estrecho entre los familiares y la víctima del caso 

que les permita establecer una afectación a su integridad personal y, por otro lado, analizará si de la 

prueba que consta en el expediente se acredita una violación del derecho a la integridad personal de la 

presunta víctima46. Para probar las afectaciones a la integridad personal de los familiares alegadas a raíz 

de las violaciones a los derechos a la libertad personal, a las garantías judiciales y a la protección judicial, 

la Corte antes ha destacado y aceptado en particular pruebas de cuatro tipos de afectaciones: las 

afectaciones a la vida cotidiana de los familiares; las afectaciones a la salud física y mental padecidas por 

los familiares; las condiciones de detención precarias de sus seres queridos padecidas por los familiares 

durante las visitas; y las afectaciones generadas a los hijos47.  

Reparaciones: La Corte estableció que su sentencia constituye per se una forma de reparación. Asimismo, 

ordenó al Estado: i) iniciar y conducir eficazmente, en un plazo razonable, la investigación y proceso 

penal; determinar las eventuales responsabilidades de los funcionarios de la defensoría pública que 

contribuyeron con su actuación a la violación de los derechos en perjuicio de José Agapito Ruano Torres 

y, en la medida que corresponda, aplicar las consecuencias que la ley prevea; adoptar todas las medidas 

necesarias para hacer efectiva la declaratoria respecto a que la sentencia carece de efectos jurídicos; 

brindar gratuitamente tratamiento psicológico y/o psiquiátrico; otorgar becas en instituciones públicas 

salvadoreñas; publicar la sentencia; colocar una placa en un lugar visible de la sede de la Unidad de 

Defensoría Pública; implementar programas o cursos obligatorios y permanentes sobre los principios y 

normas de la protección de los derechos humanos; reforzar los sistemas de selección de defensores 

públicos y desarrollar controles para asegurar la eficacia de la gestión; implementar o fortalecer los 

programas de capacitación; pagar las cantidades fijadas por concepto de indemnización de los daños 

materiales e inmateriales, y reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas la suma erogada durante 

la tramitación del presente caso. 

Observaciones adicionales: Voto concurrente del juez Humberto Antonio Sierra Porto 

 

Pollo Rivera vs. Perú (2016) 

                                                           
45 Caso Tarazona Arrieta y otros Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre de 
2014. Serie C No. 286, párr. 146   
46Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, supra, párr. 119, y Caso Cruz Sánchez y otros Vs. Perú, supra, párr. 445.   
47 Cfr. Caso López Álvarez Vs. Honduras, supra, párrs. 116 y 117, y Caso Mendoza y otros Vs. Argentina. Excepciones 
Preliminares, Fondo y Reparaciones. Sentencia de 14 de mayo de 2013. Serie C No. 260, párrs. 274 a 288.   
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Palabras clave: Derecho a la libertad personal, control judicial de la detención, prisión preventiva, 

derecho a la integridad personal, prohibición de la tortura y otros tratos crueles, inhumanos o 

degradantes, garantías judiciales, terrorismo. 

Hechos: Entre 1992 y 1994, el señor Pollo Rivera, quien era médico de profesión, fue detenido por 

supuestos cargos de terrorismo y, luego de haber sido sometido a actos de tortura y otros tratos crueles, 

inhumanos y degradantes, fue procesado en el fuero militar por el delito de traición a la patria y en la 

jurisdicción penal ordinaria por el delito de terrorismo, en la cual fue absuelto. Posteriormente, fue 

nuevamente detenido en el año 2003 y fue juzgado y condenado en el fuero penal ordinario por el delito 

de colaboración con el terrorismo por la supuesta realización de actos médicos a favor de miembros del 

grupo terrorista Sendero Luminoso. 

Instrumentos citados: Convención Americana sobre Derechos Humanos, Convención Interamericana 

para Prevenir y Sancionar la Tortura, Convención Interamericana contra el Terrorismo. 

Puntos resolutivos: La Corte resolvió que el Estado es internacionalmente responsable por la violación 

del derecho a la libertad personal, reconocido en los artículos 7.1, 7.2, 7.3, 7.5, 7.6 de la Convención 

Americana en relación con los artículos 1.1 y 2 de ésta; derecho a la integridad personal, reconocido en 

los artículos 5.1 y 5.2 en relación con los artículos 1.1, 2, 8.1 y 25 de la misma y los artículos 1, 6 y 8 de la 

Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura; el derechos a ser juzgado por un 

tribunal competente, independiente e imparcial, a la presunción de inocencia, a la defensa, a no declarar 

contra sí mismo y a la publicidad del proceso, reconocidos en los artículos 8.1, 8.2, 8.2.b), 8.2.f), 8.2.g) y 

8.5 de la Convención, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la misma; violación del principio de 

legalidad, reconocido en el artículo 9 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de la 

misma. 

Análisis de fondo: 

a) Derecho a la libertad personal y a la vida privada y familiar 

Este Tribunal recuerda que el artículo 7 de la Convención tiene dos alcances diferenciados entre sí, uno 

general y otro específico. El general se encuentra en el artículo 7.1: “[t]oda persona tiene el derecho a la 

libertad y a la seguridad personales”. El específico, a su vez, está compuesto por una serie de garantías 

que protegen los derechos a no ser privado de la libertad ilegalmente (artículo 7.2) o arbitrariamente 

(artículo 7.3), a conocer las razones de la detención y los cargos formulados en contra del detenido 

(artículo 7.4), al control judicial de la privación de la libertad (artículo 7.5) y a impugnar la legalidad de 

la detención (artículo 7.6). Cualquier violación de los numerales 2 al 7 del artículo 7 de la Convención 

acarreará necesariamente la violación del artículo 7.1 de la misma.  

100. La suspensión de garantías no debe exceder la medida de lo estrictamente necesario y resulta ilegal 

toda actuación de los poderes públicos que desborde aquellos límites que deben estar precisamente 

señalados en las disposiciones que decretan el estado de excepción. En este sentido, las limitaciones que 

se imponen a la actuación del Estado responden a la necesidad genérica de que en todo estado de 

excepción subsistan medios idóneos para el control de las disposiciones que se dicten, a fin de que ellas 

se adecuen razonablemente a las necesidades de la situación y no excedan los límites estrictos impuestos 

por la Convención o derivados de ella.  

103. El control judicial inmediato es una medida tendiente a evitar la arbitrariedad o ilegalidad de las 

detenciones, tomando en cuenta que en un Estado de Derecho corresponde al juzgador garantizar los 

derechos del detenido, autorizar la adopción de medidas cautelares o de coerción cuando sea 
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estrictamente necesario y procurar, en general, que se trate al inculpado de manera consecuente con la 

presunción de inocencia. La inmediata revisión judicial de la detención tiene particular relevancia cuando 

se aplica a capturas realizadas sin orden judicial.  

121. En virtud de los artículos 7.2, 7.3, 7.5 y 8.2 de la Convención, la regla general debe ser la libertad del 

imputado mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal, ya que éste goza de un estado jurídico 

de inocencia. (…) Para que una medida privativa de libertad se encuentre en concordancia con las 

garantías consagradas en la Convención, su aplicación debe conllevar un carácter excepcional y respetar 

el principio de presunción de inocencia y los principios de legalidad, necesidad y proporcionalidad, 

indispensables en una sociedad democrática. La Corte estableció que dichas medidas deben ser:  

 Es una medida cautelar y no punitiva: debe estar dirigida a lograr fines legítimos y razonablemente 

relacionados con el proceso penal. No puede convertirse en una pena anticipada ni basarse en fines 

preventivos-generales o preventivo-especiales atribuibles a la pena.  

 Debe fundarse en elementos probatorios suficientes que permitan suponer razonablemente que la 

persona sometida a proceso ha participado en el ilícito que se investiga. La sospecha debe estar 

fundada en hechos específicos, no en meras conjeturas o intuiciones abstractas.  

 Está sujeta a revisión periódica: no debe prolongarse cuando no subsistan las razones que motivaron 

su adopción.  

 Además de legal, no puede ser arbitraria: Las características personales del supuesto autor y la gravedad 

del delito que se le imputa no son, por sí mismos, justificación suficiente de la prisión preventiva. 

Asimismo, el peligro procesal no se presume, sino que debe realizarse la verificación del mismo en 

cada caso, fundado en circunstancias objetivas y ciertas del caso concreto. Cualquier restricción a la 

libertad que no contenga una motivación suficiente para disponerla o mantenerla será arbitraria y, 

por tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención48.  

Respecto a la prohibición de interponer un habeas corpus durante la detención (al menos 121 días) la Corte 

advierte que el derecho a recurrir la legalidad de la detención ante un juez debe garantizarse en todo 

momento que la persona esté privada de su libertad.  

b) Derecho a la integridad personal y prohibición de la tortura y otros tratos crueles, inhumanos 

o degradantes y obligación de investigar 

137. La violación del derecho a la integridad física y psíquica de las personas tiene diversas connotaciones 

de grado y abarca desde la tortura hasta otro tipo de vejámenes o tratos crueles, inhumanos o 

degradantes, cuyas secuelas físicas y psíquicas varían de intensidad según factores endógenos y 

exógenos (duración de los tratos, edad, sexo, salud, contexto, vulnerabilidad, entre otros) que deberán 

ser analizados en cada situación concreta. Se está frente a un acto constitutivo de “tortura” cuando el 

maltrato: a) es intencional; b) cause severos sufrimientos físicos o mentales, y c) se cometa con cualquier 

fin o propósito49.  

151. En casos de ejecuciones extrajudiciales, desapariciones forzadas, tortura y otras graves violaciones a 

los derechos humanos, el Tribunal ha considerado que la realización de una investigación de oficio, sin 

dilación, seria, imparcial, efectiva, independiente y minuciosa es un elemento fundamental y 

                                                           
48 Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279, párrs. 309 a 312   
49 Cfr. Caso Bueno Alves Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 11 de mayo de 2007. Serie C No. 164, párr. 
79, y Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas   
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condicionante para la protección de ciertos derechos afectados por esas situaciones, como la libertad 

personal, la integridad personal y la vida.  

En todo caso en que existan indicios o una “razón fundada” para creer que se ha cometido un acto de 

tortura, el Estado debe iniciar de oficio y de inmediato la referida investigación50, tal como como 

expresamente indica el artículo 8 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura.  

157. (…) una “persona ilegalmente detenida se encuentra en una situación agravada de vulnerabilidad, 

de la cual surge un riesgo cierto de que se le vulneren otros derechos, como el derecho a la integridad 

física y a ser tratada con dignidad”51.  

c) Garantías Judiciales 

171. (…) Los juicios ante jueces “sin rostro” o de identidad reservada infringen el artículo 8.1 de la 

Convención, pues impide a los procesados conocer la identidad de los juzgadores y por ende valorar su 

idoneidad, cuestionar su competencia, legalidad, independencia e imparcialidad, así como determinar si 

se configuraban causales de recusación, de manera de poder ejercer su defensa ante un tribunal 

independiente e imparcial. La Corte afirmó que la garantía de competencia del juzgador es la base para 

el ejercicio de todas las demás garantías del debido proceso y que en consecuencia lo actuado en esos 

procesos carece de efectos jurídicos. 

176. La exclusión de pruebas obtenidas mediante coacción ostenta un carácter absoluto e inderogable52. 

No cabe duda que cualquier declaración obtenida bajo tortura, sea auto inculpatoria o que inculpe a 

terceros, es absolutamente inválida como medio de prueba.  

El artículo 8.2.g) de la Convención, que implica el derecho de participación activa del imputado en los 

medios probatorios, reconoce el derecho a no declarar contra sí mismo y, más específicamente, el derecho 

de abstenerse a declarar en una investigación o proceso penal en que la persona es señalada como autor 

probable o sospechosa de la comisión de un hecho ilícito. Puesto que la administración de justicia penal 

debe partir del análisis de pruebas legalmente obtenidas, un medio de investigación que implique el uso 

de coacción para doblegar la voluntad del imputado deja de ser válido, pues implica una 

instrumentalización de la persona y una violación per se de aquel derecho, independientemente del grado 

de coacción (ya fuere desde una amenaza, otros tratos, crueles inhumanos o degradantes o tortura) y del 

resultado (es decir, de que se obtenga efectivamente una confesión o información).  

178. El proceso penal deber ser público y sólo excepcionalmente privado cuando se requiera “preservar 

los intereses de la justicia”. Así, el Tribunal consideró que la aplicación, como regla general para casos de 

terrorismo, del carácter privado del proceso, violó el artículo 8.5. 

196. En principio se entendería que la declaración de una persona, rendida en forma de manifestación 

policial o instructiva, podría ser apreciada o utilizada como prueba por el juzgador si su contenido es 

ratificado por esa persona durante el juicio oral. De lo contrario, la falta de control de la defensa del 

imputado sobre la prueba inicial u originalmente producida no es subsanada por la mera evacuación de 

esa prueba testimonial en un nuevo proceso, atentando así contra su derecho de defensa. Ello es, no 

                                                           
5050 Cfr. Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de noviembre 
de 2010. Serie C No. 218, párr. 240, y Caso Quispialaya Vilcapoma Vs. Perú. supra, párr. 163.   
51 Cfr. Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 8 de julio de 2004. Serie 
C No. 110., párr. 108; y Caso Juan Humberto Sánchez, supra, párr. 96.   
52 Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México., supra párr. 165 y Caso García Cruz y Sanchez Silvestre Vs. México. 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de noviembre de 2013. Serie C. No. 2273, párr. 58   
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obstante, diferente e independiente de la valoración que corresponda al juzgador respecto de la 

credibilidad o valor sustantivo de tal declaración o testimonio.  

205. Testigos con identidad reservada: debe analizarse si la afectación al derecho de defensa del 

imputado, derivada de la utilización de la medida de reserva de identidad de testigos, estuvo 

suficientemente contrarrestada por medidas de contrapeso, tales como las siguientes: a) la autoridad 

judicial debe conocer la identidad del testigo y tener la posibilidad de observar su comportamiento 

durante el interrogatorio con el objeto de que pueda formar su propia impresión sobre la confiabilidad 

del testigo y de su declaración, y b) debe concederse a la defensa una amplia oportunidad de interrogar 

directamente al testigo en alguna de las etapas del proceso, sobre cuestiones que no estén relacionadas 

con su identidad o paradero actual, con el objeto de que pueda apreciar el comportamiento del testigo 

bajo interrogatorio, de modo que pueda plantear dudas sobre la credibilidad o confiabilidad de su 

declaración. Incluso cuando se hayan adoptado medidas de contrapeso que parecen suficientes, la 

condena no puede estar fundada únicamente o en grado decisivo en declaraciones realizadas por testigos 

de identidad reservada, lo cual dependerá de la existencia de otro tipo de pruebas que corrobore aquellas 

de tal forma que, a mayor prueba corroborativa, menor será el grado decisivo que el fallador otorga al 

testimonio de identidad reservada53.  

215. La Corte estableció que la existencia de un conflicto armado no exonera al Estado del cumplimiento 

de sus obligaciones convencionales y que en circunstancias de grave criminalidad e incluso en estados 

de emergencia o en los llamados de excepción, los Estados tienen la obligación de asegurar que el 

principio de legalidad y las garantías judiciales indispensables se mantengan vigentes en toda 

circunstancia54. 

219. Principio de legalidad y no retroactividad: la elaboración correcta de los tipos penales deberá cuidar 

siempre definiciones claras de las conductas incriminadas, que fijen sus elementos objetivos y subjetivos 

de modo que permita deslindarlas de comportamientos no punibles o de otras conductas ilícitas 

sancionables con medidas no penales. Es necesario que el ámbito de aplicación de cada uno de los tipos 

esté delimitado de la manera más clara y nítida que sea posible, en forma expresa, precisa, taxativa y 

previa55. La calificación de un hecho como ilícito y la fijación de sus efectos jurídicos deben ser 

preexistentes a la conducta del sujeto al que se considera infractor pues, de no ser así, las personas no 

podrían orientar su comportamiento conforme a un orden jurídico vigente y cierto, en el que se expresan 

el reproche social y las consecuencias de éste56.  

248. El artículo 9 de la Convención Americana establece que “nadie puede ser condenado por acciones u 

omisiones”, es decir que sólo puede ser condenado por “actos”. El derecho penal de “acto” es una 

elemental garantía de todo derecho penal conforme a los derechos humanos.  

e) Violación de la integridad física y moral de los familiares 

261. En casos que suponen una violación grave de los derechos humanos, tales como masacres, 

desapariciones forzadas de personas, ejecuciones extrajudiciales o tortura, la Corte ha considerado que 

                                                           
53 Cfr. Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile, supra, párrs. 
242, 243, 246 y 247.   
54 Zambrano Vélez y otros Vs. Ecuador, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 4 de julio de 2007. Serie C No. 166., párr. 
54. 
55 Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 121; Caso Fermín Ramírez Vs. 
Guatemala. supra, párr. 90; y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) 
Vs. Chile, supra, párr. 162   
56 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá. supra, párr. 106, y Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista 
del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. supra, párr. 161.   
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la Comisión o los representantes no necesitan probar la vulneración a la integridad psíquica o moral de 

los familiares de las víctimas de estos hechos, ya que opera una presunción iuris tantum. Esta presunción 

iuris tantum a favor de los “familiares directos” no excluye a otras personas no incluidas en esta categoría 

que puedan demostrar la existencia de un vínculo particularmente estrecho entre ellas y las víctimas del 

caso, que permita a la Corte analizar la violación de ese derecho. En los demás supuestos, la vulneración 

de la integridad personal de los familiares, aún en relación con el dolor y sufrimiento ocurridos, debe ser 

comprobada57.  

Reparaciones: La Corte estableció que su Sentencia constituye per se una forma de reparación y, 

adicionalmente, ordenó al Estado: i) continuar y concluir, con la debida diligencia y en un plazo 

razonable, la investigación actualmente en curso por los hechos de tortura y otros tratos crueles, 

inhumanos o degradantes sufridos por el señor Pollo Rivera y, de ser procedente, procesar y, en su caso, 

sancionar a los responsables; ii) publicar la Sentencia de la Corte Interamericana y su resumen; y iii) 

pagar las cantidades fijadas en la Sentencia por concepto de daños materiales e inmateriales y por 

reintegro de costas y gastos. 

 

Caso Zegarra Marín vs. Perú (2017)   

Palabras clave: garantías judiciales, debido proceso, presunción de inocencia, carga de la prueba, deber 

de motivar las resoluciones judiciales, derecho al recurso, protección judicial.  

Hechos: Agustín Bladimiro Zegarra Marín desempeñó el cargo de Subdirector de Pasaportes de la 

Dirección de Migraciones y Naturalización peruano del 10 de marzo al 28 de septiembre de 1994. Entre 

los meses de agosto y octubre de ese mismo año se dio a conocer, por medios de prensa, la existencia de 

pasaportes presuntamente tramitados de manera irregular, entre ellos, el del señor Manrique Carreño, 

quien tenía una orden de captura. Según los medios de comunicación, su pasaporte habría sido expedido 

con la firma del señor Zegarra Marín. El peticionario fue condenado en primera instancia por los delitos 

de encubrimiento personal, falsificación de documentos y corrupción de funcionarios a una pena de 

prisión en suspenso. Para adoptar esa decisión, se tomaron en cuenta, únicamente, las declaraciones de 

sus coimputados. El peticionario interpuso un recurso de nulidad. La Primera Sala Penal Transitoria de 

la Corte Suprema de Justicia confirmó la sentencia de primera instancia, le impuso una multa y fijó en 

tres años el plazo de prueba de la pena suspendida. Finalmente, el peticionario interpuso un recurso de 

revisión ante el Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la República que fue declarado 

improcedente. 

Instrumentos citados: Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Puntos resolutivos: La Corte declaró al Estado responsable por la violación del derecho a las garantías 

judiciales, en particular del principio de presunción de inocencia en relación con el deber de motivar las 

resoluciones judiciales y el derecho a obtener un fallo razonado, establecidos en los artículos 8.1 y 8.2 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en relación con el artículo 65 1.1 de la misma y por 

la violación del derecho a las garantías judiciales, en particular del derecho a recurrir el fallo ante juez o 

tribunal superior, dispuesto en el artículo 8.2 (h) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 

así como del artículo 25.1 de la misma por la falta de protección judicial. Por otra parte, no lo consideró 

                                                           
57 Cfr. Caso Tarazona Arrieta y otros Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 15 de octubre 
de 2014. Serie C No. 286, párr. 146; y Caso Ruano Torres y otros Vs. El Salvador. supra, párr. 177   
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responsable por la violación del derecho a la protección judicial, establecido en el artículo 25.1 de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, respecto del recurso de revisión. 

Análisis de fondo: 

a) Principio de presunción de inocencia  

121. El artículo 8.2 de la Convención dispone que “toda persona inculpada de delito tiene derecho a que 

se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad”. Por ello, la Corte ha 

señalado que el principio de presunción de inocencia constituye un fundamento de las garantías 

judiciales58. La presunción de inocencia implica que el imputado goza de un estado jurídico de inocencia 

o no culpabilidad mientras se resuelve acerca de su responsabilidad penal, de modo tal que debe recibir 

del Estado un trato acorde con su condición de persona no condenada59.  

122. En relación con lo anterior, el principio de presunción de inocencia requiere que nadie sea condenado 

salvo la existencia de prueba plena o más allá de toda duda razonable de su culpabilidad60, tras un 

proceso sustanciado de acuerdo a las debidas garantías61. Por lo que sí “obra contra ella prueba 

incompleta o insuficiente, no es procedente condenarla, sino absolverla”62. Debe recordarse que “la falta 

de prueba plena de la responsabilidad en una sentencia condenatoria constituye una violación al 

principio de presunción de inocencia”63. En este sentido, cualquier duda debe ser usada en beneficio del 

acusado64.  

 124. En este sentido, la Corte estima que la presunción de inocencia exige que el acusador deba demostrar 

que el ilícito penal es atribuible a la persona imputada, es decir, que ha participado culpablemente en su 

comisión y que las autoridades judiciales deban fallar [con un criterio más allá de toda duda razonable 

para declarar la responsabilidad penal individual del imputado, incluyendo determinados aspectos 

fácticos relativos a la culpabilidad del imputado65. 

125. Por ende, la Corte resalta que el principio de presunción de inocencia es un eje rector en el juicio y 

un estándar fundamental en la apreciación probatoria que establece límites a la subjetividad y 

discrecionalidad de la actividad judicial. Así, en un sistema democrático la apreciación de la prueba debe 

ser racional, objetiva e imparcial para desvirtuar la presunción de inocencia y generar certeza de la 

responsabilidad penal. 

b) Valor probatorio de las declaraciones de coimputados  

127. La Corte ha sostenido que “más allá de la compatibilidad de instituciones que buscan la colaboración 

de ciertos implicados con la parte acusadora a cambio de determinadas contraprestaciones […] con la 

Convención Americana, […], lo cierto es que es posible afirmar la limitada eficacia probatoria que debe 

asignarse a la declaración de un coimputado, más allá de su contenido específico, cuando es la única 

                                                           
58 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35., párr. 77, y Caso 
Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de mayo de 2016. 
Serie C No. 311., párr. 233. 
59 Cfr. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C 
No. 275., párr. 157, y Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 126. 
60 Cfr. Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo. Sentencia de 18 de agosto de 2000. Serie C No. 69., párr. 120, y Caso Ruano 
Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 127. 
61 Cfr. Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 126, y Caso Maldonado Ordóñez Vs. Guatemala, supra, párr. 85. 
62 Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo, supra, párr. 120, y Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 127. 
63 Caso Cantoral Benavides Vs. Perú. Fondo, supra, párr. 121, y Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 127. 
64 Cfr. Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 127, y Cfr. TEDH, Caso de Barberá, Messengué y Jabardo Vs. España, 
Aplicación No. 10590/83. Sentencia de 6 diciembre de 1988, párr. 77. 
65 Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 128. 
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prueba en la que se fundamenta una decisión de condena, pues objetivamente no sería suficiente por sí 

sola para desvirtuar la presunción de inocencia”66. 

130. En este sentido, la Corte resalta que las declaraciones de los co-acusados revisten valor indiciario y, 

por consiguiente, forman parte de la prueba indirecta o indiciaria, debiendo valorar sus contenidos 

conforme a los principios de la sana crítica; es decir, que sean varios los indicios y, entre ellos, sean serios 

y precisos, así como concordantes. El coimputado no tiene el deber de prestar declaraciones, dado que 

realiza un acto sustancial de defensa, a diferencia del testigo, que incurre en una conducta delictiva no 

sólo cuando falta a la verdad, sino incluso cuando la omite o es remiso. 

c) La carga probatoria y la inversión de la misma  

138. Al respecto, el Tribunal reitera que “la demostración fehaciente de la culpabilidad constituye un 

requisito indispensable para la sanción penal, de modo que la carga de la prueba recae en la parte 

acusadora y no en el acusado”67. En este sentido, “el acusado no debe demostrar que no ha cometido el 

delito que se le atribuye, ya que el onus probandi corresponde a quien acusa” y cualquier duda debe ser 

usada en beneficio del acusado68. En consecuencia, al presumir la culpabilidad del inculpado, 

requiriendo que sea este quien demuestre su inculpabilidad, se vulnera el derecho a la presunción de 

inocencia69. 

140. La Corte destaca que la carga de la prueba se sustenta en el órgano del Estado, quien tiene el deber 

de probar la hipótesis de la acusación y la responsabilidad penal, por lo que no existe la obligación del 

acusado de acreditar su inocencia ni de aportar pruebas de descargo. Es decir, la posibilidad de aportar 

contraprueba es un derecho de la defensa para invalidar la hipótesis acusatoria, contradiciéndola 

mediante contrapruebas o pruebas de descargo compatibles con hipótesis alternativas (contra-hipótesis), 

que a su vez la acusación tiene la carga de invalidar. 

d) Deber de motivar 

146. Este Tribunal ha sostenido que “el deber de motivación es una de las ‘debidas garantías’ incluidas 

en el artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso”70  “[…] Es una garantía vinculada 

con la correcta administración de justicia […] que protege el derecho […] a ser juzgados por las razones 

que el Derecho suministra, y otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en el marco de una sociedad 

democrática”71. “Las decisiones que adopten los órganos internos que puedan afectar derechos humanos 

deben estar debidamente fundamentadas, pues de lo contrario serían decisiones arbitrarias”72.  

147. La Corte subraya la relevancia de la motivación, a fin de garantizar el principio de presunción de 

inocencia, principalmente en una sentencia condenatoria, la cual debe expresar la suficiencia de prueba 

de cargo para confirmar la hipótesis acusatoria; la observancia de las reglas de la sana crítica en la 

apreciación de la prueba, incluidas aquellas que pudieran generar duda de la responsabilidad penal; y el 

                                                           
66 Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 133. 
67 Cfr. Caso Cabrera García y Montiel Flores Vs. México, supra, párr. 182, y Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr.127. 
68 Cfr. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, 
párr. 154; y Caso Ruano Torres Vs. El Salvador, supra, párr. 127 
69 Cfr. Caso García Asto y Ramírez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No. 137, párr. 160. 
70 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 78, y Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2016. Serie C No. 315., párr.182. 
71 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, párr. 77 y Caso Flor 
Freire Vs. Ecuador, supra, párr.182. Ver también, TEDH, Caso de García Ruiz Vs España [GC], Aplicación No. 30544/96, 
Sentencia de 21 de enero de 1999, párr.26 
72 Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005. 
Serie C No. 127, párrs. 152 y 153, y Caso Flor Freire Vs. Ecuador, supra, párr.182. 
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juicio final que deriva de esta valoración. En su caso, debe reflejar las razones por las que fue posible 

obtener convicción sobre la imputación y la responsabilidad penal, así como la apreciación de las pruebas 

para desvirtuar cualquier hipótesis de inocencia, y solo así poder confirmar o refutar la hipótesis 

acusatoria. Lo anterior, permitiría desvirtuar la presunción de inocencia y determinar la responsabilidad 

penal más allá de toda duda razonable. Ante la duda, la presunción de inocencia y el principio in dubio 

pro reo, operan como criterio decisorio al momento de emitir el fallo73.  

148. Asimismo, la Corte ha resaltado la necesidad de que “el fallo de condena proporcione una 

fundamentación clara, completa y lógica en la cual, además de realizar una descripción del contenido de 

los medios de prueba, exponga su apreciación de los mismos y se indiquen las razones por las cuales los 

mismos le resultaron, o no, confiables e idóneos para acreditar los elementos de la responsabilidad penal 

y, por lo tanto, desvirtuar la presunción de inocencia”74. 

153. Al respecto, este Tribunal ya ha señalado que el deber de motivar abarca “establecer las razones por 

las cuales un hecho se subsume o no en una norma penal, y en su caso, analizar las responsabilidades 

correspondientes”75, lo cual también garantiza la tutela judicial efectiva76. 

178. No obstante, esta Corte ha señalado que el deber de motivar no exige una respuesta detallada a todo 

argumento de las partes, sino que puede variar según la naturaleza de la decisión, debe determinarse a 

la luz de las circunstancias del caso, por lo que corresponde analizar en cada caso si dicha garantía ha 

sido satisfecha77. 

e) Derecho a recurrir 

170. La Corte se ha referido en su jurisprudencia constante sobre el alcance y contenido del artículo 8.2 

(h) de la Convención, así como a los estándares que deben ser observados para asegurar la garantía del 

derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior78. En este sentido, el Tribunal ha entendido que 

dicho derecho consiste en una garantía mínima y primordial que “se debe respetar en el marco del debido 

proceso legal, en aras de permitir que una sentencia adversa pueda ser revisada por un juez o tribunal 

distinto y de superior jerarquía […]”79. Teniendo en cuenta que las garantías judiciales buscan que quien 

esté incurso en un proceso no sea sometido a decisiones arbitrarias, la Corte interpreta que el derecho a 

recurrir el fallo no podría ser efectivo si no se garantiza respecto de todo aquél que es condenado80, ya 

que la condena es la manifestación del ejercicio del poder punitivo del Estado81.  

                                                           
73 El Tribunal Constitucional peruano ha señalado que “tanto la presunción de inocencia como el indubio pro reo inciden 
sobre la valoración probatoria del juez ordinario. En el primer caso, que es algo objetivo, supone que a falta de pruebas 
aquella no ha quedado desvirtuada, manteniéndose incólume, y en el segundo caso, que es algo subjetivo, supone que ha 
habido prueba, pero esta no ha sido suficiente para despejar la duda (la suficiencia no se refiere a la cantidad de pruebas 
incriminatorias, sino a la entidad y cualidad que deben reunir estas). La sentencia, en ambos casos, será absolutoria”. 
Sentencia del Tribunal Constitucional del Perú de 13 de octubre de 2008, expediente No. 00728-2008-PHC/TC, párr.37. 
74 Caso Norín Catrimán y otros (Dirigentes, miembros y activista del Pueblo Indígena Mapuche) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 29 de mayo de 2014. Serie C No. 279., párr. 288. 
75 Caso Tristán Donoso Vs. Panamá. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de enero de 2009. 
Serie C No. 193., párr. 157. 
76 TEDH, Caso Ruiz Torija Vs España, Aplicación No. 18390/91. Sentencia de 9 de diciembre de 1994, párr. 29, Caso Suominen 
Vs Finlandia, Aplicación No. 37801/97. Sentencia de 1 julio de 2003, párr. 34, y Caso Tatishvili vs Russia, Aplicación No. 
1509/02. Sentencia de 22 de febrero de 2007, párr. 58. 
77 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 90; Cfr. Caso Flor Freire Vs. Ecuador, 
supra, párr. 186. 
78Cfr. Caso Castillo Petruzzi y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de mayo de 1999. Serie C No. 52., 
párr. 161; Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 2 de julio 
de 2004. 
79 Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra, párr. 158, y Caso Norín Catrimán y otros, supra, párr. 269. 
80 Cfr. Caso Mohamed, supra, párrs. 92 y 93 y Caso Norín Catrimán y otros, supra, párr. 270. 
81 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros, supra, párr. 107, y Caso Norín Catrimán y otros, supra, párr. 270. 
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172. Además, el Tribunal ha sostenido que el artículo 8.2 (h) de la Convención se refiere a un recurso 

ordinario accesible y eficaz, es decir que no debe requerir mayores complejidades que tornen ilusorio 

este derecho. En ese sentido, las formalidades requeridas para que el recurso sea admitido deben ser 

mínimas y no deben constituir un obstáculo para que el recurso cumpla con su fin de examinar y resolver 

los agravios sustentados por el recurrente, es decir que debe procurar resultados o respuestas al fin para 

el cual fue concebido. “Debe entenderse que, independientemente del régimen o sistema recursivo que 

adopten los Estados Partes y de la denominación que den al medio de impugnación de la sentencia 

condenatoria, para que éste sea eficaz debe constituir un medio adecuado para procurar la corrección de 

una condena errónea […]. Consecuentemente, las causales de procedencia del recurso deben posibilitar 

un control amplio de los aspectos impugnados de la sentencia condenatoria”82.  

f) Idoneidad del recurso  

187. La Corte ha establecido que los recursos existentes deben ser adecuados, lo cual significa que “la 

función de esos recursos, dentro del sistema del derecho interno, sea idónea para proteger la situación 

jurídica infringida. En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos, pero no todos son 

aplicables en todas las circunstancias […]”83. 

Reparaciones: La Corte determinó que la sentencia es por sí misma una forma de reparación y ordenó 

su publicación en tres de los diarios de mayor circulación del país y en el Diario Oficial, que el Estado 

debe dejar sin efectos la sentencia condenatoria y eliminar los antecedes penales de la víctima, pagar una 

indemnización a las víctimas por concepto de compensación por daño inmaterial y por el reintegro de 

costas y gastos, y reintegrar al Fondo de Asistencia Legal de Víctimas y rendir un informe a la Corte 

sobre las medidas adoptadas.  

 

 

Caso V.R.P., V.P.C. y otros vs. Nicaragua (2018) 

Palabras clave: derecho a la integridad personal, derecho a la dignidad, vida privada y autonomía, 

derecho a la igualdad y no discriminación y a la protección especial como niña, deber de investigar con 

la debida diligencia, plazo razonable, perspectiva de género, debido proceso, juicio por jurado, 

imparcialidad, revictimización, violencia institucional, derecho de circulación y de residencia. 

Hechos: El 16 de octubre de 2001 la señora V.P.C. llevó a su hija, de nueve años de edad, a una consulta 

médica privada. El médico que la atendió, luego de examinar a V.R.P. y tomar la biopsia respectiva bajo 

anestesia, encontró que la niña presentaba ruptura del himen y condilomas en la región perianal, 

indicativo de enfermedad venérea y en atención al cuadro clínico que presentaba, decidió derivarla a un 

médico gineco-obstetra para una valoración más especializada, quien confirmó el diagnóstico. Ambos 

médicos concluyeron y declararon en el proceso a nivel interno que, conforme a los hallazgos médicos, 

V.R.P. era víctima de abuso sexual y había sufrido penetración anal. En virtud de estos hallazgos y del 

relato efectuado por la niña en cuanto a que su padre sería el autor de los hechos ocurridos entre 

septiembre y octubre del año anterior, el 20 de noviembre de 2001 la señora V.P.C. lo denunció ante el 

Juzgado de Distrito del Crimen de Jinotega por el delito de violación sexual en contra de su hija. El 12 de 

                                                           
82 Cfr. Caso Herrera Ulloa, supra, párrs. 161, 164 y 165, y Caso Norín Catrimán y otros, supra, párr. 298. 
83 Caso Velásquez Rodríguez, Excepciones Preliminares. supra, párr. 64, y Caso Brewer Carías Vs. Venezuela. Excepciones 
Preliminares. Sentencia de 26 de mayo de 2014. Serie C. No. 278, párr. 86. 
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abril de 2002 quedó constituido el Tribunal de Jurados. Al finalizar la audiencia de vista pública, y antes 

de que el jurado se reuniera a deliberar en sesión secreta, uno de los abogados de la defensa entregó a la 

presidenta del jurado un paquete en una bolsa gris, así como dos hojas de papel rosado, que el imputado 

solicitó que leyeran en la sesión privada. El 13 de abril de 2002 el Tribunal de Jurados emitió su veredicto, 

de acuerdo a su íntima convicción, declarando al procesado inocente del delito de violación en perjuicio 

de V.R.P. Ante la decisión del Tribunal de Jurados, la acusación privada interpuso incidente de nulidad, 

por el supuesto cohecho de los miembros del jurado. El 13 de mayo de 2002 el Juzgado de Distrito de lo 

Penal de Jinotega declaró la nulidad del veredicto. La decisión fue recurrida en apelación por la defensa 

el 14 de mayo de 2002. Contra el auto admitiendo la apelación, el abogado de la acusación presentó 

recurso de reposición, el cual fue declarado no ha lugar el 15 de mayo de 2002 y la causa remitida al 

Tribunal de Apelaciones. El 13 de enero de 2003 la Sala Penal del Tribunal de Apelaciones de la 

Circunscripción Norte de Matagalpa declaró la nulidad sustancial y absoluta del proceso a partir, 

inclusive, del auto dictado el 13 de mayo de 2002. El 9 de agosto de 2005 el Juez de Distrito para lo Penal 

de Juicio de Jinotega dictó una nueva sentencia en la que declaró no ha lugar al incidente de nulidad 

sustancial del Veredicto N° 33 del Tribunal de Jurados y, en consecuencia, que el mismo era firme y con 

todos sus efectos jurídicos en cuanto declaró la inocencia del imputado. Durante el transcurso del 

proceso, la señora V.P.C. realizó otras gestiones con el objetivo de denunciar presuntas irregularidades 

en la investigación y en el proceso, entre ellas, presentó quejas contra el médico forense y la fiscal auxiliar 

departamental, así como contra la jueza a cargo del proceso y la jueza de derecho que fungió como 

presidenta del Tribunal de Jurados. A raíz de las quejas presentadas por V.P.C., la fiscal auxiliar 

departamental, el médico forense, una integrante del Tribunal de Jurados y la jueza de derecho y 

presidenta del Tribunal de Jurados, presentaron acciones contra V.P.C. y sus familiares por los delitos de 

injurias y calumnias. Los abogados que apoyaron legalmente dichas acciones se encontraban 

relacionados con el imputado. El 6 de diciembre de 2002 la señora V.P.C. salió de Nicaragua junto con 

sus dos hijas, e ingresó a los Estados Unidos donde se les concedió el asilo.  

Instrumentos citados:  Convención Americana sobre Derechos Humanos, Convención Interamericana 

para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer o Convención de Belém do Pará, 

Convención sobre los Derechos del Niño. 

Puntos resolutivos: La Corte declaro al Estado responsable por: 1) la violación de los derechos a la 

integridad personal, a las garantías judiciales, a la vida privada y familiar, y a la protección judicial, tanto 

por acción como por omisión, en los términos de los artículos 5.1, 8.1, 11.2 y 25.1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, así como por el incumplimiento de las obligaciones derivadas del 

artículo 7.b) de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de V.R.P. y V.P.C.; 2) la violación de las 

garantías de debido proceso referidas a la imparcialidad objetiva y a la interdicción de la arbitrariedad, 

reconocidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, y el artículo 7.b) 

de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de V.R.P. y V.P.C.; 3) El Estado es responsable por la 

violación de la garantía de plazo razonable del proceso, reconocida en el artículo 8.1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos, y el artículo 7.b) de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio 

de V.R.P. y V.P.C.; 4) el incumplimiento de su obligación de garantizar, sin discriminación por motivos 

de sexo y género, así como por la condición de persona en desarrollo de la víctima, el derecho de acceso 

a la justicia en los términos de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, y el artículo 7.b) de la Convención de Belém do Pará, en perjuicio de V.R.P.; 5) la violación de 
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la prohibición de tratos crueles, inhumanos y degradantes, establecida en el artículo 5.2 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; 6) la violación de los derechos de residencia y a la protección de la 

familia, reconocidos en los artículos 22.1 y 17.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 

7) la violación del derecho a la integridad personal reconocido en el artículo 5.1 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos. 

Por otra parte, entendió que el Estado no incurrió en responsabilidad por la vulneración del principio de 

no discriminación por motivo de religión, protegido en el artículo 1.1 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos. 

Análisis de fondo: 

a) Debida diligencia reforzada y protección especial en investigaciones y procesos penales por 

violencia sexual en perjuicio de niñas, niños o adolescentes y deber de no revictimización 

151. La Corte ha señalado, en su jurisprudencia reiterada, que el deber de investigar es una obligación de 

medio y no de resultado, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio y no como 

una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera gestión de intereses 

particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares o de la aportación 

privada de elementos probatorios. La obligación referida se mantiene “cualquiera sea el agente al cual 

pueda eventualmente atribuirse la violación, aun los particulares, pues, si sus actos no son investigados 

con seriedad, resultarían, en cierto modo, auxiliados por el poder público, lo que comprometería la 

responsabilidad internacional del Estado”84. Asimismo, la debida diligencia exige que el órgano que 

investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar el resultado 

que se persigue. De otro modo, la investigación no es efectiva en los términos de la Convención.85  

154. Para casos de violencia y violación sexual en contra de mujeres adultas, la Corte ha establecido una 

serie de criterios que los Estados deben seguir para que las investigaciones y procesos penales incoados 

sean sustanciados con la debida diligencia86. En el presente caso, la Corte tiene la oportunidad de referirse 

a la obligación que tiene un Estado cuando las investigaciones y proceso penal se dan en el marco de un 

caso de violación sexual cometida en contra de una niña. Por ende, la Corte adoptará un enfoque 

interseccional que tenga en cuenta la condición de género y edad de la niña. 

                                                           
84 Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, supra, párr. 177, y Caso Velásquez Paiz y otros Vs. Guatemala. Excepciones 
Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de noviembre de 2015. Serie C No. 307, párr. 143. 
85 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. 
Serie C No. 120, párr. 83, y Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras, párr. 75. 
86 Entre otros, en una investigación penal por violencia sexual es necesario que: i) la declaración de la víctima se realice en 
un ambiente cómodo y seguro, que le brinde privacidad y confianza; ii) la declaración de la víctima se registre de forma tal 
que se evite o limite la necesidad de su repetición; iii) se brinde atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto 
de emergencia como de forma continuada si así se requiere, mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir 
las consecuencias de la violación; iv) se realice inmediatamente un examen médico y psicológico completo y detallado por 
personal idóneo y capacitado, en lo posible del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien 
de su confianza si así lo desea; v) se documenten y coordinen los actos investigativos y se maneje diligentemente la prueba, 
tomando muestras suficientes, realizando estudios para determinar la posible autoría del hecho, asegurando otras pruebas 
como la ropa de la víctima, investigando de forma inmediata el lugar de los hechos y garantizando la correcta cadena de 
custodia; vi) se brinde acceso a asistencia jurídica gratuita a la víctima durante todas las etapas del proceso, y vii) se brinde 
atención médica, sanitaria y psicológica a la víctima, tanto de emergencia como de forma continuada si así se requiere, 
mediante un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las consecuencias de la violación. Asimismo, en casos de 
supuestos actos de violencia contra la mujer, la investigación penal debe incluir una perspectiva de género y realizarse por 
funcionarios capacitados en casos similares y en atención a víctimas de discriminación y violencia por razón de género. Cfr. 
Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, supra, párr. 455; Caso Fernández Ortega y otros Vs. México, 
supra, párrs. 194, 251 y 252; Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 20 de noviembre de 2014. Serie C No. 289, párrs. 242 y 252, y Caso Favela Nova Brasilia Vs. Brasil, párr. 254. 
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155.(...)Asimismo, la Corte dará aplicación concreta a los cuatro principios rectores de la Convención 

sobre los Derechos del Niño, esto es el principio de no discriminación87, el principio del interés superior 

de la niña88 , el principio de respeto al derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo89, y el principio 

de respeto a la opinión de la niña en todo procedimiento que la afecte, de modo que se garantice su 

participación90, en lo que resulte pertinente para identificar las medidas especiales que son requeridas 

para dotar de efectividad a los derechos de niñas, niños y adolescentes cuando son víctimas de delitos 

de violencia sexual.  

156. Las medidas especiales de protección que el Estado debe adoptar se basan en el hecho de que las 

niñas, niños y adolescentes se consideran más vulnerables a violaciones de derechos humanos, lo que 

además estará determinado por distintos factores, como la edad, las condiciones particulares de cada 

uno, su grado de desarrollo y madurez91, entre otros92. En el caso de las niñas, dicha vulnerabilidad a 

violaciones de derechos humanos puede verse enmarcada y potenciada, debido a factores de 

discriminación histórica93 que han contribuido a que las mujeres y niñas sufran mayores índices de 

                                                           
87 El artículo 2 de la Convención sobre los Derechos del Niño prevé la obligación de los Estados de respetar los derechos 
enunciados en dicho instrumento y de asegurar su aplicación a cada niña y niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 
lo cual “exige que los Estados identifiquen activamente a los niños y grupos de niños cuando el reconocimiento y la efectividad 
de sus derechos pueda exigir la adopción de medidas especiales”. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 
5: Medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4, 42 y párrafo 6 del artículo 44), 
UN Doc. CRC/GC/2003/5, 27 de noviembre de 2003, párr. 12, y Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: 
Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia, UN Doc. CRC/C/GC/13, 18 de abril de 2011, párr. 60. 
88 El párrafo 1 del artículo 3 de la Convención sobre los Derechos del Niño obliga a que el interés superior de la niña o del niño 
sea una consideración primordial en todas las medidas que les conciernen. Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación 
General Nº 5: Medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4, 42 y párrafo 6 del 
artículo 44), supra, párr. 12; Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto 
de ninguna forma de violencia, supra, párr. 61, y Comité de los Derechos del Niño, Observación general Nº 14 sobre el derecho 
del niño a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1), UN Doc. CRC/C/CG/14, 29 de mayo 
de 2013. 
89 El artículo 6 de la Convención sobre los Derechos del Niño reconoce el derecho intrínseco de la niña y del niño a la vida y la 
obligación de los Estados Partes de garantizar en la máxima medida posible su supervivencia y desarrollo en su sentido más 
amplio, como concepto holístico que abarca el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social de la niña y del 
niño. Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 5: Medidas generales de aplicación de la Convención 
sobre los Derechos del Niño (artículos 4, 42 y párrafo 6 del artículo 44), supra, párr. 12, y Comité de los Derechos del Niño, 
Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia, párr. 62. 
90 El artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño establece el derecho del niño a expresar su opinión libremente 
en “todos los asuntos que afectan al niño” y a que se tengan debidamente en cuenta esas opiniones, teniendo en cuenta su 
edad y grado de madurez. Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 5: Medidas generales de aplicación 
de la Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4, 42 y párrafo 6 del artículo 44), supra, párr. 12; Comité de los 
Derechos del Niño, Observación General Nº 12: El derecho del niño a ser escuchado, UN Doc. CRC/C/GC/12, 20 de julio de 
2009, y Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia, párr. 63. 
91 El Comité de los Derechos del Niño ha señalado que “[a] nivel universal, se consideran vulnerables todos los niños hasta los 
18 años de edad, porque no ha concluido aún su crecimiento y desarrollo neurológico, psicológico, social y físico. Los lactantes 
y los niños pequeños son los más vulnerables debido a la inmadurez de su cerebro, todavía en desarrollo, y a su completa 
dependencia de los adultos. Aunque corren peligro los niños de ambos sexos, la violencia suele tener un componente de 
género”. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma 
de violencia, párr. 72.f). 
92 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 61, y Derechos y garantías 
de niñas y niños en el contexto de la migración y/o en necesidad de protección internacional. Opinión Consultiva OC-21/14, 
párr. 71. 
93 Al respecto, la Declaración sobre la eliminación de la violencia contra la mujer, adoptada por la Asamblea General de la 
Organización de Naciones Unidas en su resolución 48/104 del 20 de diciembre de 1993, sostiene en su Preámbulo que “la 
violencia contra la mujer constituye una manifestación de relaciones de poder históricamente desiguales entre el hombre y 
la mujer, que han conducido a la dominación de la mujer y a la discriminación en su contra por parte del hombre e impedido 
el adelanto pleno de la mujer, y que la violencia contra la mujer es uno de los mecanismos sociales fundamentales por los 
que se fuerza a la mujer a una situación de subordinación respecto del hombre”. Asimismo, la Relatora Especial de Naciones 
Unidas sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias señaló los factores de discriminación histórica que 
afirman la situación de mayor vulnerabilidad de las mujeres frente a hechos de violencia, al indicar que “[l]a Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia 
contra la Mujer proporcionan un marco internacional integral en el que la violencia de género contra la mujer es la 
manifestación de las relaciones de poder históricamente desiguales entre hombres y mujeres. […] La persistencia de la 
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violencia sexual, especialmente en la esfera familiar94. En lo que se refiere a la respuesta institucional con 

miras a garantizar el acceso a la justicia para víctimas de violencia sexual, este Tribunal nota que las 

niñas, niños y adolescentes pueden enfrentarse a diversos obstáculos y barreras de índole jurídico y 

económico que menoscaban el principio de su autonomía progresiva, como sujetos de derechos, o que 

no garantizan una asistencia técnica jurídica que permita hacer valer sus derechos e intereses en los 

procesos que los conciernen. Estos obstáculos no solo contribuyen a la denegación de justicia, sino que 

resultan discriminatorios, puesto que no permiten que se ejerza el derecho de acceso a la justicia en 

condiciones de igualdad. De lo anterior se colige que el deber de garantía adquiere especial intensidad 

cuando las niñas son víctimas de un delito de violencia sexual y participan en las investigaciones y 

procesos penales, como en el presente caso. 

Los componentes esenciales del deber de debida diligencia reforzada y protección especial  

161. La Corte considera que una interpretación armónica e integral del derecho a ser oído de niñas, niños 

y adolescentes, junto con el principio de autonomía progresiva, conlleva a garantizar la asistencia jurídica 

de las niñas, niños y adolescentes víctimas en los procesos penales. En este sentido, el acceso a la justicia 

no solo implica habilitar los mecanismos necesarios para que las niñas, niños y adolescentes puedan 

denunciar, sino que incluye la posibilidad de que participen activamente en los procesos judiciales, con 

voz propia y asistencia letrada, en defensa de sus derechos, según la edad y grado de madurez95. Para 

sortear los obstáculos en el acceso a la justicia (supra párr. 156), la asistencia letrada de un abogado 

especializado en niñez y adolescencia, con facultades de constituirse en calidad de parte procesal, 

oponerse a medidas judiciales, interponer recursos y realizar todo otro acto procesal tendiente a defender 

sus derechos en el proceso, debe ser gratuita y proporcionada por el Estado, independientemente de los 

recursos económicos de sus progenitores y de las opiniones de éstos últimos96.  

                                                           
violencia de género sistémica contra la mujer, incluso en Estados que han proclamado la tolerancia cero respecto de la 
violencia contra la mujer, indica que la violencia de género está profundamente arraigada en nuestras sociedades, que siguen 
siendo predominantemente patriarcales, y se acepta porque ‘simplemente, las cosas son así’”. Informe de la Relatora Especial 
sobre la violencia contra la mujer, sus causas y consecuencias, 13 de junio de 2017, UN Doc. A/HRC/35/30, párrs. 21 y 100. 
En igual sentido, se ha manifestado el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la mujer, al sostener que: “la 
violencia por razón de género contra la mujer es uno de los medios sociales, políticos y económicos fundamentales a través 
de los cuales se perpetúa la posición subordinada de la mujer con respecto al hombre y sus papeles estereotipados”. Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la mujer, Recomendación General N° 35: sobre la violencia por razón de género 
contra la mujer, por la que se actualiza la Recomendación General N° 19, 26 de julio 2017, UN Doc. CEDAW/C/GC/35, párr. 
10. 
94 El Comité de los Derechos del Niño ha indicado que el componente de género implícito en todas las formas de violencia 
determina que “las niñas pueden sufrir más violencia sexual en el hogar que los niños”. Comité de los Derechos del Niño, 
Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de violencia, párr. 19. (…)  
95 En este sentido, véase: Consejo de Derechos Humanos, UN Doc. A/HRC/25/L.10, 25 de marzo de 2014, punto 9; Comité e 
los Derechos del Niño, Observación General Nº 12: El derecho del niño a ser escuchado, párr. 64; Comité de los Derechos del 
Niño, Observación General Nº 5: Medidas generales de aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño (artículos 4, 
42 y párrafo 6 del artículo 44), párr. 24;  Comité de los Derechos del Niño, Observación General N° 14 sobre el derecho del 
niño a que su interés superior sea una consideración primordial (artículo 3, párrafo 1); UN Doc. CRC/C/GC/14, 29 de mayo de 
2013, párr.96; Comité de los Derechos del Niño, Observación General N° 20 sobre la efectividad de los derechos del niño 
durante la adolescencia, UN Doc. CRC/C/GC/20, 6 de diciembre de 2016, párr. 23: UNICEF-UNODC, Manual sobre la justicia 
en asuntos concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos para uso de profesionales y encargados de la formulación 
de políticas, 2010, págs. 54-5. 
96 Cfr. UNODC, Principios y directrices de las Naciones Unidas sobre el acceso a la asistencia jurídica en los sistemas de justicia 
penal, 2013, Principio 2 [“Responsabilidades del Estado. 15. Los Estados deben considerar la prestación de asistencia jurídica 
como un deber y una responsabilidad. Con ese fin, deben, cuando sea el caso, estudiar la posibilidad de promulgar legislación 
y reglamentos específicos y velar por que exista un sistema de asistencia jurídica completo que sea asequible, eficaz, 
sostenible y digno de crédito. Los Estados deben asignar al sistema de asistencia jurídica los recursos humanos y financieros 
necesarios”], y Directriz 1 [“Prestación de la asistencia jurídica. 41. Cuando los Estados aplican condiciones relativas a los 
medios de vida de las personas para determinar si tienen derecho a recibir asistencia jurídica, deben asegurarse de que: […] 
c) Las personas que requieran asistencia jurídica urgente en las comisarías, los centros de detención o los tribunales reciban 
una asistencia jurídica preliminar hasta que se determine si tienen derecho a esa asistencia. Los niños están siempre exentos 
de la condición relativa a los medios de vida”]. 
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163. La Corte advierte que las niñas, niños y adolescentes víctimas, en particular de violencia sexual, 

pueden experimentar graves consecuencias físicas, psicológicas y emocionales causadas por el hecho 

violatorio de sus derechos, así como una nueva victimización a manos de los órganos del Estado a través 

de su participación en un proceso penal, cuya función es justamente la protección de sus derechos. En 

este sentido, si se estima que la participación de la niña, niño o adolescente es necesaria y puede 

contribuir con la recolección de material probatorio, deberá evitarse en todo momento la revictimización 

y se limitará a las diligencias y actuaciones en donde su participación se estime estrictamente necesaria 

y se evitará la presencia e interacción de aquellos con su agresor en las diligencias que se ordenen97. Esta 

Corte ya ha destacado que la violación sexual es una experiencia sumamente traumática que puede tener 

severas consecuencias y causa gran daño físico y psicológico, que deja a la víctima “humillada física y 

emocionalmente”, situación difícilmente superable por el paso del tiempo, a diferencia de lo que acontece 

con otras experiencias traumáticas98. En el caso de las niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia 

sexual, este impacto podría verse severamente agravado, por lo que podrían sufrir un trauma emocional 

diferenciado de los adultos, y un impacto sumamente profundo, en particular cuando el agresor 

mantiene un vínculo de confianza y autoridad con la víctima, como un progenitor. En palabras del perito 

Stola, en casos en donde el padre es el que concreta la agresión sexual, se produce una afectación 

terriblemente grave en la psiquis de la víctima, “porque aquella persona que debería cuidar ha producido 

una profunda destrucción, no solo a la niña, sino además a todo el grupo, porque es una agresión que 

todo el grupo la vive como una agresión familiar”99. Para ello, la Corte subraya la importancia de la 

adopción de un protocolo de atención cuyo objetivo sea reducir las consecuencias sobre el bienestar 

biopsico-social de la víctima100.  

165. Por lo tanto, en casos de violencia sexual, el Estado deberá, una vez conocidos los hechos, brindar 

asistencia inmediata y profesional, tanto médica como psicológica y/o psiquiátrica, a cargo de un 

profesional específicamente capacitado en la atención de víctimas de este tipo de delitos y con 

perspectiva de género y niñez101. El acompañamiento deberá mantenerse durante el proceso penal, 

procurando que sea el mismo profesional que atienda a la niña, niño o adolescente. Es trascendental que 

durante el proceso de justicia y los servicios de apoyo se tomen en cuenta, sin discriminación alguna, la 

edad, el nivel de madurez y de comprensión, el sexo, la orientación sexual, el nivel socioeconómico, las 

aptitudes y capacidades del niño, niña o adolescente, así como cualquier otro factor o necesidad especial 

                                                           
97 Cfr. Caso Rosendo Cantú y otra Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2010. Serie C No. 216, párr. 201, y Consejo Económico y Social, Resolución 2005/20, Directrices sobre la justicia en asuntos 
concernientes a los niños víctimas y testigos de delitos, UN Doc. E/2005/INF/2/Add.1, 22 de julio de 2005, directriz 31.b). 
Véase también, Declaraciones periciales rendidas ante la Corte Interamericana por Enrique Oscar Stola y Miguel Cillero Bruñol 
en la audiencia pública celebrada el 16 y 17 de octubre de 2017. 
98 Cfr. Caso del Penal Miguel Castro Castro Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2006. 
Serie C No. 160, párr. 311, y Caso Favela Nova Brasilia Vs. Brasil, párr. 255. 
99 Declaración pericial rendida ante la Corte Interamericana por Enrique Oscar Stola en la audiencia pública celebrada el 16 y 
17 de octubre de 2017. 
100 Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia, párr. 57.b) 
101 La Corte ha señalado que, en casos de violencia contra la mujer, al tomar conocimiento de los actos alegados, es necesario 
que se realice inmediatamente un examen médico y psicológico completo y detallado por personal idóneo y capacitado, en 
lo posible del sexo que la víctima indique, ofreciéndole que sea acompañada por alguien de su confianza si así lo desea. Dicho 
examen deberá ser realizado de conformidad con protocolos dirigidos específicamente a documentar evidencias en casos de 
violencia de género. Cfr. Caso Fernández Ortega y otros Vs. México, párr. 194, y Caso Favela Nova Brasilia Vs. Brasil, párr. 254. 
Véase también, Organización Mundial de la Salud, Guidelines for medico-legal care for victims of sexual violence, 2003, págs. 
81 y 82 y Responding to children and adolescents who have been sexually abused. WHO Clinical Guidelines, 2017, pág. 18. 
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en la que se encuentren102. Todo ello con el fin de brindar a la víctima el apoyo y los servicios necesarios, 

conforme a sus vivencias y entendimientos, y de acuerdo a las vulneraciones sufridas. Por ello, se 

entiende como necesaria la existencia de servicios y protección específicos para las víctimas de 

determinados delitos, como los referidos a agresiones sexuales, especialmente la violación sexual103. 

169. En cuanto al examen físico, las autoridades deberán evitar en la medida de lo posible que sean 

sometidos a más de una evaluación física, ya que podría ser revictimizante104. El examen médico en estos 

casos debe ser realizado por un profesional con amplio conocimiento y experiencia105 en casos de 

violencia sexual contra niñas, niños y adolescentes, quien buscará minimizar y evitar causarles un trauma 

adicional o revictimizarlos106. Es recomendable que la víctima, o de corresponder su representante legal, 

pueda elegir el sexo del profesional107 y que el examen esté a cargo de un profesional de salud especialista 

en ginecología infanto-juvenil, con formación específica para realizar los exámenes médicos forenses en 

casos de abuso y violación sexual108. Asimismo, el examen médico deberá llevarse a cabo luego del 

consentimiento informado de la víctima o de su representante legal, según su grado de madurez, 

tomando en cuenta el derecho de la niña, niño o adolescente a ser oído, en un lugar adecuado, y se 

respetará su derecho a la intimidad y privacidad, permitiendo la presencia de un acompañante de 

confianza de la víctima109. La procedencia de un peritaje ginecológico debe ser considerada sobre la base 

de un análisis realizado caso por caso, tomando en cuenta el tiempo transcurrido desde el momento en 

que se alega que ocurrió la violencia sexual. En vista de ello, la Corte considera que la solicitud de realizar 

un peritaje ginecológico debe ser motivada detalladamente y, en caso de no ser procedente o no contar 

con el consentimiento informado de la víctima, el examen debe ser omitido, lo que en ninguna 

circunstancia debe servir de excusa para desacreditarla y/o impedir una investigación110.  

170. Ahora bien, la Corte considera que la debida diligencia del Estado no solo abarca las medidas de 

protección reforzada antes y durante el desarrollo de las investigaciones y proceso penal, sino que debe 

                                                           
102 Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia, párr. 54.b). 
103 Cfr. Consejo Económico y Social, Resolución 2005/20, Directrices sobre la justicia en asuntos concernientes a los niños 
víctimas y testigos de delitos, UN Doc. E/2005/INF/2/Add.1, 22 de julio de 2005, directrices 8, 10 a 14, 16, 17, 19, 21 a 31 y 
40; Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia, párrs. 51 y 54, y Organización Mundial de la Salud, Responding to children and adolescents who have been sexually 
abused. WHO Clinical Guidelines, 2017, págs. 15 a 22. 
104 Cfr. Declaración pericial rendida por Miguel Cillero Bruñol ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada 
el 16 y 17 de octubre de 2017, y Organización Mundial de la Salud, Responding to children and adolescents who have been 
sexually abused. WHO Clinical Guidelines, 2017, pág. 21. 
105 Cfr. Declaración pericial rendida ante la Corte Interamericana por Miguel Cillero Bruñol en la audiencia pública celebrada 
el 16 y 17 de octubre de 2017. 
106 De conformidad con la Organización Mundial de la Salud, los exámenes físicos a cargo de especialistas en salud deben 
procurar minimizar daños adicionales, traumas, temor, estrés, y respetar la autonomía y derechos de los niños, niñas y 
adolescentes. Cfr. Organización Mundial de la Salud, Responding to children and adolescents who have been sexually abused. 
WHO Clinical Guidelines, 2017, págs. 20 a 21. Véase también, UNICEF y Asociación por los Derechos Civiles (ADC), Guía de 
buenas prácticas para el abordaje de niños/as, adolescentes víctimas o testigos de abuso sexual y otros delitos, septiembre 
de 2013, págs. 33 a 34. 
107 Cfr. Organización Mundial de la Salud, Responding to children and adolescents who have been sexually abused. WHO 
Clinical Guidelines, 2017, pág. 21. 
108 Cfr. Declaración pericial rendida ante la Corte Interamericana por Miguel Cillero Bruñol en la audiencia pública celebrada 
el 16 y 17 de octubre de 2017. 
109 Cfr. Consejo Económico y Social, Resolución 2005/20, Directrices sobre la justicia en asuntos concernientes a los niños 
víctimas y testigos de delitos, UN Doc. E/2005/INF/2/Add.1, 22 de julio de 2005, directrices 19 y 30.d); Organización Mundial 
de la Salud, Responding to children and adolescents who have been sexually abused. WHO Clinical Guidelines, 2017, pág. 21, 
y Declaración pericial rendida por Miguel Cillero Bruñol ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada el 16 
y 17 de octubre de 2017. Véase también, UNICEF y Asociación por los Derechos Civiles (ADC), Guía de buenas prácticas para 
el abordaje de niños/as, adolescentes víctimas o testigos de abuso sexual y otros delitos, septiembre de 2013, págs. 33 a 34. 
110 Cfr. Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú, supra, párr. 256. Véase también, Organización Mundial de la Salud, Guidelines for 
medico-legal care for victims of sexual violence, 2003, págs. 18, 43 y 58. 
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incorporar también medidas a ser adoptadas con posterioridad, para lograr la recuperación, 

rehabilitación y reintegración social de la niña, niño o adolescente111, teniendo en cuenta su derecho a la 

supervivencia y al desarrollo integral112. Aquellas medidas deberán ser extendidas además a los 

familiares de las víctimas, en lo que corresponda. Es decir que, la atención médica y psicosocial se 

adoptará de forma inmediata y desde conocidos los hechos, se mantendrá de forma continuada, si así se 

requiere, y se extenderá más allá del proceso de investigación. 

El examen médico forense al que fue sometida la niña V.R.P.  

173. (...) La Corte advierte que el Estado no consideró como una medida de protección el otorgarle 

suficiencia probatoria a los dictámenes médicos ya existentes, lo cual podría haber evitado someter a la 

niña a una reactualización del momento traumático ya experimentado, ni tampoco respetó su derecho a 

ser oída respecto a la realización de dicha diligencia, de conformidad con su edad, madurez y grado de 

desarrollo. La Corte estima que el sometimiento de la niña a revisiones ginecológicas de forma reiterada 

no atendió al objetivo de minimizar el trauma derivado de una violación sexual, sino que lo fortaleció. 

En suma, la Corte considera que, en las circunstancias de este caso, no fue justificada la necesidad de 

realizar un examen médico ginecológico.  

179. Con base en todo lo señalado, la Corte entiende que el médico legista no llevó a cabo la evaluación 

médica de forma adecuada con el trato debido a una niña víctima de violación sexual, reactualizando su 

situación traumática, en vez de protegerla y brindarle mecanismos de contención que la hagan sentirse 

segura, entendida y escuchada en el desarrollo de la diligencia para evitar su revictimización113. Aún 

más, para esta Corte, la utilización de fuerza para proceder al examen ante la negativa de la víctima 

claramente constituyó un acto de violencia institucional de índole sexual.  

181. Sobre el particular, la Corte resalta que los dos peritos que declararon en la audiencia pública del 

caso coincidieron en señalar que las autoridades a nivel interno, en este caso concreto la jueza a cargo de 

la investigación, debieron haber adoptado las medidas de protección necesarias para evitar que la víctima 

tenga cualquier tipo de contacto con su perpetrador, por ser revictimizante114. Específicamente, el perito 

Enrique Oscar Stola señaló que: […] nunca ni niños, ni niñas abusadas, ni mujeres que están sufriendo 

violencia de género extrema se tienen que encontrar con sus agresores, jamás. Cuando eso se produce, lo 

único que puede registrar la víctima es el inmenso poder que tiene el agresor, es una cuestión de poder 

que se está jugando […]. Entonces, tiene que ser citado otro día, las víctimas tienen que ir al espacio 

judicial sabiendo que cuentan con todas las seguridades, que no se van a encontrar con el agresor nunca. 

                                                           
111 Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia, párrs. 52 y 53. 
112 Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General Nº 13: Derecho del niño a no ser objeto de ninguna forma de 
violencia, párrs. 15, 59 y 62. 
113 La señora V.P.C. declaró ante esta Corte que el examen médico forense fue ordenado por la jueza, a pesar de que la madre 
le explicó sobre la existencia de una epicrisis del hospital, ante lo cual la jueza ordenó la diligencia con la presencia de una 
junta médica. Cfr. Declaración rendida por V.P.C. ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada el 16 y 17 de 
octubre de 2017. Asimismo, el perito Miguel Cillero Bruñol señaló que: “se repite dos veces más el mismo examen, lo cual 
también es contrario a todos los estándares, teniendo como base que ya existía desde el comienzo un informe privado, el 
cual toda la normativa internacional recomienda y la normativa de la OMS, que basta un examen que sea con los protocolos 
adecuados y es responsabilidad del Estado que ese examen aunque se haga en un recinto privado, sea válido para todo el 
juicio y no tenga que someterse a la víctima a ningún tipo de nuevo procedimiento”. Declaración pericial rendida por Miguel 
Cillero Bruñol ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada el 16 y 17 de octubre de 2017. 
114 Cfr. Declaración pericial rendida por Enrique Oscar Stola ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada el 
16 y 17 de octubre de 2017, y Declaración pericial rendida ante la Corte Interamericana por Miguel Cillero Bruñol en la 
audiencia pública celebrada el 16 y 17 de octubre de 2017. 
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El solo hecho que conozcan que está en un piso superior ya produce angustia, inquietud y muchísima 

tensión. Eso es revictimizante, cualquiera sea la edad de la persona115.  

La participación de la niña V.R.P. en la inspección ocular y la reconstrucción de los hechos  

185. La Corte ha señalado que las niñas víctimas de un delito, especialmente de una violación sexual, 

deben participar en las diligencias que sean estrictamente necesarias (supra párr. 163). La Corte estima 

que, en casos como el presente, deben extremarse los recaudos para evitar la revictimización o un impacto 

traumático. Por ello, es especialmente grave que las autoridades judiciales hayan permitido en el presente 

caso la realización de una inspección ocular y reconstrucción de los hechos con la participación de V.R.P., 

quien contaba en ese momento con nueve años, es decir una niña de corta edad. Mediante su 

participación, V.R.P. revivió experiencias sumamente dolorosas y traumáticas, tuvo que narrar 

nuevamente los hechos, a pesar de que ya lo había hecho ante la jueza en su declaración testimonial, e 

incluso tuvo que experimentar nuevamente el hecho de colocarse en la posición en la que recordó 

encontrarse luego de despertar con posterioridad al abuso al que fue sometida, momento que fue 

fotografiado.  

192. Por otro lado, la Corte considera que el hecho de que la madre de V.R.P. solicitara la reconstrucción 

de los hechos no exime de responsabilidad al Estado de Nicaragua, ya que como se mencionó supra, son 

las autoridades estatales las que deben decidir qué diligencias practicar, así como conducir las 

investigaciones y recabar las pruebas brindando las medidas de protección necesarias, con miras al 

bienestar y cuidado de la niña. En este sentido, que el Estado intente trasladar la responsabilidad por la 

realización de la reconstrucción de los hechos con la participación de V.R.P. a su madre, constituye una 

forma de culpabilizarla y victimizarla, lo cual a su vez, implica un incumplimiento de su deber de debida 

diligencia reforzada.  

193. Con base en todo lo expuesto, la Corte concluye que la participación de V.R.P. en la diligencia de 

inspección ocular y reconstrucción de los hechos constituyó una grave infracción al deber de diligencia 

reforzada y protección especial, y constituyó un acto de victimización secundaria y violencia 

institucional.  

La falta de acompañamiento y atención integral a la niña V.R.P.  

199. (...)  La Corte resalta que V.R.P., quien cuenta con 25 años de edad en la actualidad, continúa 

sufriendo las secuelas psicológicas de la violación sexual y de la falta de atención médica oportuna y 

continua que el Estado debió brindarle a efectos de recuperarse del cuadro estrés de post-traumático 

diagnosticado. A su vez, tampoco se brindó atención psicoterapéutica continua al grupo familiar de 

V.R.P. quienes debían también recibir medidas de atención integral con el fin de brindar un entorno 

familiar propicio para la recuperación y reintegración de la niña.  

b) La aplicación de las exigencias del debido proceso al juicio por jurados  

217. La Corte ha definido el debido proceso legal como el conjunto de requisitos que deben observarse 

en las instancias procesales a efectos de que las personas estén en condiciones de defender 

adecuadamente sus derechos ante cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectarlos116. Es así que el 

artículo 8 contempla un sistema de garantías que condicionan el ejercicio del ius puniendi del Estado y 

                                                           
115 Declaración pericial rendida por Enrique Oscar Stola ante la Corte Interamericana en la audiencia pública celebrada el 16 
y 17 de octubre de 2017. 
116 Cfr. Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C 
No. 71, párr. 69, y Caso Pollo Rivera y otros Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de octubre de 2016. Serie 
C No. 319, párr. 209. 
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que buscan asegurar que el inculpado o imputado no sea sometido a decisiones arbitrarias, toda vez que 

se deben observar “las debidas garantías” que aseguren, según el procedimiento de que se trate, el 

derecho al debido proceso117.  

218. En el presente caso, quien se reputa presunta víctima de la violación de estas garantías no es el 

inculpado del delito, destinatario originario de toda la arquitectura ilustrada que procuraba poner coto 

al avance del poder punitivo del Estado, sino la agraviada del delito y su madre. En esta medida, la Corte 

recuerda que las “debidas garantías” del artículo 8.1 de la Convención amparan el derecho a un debido 

proceso del imputado y, en casos como el presente, también salvaguardan los derechos de acceso a la 

justicia de la víctima de un delito o de sus familiares y a conocer la verdad de los familiares118.  

219. En principio, nada excluye que las garantías judiciales recogidas en la Convención Americana sean 

aplicables al sistema de juicio por jurados, pues sus redactores no tenían en mente un sistema procesal 

penal específico. En efecto, la Corte ya ha afirmado que: la Convención no acoge un sistema procesal 

penal en particular. Deja a los Estados en libertad para determinar el que consideren preferible, siempre 

que respeten las garantías establecidas en la propia Convención, en el derecho interno, en otros tratados 

internacionales aplicables, en las normas consuetudinarias y en las disposiciones imperativas de derecho 

internacional119.  

La garantía de imparcialidad de los jurados  

239. Este Tribunal ha establecido que la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda 

particular se aproxime a los hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, 

asimismo, ofreciendo garantías suficientes de índole objetiva que permitan desterrar toda duda que el 

justiciable o la comunidad puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad120. En este sentido, 

la recusación y la excusación son instrumentos procesales que permiten proteger el derecho a ser juzgado 

por un órgano imparcial. La garantía de imparcialidad implica que los integrantes del tribunal no tengan 

un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se encuentren 

involucrados en la controversia, y que inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a 

los ciudadanos en una sociedad democrática121. La imparcialidad personal o subjetiva se presume a 

menos que exista prueba en contrario, consistente por ejemplo en la demostración de que algún miembro 

de un tribunal o juez guarda prejuicios o parcialidades de índole personal contra los litigantes. Por su 

parte, la denominada imparcialidad objetiva consiste en determinar si el juez cuestionado brindó 

elementos convincentes que permitan eliminar temores legítimos o fundadas sospechas de parcialidad 

                                                           
117 Cfr. Excepciones al Agotamiento de los Recursos Internos (arts. 46.1, 46.2.a y 46.2.b, Convención Americana sobre 
Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-11/90 de 10 de agosto de 1990. Serie A No. 11, párr. 28, y Caso Ruano Torres y 
otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. Serie C No. 303, párr. 152. 
118 Cfr. Caso García Ibarra y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de 
noviembre de 2015. Serie C No. 306, párrs. 156 y 157, y Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua, párr. 133. 
119 Caso Fermín Ramírez Vs. Guatemala. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de junio de 2005. Serie C No. 126, 
párr. 66. 
120 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 56, y Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua, 
párr. 172. 
121 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, párr. 56, y Caso 
Acosta y otros Vs. Nicaragua, párr. 172. 
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sobre su persona122. La Corte advierte que dichos parámetros son aplicables también a los miembros del 

jurado123.  

240. En esta línea, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos ha sostenido que, cualquiera sea el sistema 

procesal de enjuiciamiento que se implemente, resulta fundamental para la existencia de una sociedad 

democrática que los tribunales inspiren confianza a los ciudadanos y, sobre todo en el proceso penal, al 

acusado. Para ello, ha afirmado que todo tribunal, incluido el jurado, debe ser imparcial desde un punto 

de vista tanto objetivo como subjetivo124. La imparcialidad del juez y del jurado se presume, siempre que 

no se demuestre lo contrario125, según las circunstancias del caso concreto126.  

241. En efecto, la Corte resalta que en el análisis de la vertiente objetiva de la imparcialidad no se 

cuestiona las capacidades personales o las convicciones sobre el caso concreto de los juzgadores o sus 

posibles relaciones con las partes, sino hechos que razonablemente podrían justificar en un observador 

objetivo falta de confianza en quienes se encuentran a cargo de la importante misión de impartir justicia 

en un determinado caso.  

250. Ahora bien, la Corte es de la opinión que existen dos aspectos que, de acuerdo a lo alegado, tuvieron 

entidad suficiente para generar un temor fundado de parcialidad en la parte acusadora: la entrega a la 

jueza presidenta del jurado de una bolsa gris metálica y de dos hojas de papel rosado enviadas por el 

imputado para que las leyeran en la sesión privada.  

El deber de motivación y las garantías contra la arbitrariedad del veredicto  

254. La Corte ha señalado que “el deber de motivación es una de las ‘debidas garantías’ incluidas en el 

artículo 8.1 para salvaguardar el derecho a un debido proceso”127. La Corte ha precisado que la 

motivación “es la exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una conclusión”128 y 

conlleva una exposición racional de las razones que llevan al juzgador a adoptar una decisión. La 

relevancia de esta garantía se encuentra ligada a la correcta administración de justicia y a evitar que se 

emitan decisiones arbitrarias. Asimismo, la motivación otorga credibilidad de las decisiones jurídicas en 

el marco de una sociedad democrática y demuestra a las partes que éstas han sido oídas129.  

255. Ello, se encuentra ligado con otro de los aspectos que realzan el valor de la motivación como garantía, 

que es proporcionar la posibilidad, en aquellos casos en que las decisiones son recurribles, de criticar la 

resolución y lograr un nuevo examen de la cuestión ante las instancias superiores. De este modo, la Corte 

ya ha señalado que “la motivación de la decisión judicial es condición de posibilidad para garantizar el 

                                                           
122 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, párr. 56, y Caso 
López Lone y otros Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de octubre de 2015. 
Serie C No. 302, párr. 233. 
123 En igual sentido se han expedido tanto el Tribunal Europeo de Derechos Humanos como el Comité de Derechos Humanos. 
Cfr. TEDH, Caso Gregory Vs. Reino Unido, No. 22299/93. Sentencia de 25 de febrero de 1997, párrs. 22 a 25, y Caso Sanders 
Vs. Reino Unido, No. 34129/96. Sentencia de 9 de mayo de 2000, párrs. 22 a 25. Véase también, Comité de Derechos 
Humanos, Caso Mulai c. Guayna (Comunicación No. 811/1998), UN Doc. CCPR/C/81/D/811/1998, dictamen adoptado el 20 
de julio de 2004, párr. 6.1, y Dole Chadee y otros c. Trinidad y Tobago (Comunicación No. 813/1998), UN Doc. 
CCPR/C/63/D/813/1998, dictamen adoptado el 29 de julio de 1998, párr. 10.1. 
124 Cfr. TEDH, Caso Hanif y Khan Vs. Reino Unido, Nos. 52999/08 y 61779/08. Sentencia de 20 de diciembre de 2011, párr. 
138. 
125 Cfr. TEDH, Caso Hanif y Khan Vs. Reino Unido, párr. 139. 
126 Cfr. TEDH, Caso Hanif y Khan Vs. Reino Unido, párr. 140. 
127 Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, párr. 78, y Caso 
Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú, párr. 168. 
128 Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 
de noviembre de 2007. Serie C No. 170, párr. 107, y Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú, párr. 168. 
129 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, párr. 78, y Caso 
Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú, párr. 168. 
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derecho de defensa”130. Sin embargo, la Corte también ha referido que el deber de motivar no exige una 

respuesta detallada a todo argumento de las partes, sino que puede variar según la naturaleza de la 

decisión, y que corresponde analizar en cada caso si dicha garantía ha sido satisfecha131.  

257. Ahora bien, la Corte estima pertinente precisar que la motivación de las decisiones adoptadas por 

los órganos encargados de impartir justicia no es sólo relevante para el inculpado del delito, sino que 

permite también el control ciudadano de los actos de gobierno, en este caso de la administración de la 

justicia y los expone a su escrutinio. En el caso de los jurados, dicha vertiente se entiende cubierta en 

razón de la participación directa de la ciudadanía.  

262. La íntima convicción no es un criterio arbitrario. La libre valoración que hace el jurado no es 

sustancialmente diferente de la que puede hacer un juez técnico, sólo que no lo expresa. En definitiva, 

cualquier tribunal (técnico o popular) debe reconstruir un hecho pasado, para lo cual utiliza la lógica 

metodológica que es común a cualquier persona, pues no depende de que tenga o no formación o 

entrenamiento jurídico. Toda persona que debe reconstruir un hecho del pasado, consciente o 

inconscientemente, emplea el método histórico, o sea, en un primer paso delimita las pruebas que tendrá 

en cuenta (heurística); a continuación valora si esas pruebas no son materialmente falsas (crítica externa); 

luego valora la verosimilitud del contenido de las pruebas (crítica interna) y, finalmente, llega a la 

síntesis. Quien valora el veredicto de un jurado, necesariamente debe reconstruir este camino, no 

bastando para descartarlo cualquier criterio diferente acerca de las críticas. Para descartar el veredicto de 

un jurado debe verificarse que la síntesis se aparte directamente de la lógica metodológica histórica antes 

referida, que es lo que sucede en el caso.  

263. Por consiguiente, la Corte considera que lo que corresponde analizar es si el procedimiento penal en 

su conjunto ofreció mecanismos de salvaguardia contra la arbitrariedad y que permitieran comprender 

las razones del veredicto –no acotado al acusado sino también a la víctima o a la parte acusadora-. En 

esencia, la necesidad de que el imputado y la víctima del delito o la parte acusadora comprendan las 

razones de la decisión de culpabilidad o inocencia, que adopta el jurado a través de su veredicto, 

mantiene plena vigencia, como garantía contra la arbitrariedad363.  

266. Por lo tanto, teniendo en cuenta el sistema de Tribunal por Jurados vigente a la época de los hechos 

en Nicaragua en el que el veredicto era inmotivado y el hecho de que se trataba de un delito de violencia 

sexual, lo que corresponde a la Corte determinar es si, en el marco de lo dispuesto por la Convención 

Americana, el procedimiento en su conjunto ofreció garantías suficientes contra la arbitrariedad, de 

modo tal que las partes pudieran comprender el resultado del proceso como una consecuencia racional 

de la prueba incorporada al mismo durante la etapa instructiva y lo ventilado en la audiencia de vista 

pública 

c) Plazo Razonable  

275. La Corte ha señalado que el derecho de acceso a la justicia implica que la realización de todo lo 

necesario para conocer la verdad de lo sucedido y sancionar a los responsables se haga en un plazo 

razonable132. En este sentido, la Corte considera que el proceso termina cuando se dicta sentencia 

definitiva y firme en el asunto, con lo cual se agota la jurisdicción y que, particularmente en materia 

                                                           
130 Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez Vs. Ecuador, supra, párr. 118, y Caso Zegarra Marín Vs. Perú, párrs. 147 y 155. 
131 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, párr. 90, y Caso Zegarra 
Marín Vs. Perú, supra, párr. 178. 
132 Cfr. Caso Fairén Garbi y Solís Corrales Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C 
No. 2, párr. 90, y Caso Pacheco León y otros Vs. Honduras, párr. 118. 
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penal, dicho plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo los recursos de instancia que 

pudieran eventualmente presentarse133. Se ha considerado por este Tribunal que una demora prolongada 

puede llegar a constituir, por sí misma, una violación a las garantías judiciales134. 

277. Al respecto, la Corte nota que no existe controversia entre las partes respecto del plazo de duración 

del proceso desde la denuncia penal hasta el veredicto absolutorio del Tribunal de Jurados. La 

controversia se basa en el tiempo transcurrido durante la etapa recursiva del caso. En relación con lo 

anterior, la Corte nota que durante la etapa recursiva transcurrieron cinco años, seis meses y once días, 

desde el veredicto absolutorio (13 de abril de 2002) hasta que la decisión quedó firme (24 de octubre de 

2007). Por lo tanto, debe examinarse si la demora ocurrida durante dicho período resulta justificada.  

278. Los elementos que esta Corte ha establecido para poder determinar la razonabilidad del plazo son: 

a) complejidad del asunto; b) actividad procesal del interesado; c) conducta de las autoridades judiciales, 

y d) la afectación generada en la situación jurídica de la persona involucrada en el proceso135. La Corte 

recuerda que corresponde al Estado justificar, con fundamento en los criterios señalados, la razón por la 

cual ha requerido del tiempo transcurrido para tratar el caso y, de no demostrarlo, la Corte tiene amplias 

atribuciones para hacer su propia estimación al respecto136. Asimismo, la Corte considera relevante 

remarcar que el proceso penal involucraba una niña víctima de violencia sexual, lo cual exige que en este 

caso la garantía judicial de plazo razonable establecida en el artículo 8.1 de la Convención Americana 

deba analizarse junto con el deber del Estado de actuar “sin dilaciones” y con la debida diligencia para 

investigar y sancionar la violencia contra la niña, dispuesto en el artículo 7.b) de la Convención de Belém 

do Pará.  

d) El principio de igualdad y no discriminación en el acceso a la justicia de la niña V.R.P. y la 

violencia institucional  

289. La Corte recuerda que en la actual etapa de la evolución del derecho internacional, el principio 

fundamental de igualdad y no discriminación ha ingresado en el dominio del jus cogens. Sobre él 

descansa el andamiaje jurídico del orden público nacional e internacional y permea todo el ordenamiento 

jurídico. Los Estados deben abstenerse de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, 

directa o indirectamente, a crear situaciones de discriminación de jure o de facto. En este sentido, 

mientras la obligación general del artículo 1.1 de la Convención Americana se refiere al deber del Estado 

de respetar y garantizar, “sin discriminación”, los derechos contenidos en dicho tratado, el artículo 24 

protege el derecho a “igual protección de la ley”. En definitiva, la Corte ha afirmado que si un Estado 

discrimina en el respeto o garantía de un derecho convencional, violaría el artículo 1.1 y el derecho 

sustantivo en cuestión. Si, por el contrario, la discriminación se refiere a una protección desigual de la 

ley interna o su aplicación, el hecho debe analizarse a la luz del artículo 24 de la Convención 

Americana137. Por consiguiente, los Estados tienen la obligación de no introducir en su ordenamiento 

jurídico regulaciones discriminatorias, eliminar las regulaciones de carácter discriminatorio, combatir las 

                                                           
133 Cfr. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 71, y Caso 
Wong Ho Wing Vs. Perú, párr. 209. 
134 Cfr. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros Vs. Trinidad y Tobago. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 
de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145, y Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua, párr. 177. 
135 Cfr. Caso Genie Lacayo Vs. Nicaragua. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 29 de enero de 1997. Serie C No. 30, 
párr. 77, y Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú, párr. 182. 
136 Cfr. Caso Anzualdo Castro Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre 
de 2009. Serie C No. 202, párr. 156, y Caso Trabajadores Cesados de Petroperú y otros Vs. Perú, párr. 182. 
137 Cfr. Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela, supra, párr. 209, y Caso 
Veliz Franco y otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de mayo de 
2014. Serie C No. 277, párr. 214. 
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prácticas de este carácter y establecer normas y otras medidas que reconozcan y aseguren la efectiva 

igualdad ante la ley de todas las personas138. En este caso, la Corte analizará las violaciones alegadas bajo 

ambas modalidades, toda vez que los argumentos se centran en la cuestión relativa a que no se tomaron 

medidas de acción positiva, específicas y reforzadas, para garantizar los derechos convencionales  

290. La Corte ha considerado que la violación sexual es una forma de violencia sexual139. Tanto la 

Convención de Belém do Pará, como la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer y su órgano de supervisión, han reconocido el vínculo existente entre la 

violencia contra las mujeres y la discriminación140. La Corte ya resaltó la especial vulnerabilidad de las 

niñas a la violencia sexual, especialmente en la esfera familiar, así como los obstáculos y factores que 

pueden afrontar en su búsqueda de justicia (supra párr. 156). En este caso, dicha violencia fue ejercida 

por un particular. No obstante, ello no exime al Estado de responsabilidad ya que se encontraba llamado 

a adoptar políticas integrales para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer, tomando 

particularmente en cuenta los casos en que la mujer sea menor de 18 años de edad.  

291. La Corte reitera que la ineficacia judicial frente a casos individuales de violencia contra la mujer 

propicia un ambiente de impunidad que facilita y promueve la repetición de los hechos de violencia en 

general y envía un mensaje según el cual la violencia contra la mujer puede ser tolerada y aceptada, lo 

que favorece su perpetuación y la aceptación social del fenómeno, el sentimiento y la sensación de 

inseguridad de las mujeres, así como una persistente desconfianza de estas en el sistema de 

administración de justicia141. Dicha ineficacia o indiferencia constituye en sí misma una discriminación 

de la mujer en el acceso a la justicia.  

297. Adicionalmente, la Corte estima que en el presente caso el Estado se convirtió en un segundo agresor, 

al cometer distintos actos revictimizantes que, tomando en cuenta la definición de violencia contra la 

mujer adoptada en la Convención de Belém do Pará, constituyeron violencia institucional. En efecto, la 

Convención de Belém do Pará ha establecido parámetros para identificar cuándo un acto constituye 

violencia y define en su artículo 1° que “debe entenderse por violencia contra la mujer, cualquier acción 

o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la 

mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”142. Asimismo, dicho instrumento resalta que dicha 

violencia incluye la que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra.  

e) Derechos de residencia, a la protección a la familia, y a las medidas especiales de protección 

de niñas en relación con las obligaciones de respetar y garantizar los derechos 

308. El artículo 22.1 de la Convención reconoce el derecho de circulación y de residencia. En esta línea, la 

Corte ha considerado que esta norma protege el derecho a no ser desplazado forzadamente dentro de un 

Estado Parte o a no tener que salir forzadamente fuera del territorio del Estado en el cual se halle 

                                                           
138 Cfr. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 
2005. Serie C No. 127, párr. 185, y Caso Vélez Loor Vs. Panamá. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de noviembre de 2010. Serie C No. 218, párr. 248. 
139 Cfr. Caso J. Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2013. Serie C 
No. 275, párr. 359, y Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú, párr. 192. 
140 Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, supra, párrs. 394 y 395, citando la Convención de Belém do 
Pará, preámbulo y artículo 6; la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, de 18 
de diciembre de 1979, artículo 1, y el Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, Recomendación General 
N° 19: La Violencia contra la Mujer, UN Doc. A/47/38, 29 de enero de 1992, párrs. 1 y 6. 
141 Cfr. Caso González y otras (“Campo Algodonero”) Vs. México, supra, párrs. 388 y 400, y Caso Gutiérrez Hernández y otros 
Vs. Guatemala, párr. 176. 
142 Artículo 1 de la Convención de Belém do Pará. 
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legalmente143. Asimismo, este Tribunal ha señalado en forma reiterada que el derecho de circulación y 

residencia es una condición indispensable para el libre desarrollo de la persona144.  

309. La Corte ha señalado que el derecho de circulación y de residencia puede ser vulnerado por 

restricciones de facto si el Estado no ha establecido las condiciones, ni provisto los medios que permiten 

ejercerlo145. En este sentido, el derecho de circulación y de residencia puede resultar afectado cuando una 

persona es víctima de amenazas u hostigamientos y el Estado no provee las garantías necesarias para 

que pueda transitar y residir libremente en el territorio de que se trate, incluso cuando las amenazas y 

hostigamientos provienen de actores no estatales146. Asimismo, la falta de una investigación efectiva de 

hechos violentos, así como la situación de impunidad, pueden menoscabar la confianza de las víctimas 

en el sistema de justicia y contribuir a condiciones de inseguridad147. Además, dicha situación de 

impunidad puede propiciar o perpetuar un exilio o desplazamiento forzado148.  

311. Respecto al artículo 17 en relación con el artículo 19 de la Convención Americana, la Corte ha 

señalado que el Estado se halla obligado no sólo a disponer y ejecutar directamente medidas de 

protección de niñas, niños y adolescentes, sino también a favorecer, de la manera más amplia, el 

desarrollo y la fortaleza del núcleo familiar. En consecuencia, la Corte ha establecido que la separación 

de niñas, niños y adolescentes de su familia constituye, bajo ciertas condiciones, una violación de su 

derecho a la familia reconocido en el artículo 17 de la Convención Americana149, toda vez que el disfrute 

mutuo de la convivencia entre padres e hijos constituye un elemento fundamental en la vida de familia150.  

313. La Corte resalta que, en el presente caso, las alegadas vulneraciones de derechos humanos deben ser 

valoradas desde una perspectiva de género151 y en observancia del paradigma de protección integral de 

niñas, niños y adolescentes152. En este sentido, la Corte observa que la violación sexual es causa de severos 

daños físicos y psicológicos153, que se intensifican cuando la víctima es una niña, y en especial cuando el 

                                                           
143 Cfr. Caso Masacres de El Mozote y lugares aledaños Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 25 de 
octubre de 2012. Serie C No. 252, párr. 186, y Caso Yarce y otras Vs. Colombia, párr. 214. 
144 Cfr. Caso Ricardo Canese Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 
111, párr. 115, y Caso Yarce y otras Vs. Colombia, párr. 214. 
145 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 15 
de junio de 2005. Serie C No. 124, párrs. 119 y 120, y Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades vecinas del 
Municipio de Rabinal Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre 
de 2016. Serie C No. 328, párr. 174. 
146 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, supra, párr. 139, y Caso Miembros de la Aldea Chichupac y comunidades 
vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala, párr. 174. 
147 Cfr. Caso Manuel Cepeda Vargas Vs. Colombia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 
de mayo de 2010. Serie C No. 213, párr. 201. 
148 Cfr. Caso de la Comunidad Moiwana Vs. Surinam, supra, párrs. 119 y 120, y Caso Miembros de la Aldea Chichupac y 
comunidades vecinas del Municipio de Rabinal Vs. Guatemala, párr. 174. 
149 Cfr. Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño. Opinión Consultiva OC-17/02, supra, párr. 71, y Caso Yarce y otras 
Vs. Colombia, párr. 246. 
150 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas, supra, párr. 142, y Caso Rochac 
Hernández y otros Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 14 de octubre de 2014. Serie C No. 285, párr. 
104. 
151 Cfr. Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Directrices sobre protección internacional: La 
persecución por motivos de género en el contexto del Artículo 1A(2) de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los 
Refugiados, y/o su Protocolo de 1967, UN Doc. HCR/619/02/01, 7 de mayo de 2002, en las cuales se establece que: “[e]s un 
principio básico que la definición de refugiado se debe interpretar con una perspectiva de género” (párr. 2). 
152 Cfr. Comité de los Derechos del Niño, Observación General N° 6, Trato de los menores no acompañados y separados de su 
familia fuera de su país de origen, UN Doc. CRC/GC/2005/6, 1 de septiembre de 2005, párr. 74. 
153 Cfr. Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Directrices sobre protección internacional: La 
persecución por motivos de género en el contexto del Artículo 1A(2) de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los 
Refugiados, y/o su Protocolo de 1967, HCR/619/02/01, 7 de mayo de 2002, párr. 9, el cual señala que “[e]l derecho 
internacional de los derechos humanos y el derecho penal internacional reconocen claramente que ciertos actos, como la 
violencia sexual, incumplen con estos estándares, y defienden su inclusión como forma grave de abuso equivalente a 
persecución. En este sentido, el derecho internacional puede asistir a los encargados de la toma de decisiones a determinar 
el carácter persecutorio de ciertos actos. No cabe duda de que la violación y otras formas de violencia de género, tales como 
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agresor ostenta una posición de autoridad sobre la misma. Todo ello puede razonablemente generar en 

la víctima un temor fundado de desprotección equiparable a persecución. Dentro de ese marco, aunque 

la violación sexual haya sido cometida por un particular, la responsabilidad internacional del Estado ante 

tal situación de temor fundado de desprotección equiparable a persecución puede generarse en cuanto 

tolere deliberadamente el acto causante, o se niegue a brindar protección, o sea incapaz de hacerlo154.  

318. En cuanto a las denuncias interpuestas contra la señora V.P.C., la jurisprudencia de la Corte ha 

sostenido que es evidente que un Estado no puede evitar que una persona ejerza alguna acción legal 

contra otra. En este sentido, es claro que el Estado no tiene responsabilidad por el hecho en sí de que esas 

personas hayan interpuesto una querella y una denuncia o instaurado un proceso civil contra ella o de 

que las autoridades judiciales hayan abierto las causas respectivas155. No obstante, la Corte advierte que 

en este caso existe una estrecha relación entre las denuncias interpuestas contra V.P.C. y el ejercicio de 

un cargo de poder como era la función pública o servicio público de las personas denunciantes. Los 

funcionarios y servidores públicos intervinientes en el proceso penal accionaron judicialmente en 

respuesta a las quejas y denuncias que V.P.C. había formulado alegando deficiencias e irregularidades 

en el desempeño de sus respectivos cargos públicos, que tuvieron la entidad de configurar violencia 

institucional y de género. En consecuencia, resulta razonable entender que las denuncias constituyeron 

para las víctimas una forma de amedrentamiento que generó, en su subjetividad, un temor fundado de 

hostigamiento judicial.  

320. La Corte estima que el hecho de no querer acogerse a la protección del Estado por la desconfianza 

en su efectividad y, en consecuencia, trasladar el lugar de residencia, puede ser entendido como una 

decisión de las víctimas. No obstante, a partir de una valoración integral de las circunstancias del caso, 

la Corte advierte que se trata de una decisión forzada, debido al cúmulo de factores objetivos que 

generaron la situación de desprotección de los derechos de las víctimas por parte del Estado y un temor 

fundado de hostigamiento judicial y de mayor vulnerabilidad ante eventuales ataques a sus derechos. 

De este modo, el Estado es responsable por haber generado las condiciones que forzaron a la salida de 

las presuntas víctimas de su país de origen, lo que a su vez conllevó a la separación de la familia.  

                                                           
la violencia relacionada con la dote, la mutilación genital femenina, la violencia doméstica y la trata de personas, constituyen 
actos que ocasionan un profundo sufrimiento y daño tanto mental como físico, y que han sido utilizadas como mecanismos 
de persecución, ya sea por agentes estatales o particulares”. 
154 Cfr. Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Directrices sobre protección internacional: La 
persecución por motivos de género en el contexto del Artículo 1A(2) de la Convención de 1951 sobre el Estatuto de los 
Refugiados, y/o su Protocolo de 1967, HCR/619/02/01, 7 de mayo de 2002, párr. 19, el cual indica que: “[d]entro de la 
definición de refugiado cabe reconocer agentes de persecución tanto estatales como no estatales. Si bien los actos de 
persecución son normalmente perpetrados por las autoridades de un país, el trato gravemente discriminatorio y otro tipo de 
ofensas perpetradas por la población local o por individuos pueden equipararse a persecución si las autoridades los toleran 
de manera deliberada o si éstas se niegan a proporcionar una protección eficaz o son incapaces de hacerlo”. En igual sentido, 
Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Manual y directrices sobre procedimientos y criterios 
para determinar la condición de refugiado en virtud de la Convención de 1951 y el protocolo de 1967 sobre el estatuto de los 
refugiados, HCR/19/4/Spa/Rev.3, diciembre de 2011, que en su párrafo 65 señala que: “[l]a persecución suele ser resultado 
de la actuación de las autoridades de un país. Puede también emanar de sectores de la población que no respetan las normas 
establecidas por las leyes de su país. […] El comportamiento vejatorio o gravemente discriminatorio observado por ciertos 
sectores de la población local puede equipararse a la persecución si es deliberadamente tolerado por las autoridades o si 
éstas se niegan a proporcionar una protección eficaz o son incapaces de hacerlo”. 
155 Cfr. Caso Acosta y otros Vs. Nicaragua, párr. 192. 
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f) Derecho a la integridad personal de los familiares en relación con la obligación de respetar los 

derechos 

327. La Corte ha afirmado, en reiteradas oportunidades, que los familiares de las víctimas de violaciones 

de los derechos humanos pueden ser, a su vez, víctimas156. Este Tribunal ha considerado que se puede 

declarar violado el derecho a la integridad psíquica y moral de “familiares directos” u otras personas con 

vínculos estrechos con las víctimas con motivo del sufrimiento adicional que aquéllos han padecido como 

producto de las circunstancias particulares de las violaciones perpetradas contra sus seres queridos, y a 

causa de las posteriores actuaciones u omisiones de las autoridades estatales frente a estos hechos157, 

tomando en cuenta, entre otros elementos, las gestiones realizadas para obtener justicia y la existencia de 

un estrecho vínculo familiar158.  

328. La Corte ha señalado que se puede declarar la violación del derecho a la integridad psíquica y moral 

de familiares de víctimas de ciertas violaciones de derechos humanos aplicando una presunción iuris 

tantum, siempre que ello responda a las circunstancias particulares en el caso159. En los demás supuestos, 

la Corte deberá evaluar, por un lado, la existencia de un vínculo particularmente estrecho entre los 

familiares y la presunta víctima del caso que permita establecer una afectación a su integridad personal 

y, por otro lado, si de la prueba que consta en el expediente se acredita una violación del derecho a la 

integridad personal160. 

333. La Corte advierte que, en el presente caso, la conducta estatal a raíz de la violación sexual sufrida 

por la niña V.R.P., la revictimización, la violencia institucional provocada por las autoridades 

intervinientes, las denuncias interpuestas por funcionarios y servidores públicos, según se determinó en 

la presente Sentencia, provocaron una afectación psíquica y emocional de envergadura en la señora 

V.P.C. y sus hijos N.R.P., H.J.R.P. y V.A.R.P. Además, la Corte considera que, según quedó establecido, 

la señora V.P.C. y sus dos hijas V.R.P. y N.R.P., se vieron forzadas a salir de Nicaragua y solicitaron asilo 

en otro país. Esta situación provocó dificultades socio-económicas en la familia así como la pérdida de 

sus empleos en el caso de V.P.C. y H.J.R.P. y, en el caso de V.A.R.P., la pérdida de la posibilidad de 

culminar sus estudios universitarios.  

Reparaciones: La Corte determinó que la sentencia es por sí misma una forma de reparación y ordenó 

su publicación en el diario de mayor circulación del país, en el Diario Oficial y en un sitio web oficial del 

Estado; que el Estado debe investigar los hechos e identificar, juzgar y, en su caso, sancionar a los 

responsables; pagar una indemnización a las víctimas por concepto de compensación por daño 

inmaterial y por el reintegro de costas y gastos y otorgue a favor de V.R.P. una beca de estudio para 

poder sufragar los gastos necesarios para la conclusión de su formación profesional en el lugar donde 

resida. Como medidas de no repetición, el Estado debe fortalecer la capacidad institucional para 

enfrentar de forma integral la violencia sexual contra las niñas, niños y adolescentes, a través de la 

                                                           
156 Cfr. Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 156, y Caso Vereda La Esperanza 
Vs. Colombia, párr. 249. 
157 Cfr. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, párr. 114, y Caso Valencia Hinojosa 
y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C 
No. 327, párr. 142. 
158 Cfr. Caso Bámaca Velásquez Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 25 de noviembre de 2000. Serie C No. 70, párr. 163, y 
Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador, párr. 142. 
159 La Corte ha aplicado una presunción iuris tantum respecto de madres y padres, hijas e hijos, esposos y esposas, y 
compañeros y compañeras permanentes, por ejemplo, en casos de masacres, desapariciones forzadas de personas y 
ejecuciones extrajudiciales. Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, supra, párr. 119, y Caso Espinoza Gonzáles Vs. Perú, 
párr. 296. 
160 Cfr. Caso Valle Jaramillo y otros Vs. Colombia, supra, párr. 119, y Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador, párr. 143. 
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adopción de protocolos estandarizados de investigación y atención integral para casos de violencia 

sexual en perjuicio de niñas, niños y adolescentes, la creación de la figura del abogado de niñas, niños y 

adolescentes que brinde asistencia jurídica a víctimas de delitos en materia penal de forma gratuita y 

capacitación para funcionarios públicos. 

 

Caso Poblete Vilches y Otros vs. Chile (2018) 

Palabras clave: derecho a la salud, derechos económicos, sociales y culturales, personas mayores de edad 

como sujetos de derechos especiales, vulnerabilidad, derecho a la vida, derecho a la integridad personal, 

consentimiento informado, consentimiento por sustitución, acceso a la información. 

Hechos: En el caso concreto se presentaron dos ingresos al Hospital público Sótero del Río. Respecto del 

primero, el señor Poblete Vilches ingresó al hospital el 17 de enero de 2001 a causa de una insuficiencia 

respiratoria grave. Allí estuvo durante cuatro días hospitalizado en la unidad de cuidados intensivos 

médica. El 22 de enero de 2001 ingresó a la Unidad de Cuidados Intensivos Quirúrgica. Durante su 

primer ingreso se le practicó una intervención, cuando el paciente se encontraba inconsciente, sin haber 

obtenido el consentimiento de sus familiares. El 2 de febrero de 2001 el señor Poblete Vilches fue dado 

de alta de manera temprana, sin mayores indicaciones. Sus familiares tuvieron que contratar una 

ambulancia privada para trasladarlo a su domicilio, ya que el hospital no contaba con ambulancias 

disponibles. 

El 5 de febrero de 2001 ingresó por segunda ocasión el señor Poblete Vilches al mismo hospital, donde 

permaneció en la unidad de cuidados intermedia, no obstante la ficha médica disponía su internación en 

sala de cuidados intensivos. El señor Poblete Vilches requería de un respirador mecánico, pero esta 

asistencia, entre otras, no le fue prestada. El señor Poblete Vilches falleció el día 7 de febrero de 2001. 

En cuanto a las investigaciones que se realizaron para esclarecer su muerte y, en su caso, deslindar las 

responsabilidades correspondientes, entre otras, los familiares del señor Poblete Vilches presentaron una 

primera querella criminal en el año 2001, y una segunda querella en el año 2005. El 11 de diciembre de 

2006 el Juzgado Primero Civil ordenó el sobreseimiento de la causa; no obstante, el 17 de febrero de 2007 

desarchivo la causa. Nuevamente, el 30 junio de 2008 dictó el sobreseimiento de la causa y el 5 de agosto 

de 2008 ordenó su desarchivo. En la actualidad, no se han establecido las responsabilidades penales 

correspondientes por los hechos del presente caso. Por otra parte, se presentaron algunas afectaciones 

que sufrieron sus familiares con motivo del trato recibido a su familiar y en la búsqueda de justicia. 

Instrumentos citados: Convención Americana sobre Derechos Humanos, Carta de la OEA, Declaración 

Universal de Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 

Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, 

Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, Convención 

sobre los Derechos del Niño, Convención sobre la Protección de los Trabajadores Migratorios y sus 

Familiares, Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, Carta Social de las 

Américas, Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, Convención Interamericana sobre la 

Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores,  Declaración y Programa de Acción de 

Viena; Observaciones N° 3 , 4 , 5 , 6 , 14, 15 , 16 , 18 , 19  y 20 del Comité de Derechos, Económicos, Sociales 
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y Culturales de la Organización de las Naciones Unidas, Convención Interamericana sobre la Protección 

de los Derechos Humanos de las Personas Mayores,  

Puntos resolutivos: La Corte declaró al Estado internacionalmente responsable por la violación del 

derecho a la salud, de conformidad con el artículo 26 de la Convención Americana, del derecho a la vida, 

reconocido en el artículo 4 de la Convención Americana, del derecho a la integridad personal, reconocido 

en el artículo 5 de la Convención Americana; del derecho a obtener un consentimiento informado y 

acceso a la información en materia de salud, de conformidad con los artículos 26, 13, 7 y 11 de la 

Convención Americana; de los derechos a las garantías judiciales y protección judicial, reconocidos en 

los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana; a la integridad personal, reconocida en el artículo 

5.1 de la Convención Americana.  

 

Análisis de fondo:  

a) Derecho a la salud 

100. En la sentencia del caso Lagos del Campo Vs. Perú, la Corte desarrolló y concretó por primera vez una 

condena específica en forma autónoma del artículo 26 de la Convención Americana161, dispuesto en el 

Capítulo III, titulado Derechos Económicos, Sociales y Culturales de este tratado. Así, este Tribunal 

reiteró162 su competencia para conocer y resolver controversias relativas al artículo 26 de la Convención 

Americana, como parte integrante de los derechos enumerados en la misma, respecto de los cuales el 

artículo 1.1 confiere obligaciones generales de respeto y garantía a los Estados163. Asimismo, la Corte 

reiteró la interdependencia entre los derechos civiles y políticos y los derechos económicos, sociales, 

culturales y ambientales, puesto que deben ser entendidos integralmente y de forma conglobada como 

derechos humanos, sin jerarquía entre sí y exigibles en todos los casos ante aquellas autoridades que 

resulten competentes para ello164. 

102. En este sentido, la Corte resalta el Preámbulo de la Convención Americana, el cual estableció 

claramente la interdependencia y protección de tales derechos económicos y sociales en la Convención 

Americana, al disponer que: 

[…]  

Los Estados Americanos signatarios de la presente Convención, 

                                                           
161 Caso Lagos del Campo Vs. Perú. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 
2017. Serie C No. 340, párrs. 142 y 145.  
162 Cfr. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. Perú. Excepción Preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de julio de 2009 Serie C No 198, párr. 16, 17 y 100, y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, 
párr. 154.  
163 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú,  párrs. 142 y 154.  
164 Cfr. Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 141; Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la 
Contraloría”) Vs. Perú, supra, párr. 101. Ver también Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de mayo de 2013. Serie C No. 261, párr. 131; Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2015. Serie C No. 298, párr. 172; 
Opinión Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017. Serie A No. 23, párrs. 47, 51, 52 y 54, 57. En el mismo sentido: Cfr. 
ONU. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No 9: “La aplicación interna del Pacto”, 
U.N. Doc. E/C.12/1998/24, 3 de diciembre de 1998, párr. 10. Véanse también: TEDH, Caso Airey Vs. Irlanda, No. 6289/73. 
Sentencia de 9 de octubre de 1979, párr. 26, y Caso Sidabras y Dziautas Vs. Lituania, Nos. 55480/00 y 59330/00. Sentencia de 
27 de julio de 2004, párr. 47. Ver también: Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre (arts. VI, VII, XI-XVI, 
XXI-XXIII); Declaración y Programa de Viena, suscrito en el marco de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos celebrada 
por las Naciones Unidas en Viena, Austria, del 14 al 25 de junio de 1993; Carta Africana sobre los Derechos Humanos y de los 
Pueblos, aprobada el 27 de julio de 1981 durante la XVIII Asamblea de Jefes de Estado y Gobierno de la Organización de la 
Unidad Africana; Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de DESC, aprobado por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas el 10 de diciembre de 2008; Directrices de Maastricht sobre violaciones a los Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales de 1997; Principios de Limburgo de 1986, relativos a la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales. 
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[…] Reiterando que, con arreglo a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, sólo puede 

realizarse el ideal del ser humano libre, exento del temor y de la miseria, si se crean condiciones que 

permitan a cada persona gozar de sus derechos económicos, sociales y culturales, tanto como de sus 

derechos civiles y políticos, y 

Considerando que la Tercera Conferencia Interamericana Extraordinaria (Buenos Aires, 1967) aprobó la 

incorporación a la propia Carta de la Organización de normas más amplias sobre derechos económicos, 

sociales y educacionales y resolvió que una convención interamericana sobre derechos humanos 

determinara la estructura, competencia y procedimiento de los órganos encargados de esa materia, 

Han convenido en lo siguiente: […]165. 

103. Así, resulta claro interpretar que la Convención Americana incorporó en su catálogo de derechos 

protegidos los denominados derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA)166, a 

través de una derivación de las normas reconocidas en la Carta de laOrganización de los Estados 

Americanos (OEA), así como de las normas de interpretación dispuestas en el propio artículo 29 de la 

Convención167; particularmente, que impide limitar o excluir el goce de los derechos establecidos en la 

Declaración Americana e inclusive los reconocidos en materia interna (infra párr. 108). Asimismo, de 

conformidad con una interpretación168 sistemática, teleológica y evolutiva, la Corte ha recurrido al corpus 

iuris internacional y nacional en la materia para dar contenido específico al alcance de los derechos 

tutelados por la Convención169 (infra párr. 114), a fin de derivar el alcance de las obligaciones específicas 

de cada derecho.  

                                                           
165 El subrayado es agregado. En relación con las modificaciones a la Carta de la OEA. Véase también: OEA, Carta de la 
Organización de los Estados Americanos de 1948. “Reformada por el Protocolo de Reformas a la Carta de la Organización de 
los Estados Americanos ‘Protocolo de Buenos Aires’, suscrito el 27 de febrero de 1967, en la Tercera Conferencia 
Interamericana Extraordinaria, por el Protocolo de Reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos 
‘Protocolo de Cartagena de Indias’, aprobado el 5 de diciembre de 1985, en el decimocuarto período extraordinario de 
sesiones de la Asamblea General, por el Protocolo de Reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos 
‘Protocolo de Washington’, aprobado el 14 de diciembre de 1992, en el decimosexto período extraordinario de sesiones de 
la Asamblea General, y por el Protocolo de Reformas a la Carta de la Organización de los Estados Americanos ‘Protocolo de 
Managua’, adoptado el 10 de junio de 1993, en el decimonoveno período extraordinario de sesiones de la Asamblea General”, 
OEA Nº 1-C y 61. Disponible en: http://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_interamericanos_A-
41_carta_OEA.asp  
166 Paulatinamente, en el Sistema Interamericano se ha venido consolidando este concepto (DESCA). En 2014, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos adoptó la decisión de crear una “Relatoría Especial para los Derechos Económicos, 
Sociales, Culturales y Ambientales”, que entró en pleno funcionamiento en agosto de 2017. Véanse también: Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre pobreza y derechos humanos en las Américas, OEA/Ser.L/V/II.164, 7 
septiembre 2017, párr. 112, y “Medio ambiente y derechos humanos (obligaciones estatales en relación con el medio 
ambiente en el marco de la protección y garantía de los derechos a la vida y a la integridad personal - interpretación y alcance 
de los artículos 4.1 y 5.1, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos)”. Opinión 
Consultiva OC-23/17 de 15 de noviembre de 2017. Serie A No. 23, párr. 57.  
167 Cfr. En este sentido, el artículo 29 de la Convención, en sus incisos b) y d), establece que “[n]inguna disposición de la 
presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: […] b) limitar el goce y ejercicio de cualquier derecho o libertad 
que pueda estar reconocido de acuerdo con las leyes de cualquiera de los Estados Partes o de acuerdo con otra convención 
en que sea parte uno de dichos Estados; […] d) excluir o limitar el efecto que puedan producir la Declaración Americana de 
Derechos y Deberes del Hombre y otros actos internacionales de la misma naturaleza”.  
Es así que, conforme al referido artículo 29, el derecho a la salud reconocido por la Constitución de Chile se debe incorporar, 
para efectos del presente caso, a la interpretación y alcance del derecho tutelado en el artículo 26 de la Convención 
Americana. 
168 Cfr. Convención de Viena sobre Derechos de los Tratados de 1969, U.N. Doc A/CONF.39/27 (1969), 1155 U.N.T.S. 331. 
Entrada en vigor el 27 de enero de 1980. Véanse también las reglas generales de interpretación establecidas en los Principios 
de Limburgo, relativos a la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, anteriores a la 
Observación General No. 3 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales sobre la índole de las obligaciones de 
los Estados Partes en general, los cuales en su Principio 4 establecen: “[c]onforme a la Convención de Viena sobre el Derecho 
de los Tratados, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales  debería interpretarse de buena fe, 
teniendo en cuenta el objetivo y propósito, el sentido ordinario, el trabajo preparatorio y la práctica pertinente”.  
169 Inter alia, Cfr. El derecho a la información sobre la asistencia consular en el marco de las garantías del debido proceso 
legal. Opinión Consultiva OC-16/99 de 1 de octubre de 1999. Serie A No. 16, párr. 115; Caso González y otras (“Campo 
Algodonero”) Vs. México. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de noviembre de 2009. Serie 
C No. 205, párrs. 32, 43 y 59; Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 

http://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_interamericanos_A-41_carta_OEA.asp
http://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_multilaterales_interamericanos_A-41_carta_OEA.asp
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104. Asimismo, este Tribunal destaca que del contenido del artículo 26 se desprenden dos tipos de 

obligaciones. Por un lado, la adopción de medidas generales de manera progresiva y por otro lado la 

adopción de medidas de carácter inmediato. Respecto de las primeras, a las cuales hizo referencia el 

Estado en el presente caso, la realización progresiva significa que los Estados partes tienen la obligación 

concreta y constante de avanzar lo más expedita y eficazmente posible hacia la plena efectividad de los 

DESCA170, ello no debe interpretarse en el sentido que, durante su periodo de implementación, dichas 

obligaciones se priven de contenido específico, lo cual tampoco implica que los Estados puedan aplazar 

indefinidamente la adopción de medidas para hacer efectivos los derechos en cuestión, máxime luego de 

casi cuarenta años de la entrada en vigor del tratado interamericano. Asimismo, se impone por tanto, la 

obligación de no regresividad frente a la realización de los derechos alcanzados171. Respecto de las 

obligaciones de carácter inmediato, éstas consisten en adoptar medidas eficaces, a fin de garantizar el 

acceso sin discriminación a las prestaciones reconocidas para cada derecho. Dichas medidas deben ser 

adecuadas, deliberadas y concretas en aras de la plena realización de tales derechos172. En virtud de lo 

anterior, las obligaciones convencionales de respeto y garantía, así como de adopción de medidas de 

derecho interno (artículos 1.1 y 2), resultan fundamentales para alcanzar su efectividad.  

106. Respecto al derecho a la salud protegido por el artículo 26 de la Convención Americana, la Corte 

observa que los términos del mismo indican que se trata de aquel derecho que se deriva de las normas 

económicas, sociales y sobre educación, ciencia y cultura contenidas en la Carta de la OEA. Ahora bien, 

el artículo 34.i y 34.l173 de la Carta establece, entre los objetivos básicos del desarrollo integral, el de la 

“defensa del potencial humano mediante la extensión y aplicación de los modernos conocimientos de la 

ciencia médica”, así como de las condiciones que hagan posible una vida sana, productiva y digna. Por 

                                                           
2012. Serie C No. 239, párr. 83; y "Otros Tratados". Objeto de la Función Consultiva de la Corte (art. 64 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-1/82 de 24 de setiembre de 1982. Serie A No. 1, párr. 41. 
170 Cfr. ONU, Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 14: El derecho al disfrute del 
más alto nivel posible de salud, E/C.12/2000/4, 11 de agosto de 2000, párr. 31.  
171 Cfr. Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. Perú, supra, párrs. 102, 103. Véanse 
también: “Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador”. 
Inicialmente, el Grupo de Trabajo elaboró el Documento “Indicadores de progreso para medición de derechos contemplados 
en el Protocolo de San Salvador”, OEA/Ser.L/XXV.2.1; GT/PSS/doc.2/11 rev.2, de 16 diciembre 2011, realizado con base en 
las Normas y Lineamientos presentados por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Elevado a consulta a los 
Estados y la sociedad civil y aprobado por la Asamblea General en su XLII Período de Sesiones Ordinarias celebrado en 
Cochabamba, Bolivia, en junio de 2012 (AG/RES. 2713 (XLII-O/12). En dicha ocasión se abordaron los derechos a la seguridad 
social, a la salud y a la educación (pag. 13). Posteriormente, tras un segundo agrupamiento de derechos, el Grupo de Trabajo 
emitió los “Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo Adicional a la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales “Protocolo de San Salvador – 
Segundo agrupamiento de derechos”, OEA/Ser.L/XXV.2.1 GT/PSS/doc.9/13, aprobados por la Asamblea General de la OEA 
mediante la Resolución AG/RES. 2823 (XLIV-O/14), en la Segunda Sesión Plenaria de 4 de junio de 2014. Finalmente, en 2015, 
el Grupo de Trabajo incorporó ambos agrupamientos de derechos y fueron publicados bajo el título conjunto: “Indicadores 
de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”, OEA/Ser.D/XXVI.11 (2015). En 
esta ocasión se abordaron los derechos al trabajo y derechos sindicales, a la alimentación adecuada, al medio ambiente sano, 
y a los beneficios de la cultura (pág. 75).  
172 Cfr. ONU. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación General No. 3: La índole de las obligaciones 
de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del Pacto), U.N. Doc. E/1991/23, 14 de diciembre de 1990, párr. 9, y Observación 
General No. 14: El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud, supra, párr. 30. Particularmente en esta última, el 
Comité remarcó que “los Estados Partes tienen obligaciones inmediatas por lo que respecta al derecho a la salud, como la 
garantía de que ese derecho será ejercido sin discriminación alguna y la obligación de adoptar medidas en aras de la plena 
realización”. En el párrafo 2, el Comité señaló que “en el párrafo 2 del artículo 12 se indican, a título de ejemplo, diversas 
"medidas que deberán adoptar los Estados Partes a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho".   
173 Artículo 34 de la Carta de la OEA. - Los Estados miembros convienen en que la igualdad de oportunidades, la eliminación 
de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, así como la plena participación de sus pueblos en 
las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral. Para lograrlos, 
convienen asimismo en dedicar sus máximos esfuerzos a la consecución de las siguientes metas básicas: […] i) Defensa del 
potencial humano mediante la extensión y aplicación de los modernos conocimientos de la ciencia médica [y] l) Condiciones 
[…] que hagan posible una vida sana, productiva y digna.  
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su parte, el artículo 45.h174 destaca que “[la persona] solo puede alcanzar la plena realización de sus 

aspiraciones mediante la aplicación de principios y mecanismos”, entre ellos el: “h) Desarrollo de una 

política eficiente de seguridad social”.  

107. Asimismo, la Corte ha reiterado la integración de la Declaración Americana en la interpretación de 

la Carta de la OEA. Así, desde su Opinión Consultiva OC-10/89, la Corte señaló que:  

[…] Los Estados Miembros han entendido que la Declaración contiene y define aquellos derechos 

humanos esenciales a los que la Carta se refiere, de manera que no se puede interpretar y aplicar la 

Carta de la Organización en materia de derechos humanos, sin integrar las normas pertinentes de ella 

con las correspondientes disposiciones de la Declaración, como resulta de la práctica seguida por los 

órganos de la OEA175. 

108. Por su parte, el artículo 29.d de la Convención Americana dispone expresamente que: “ninguna 

disposición de la presente Convención puede ser interpretada en el sentido de: […] d) excluir o limitar el 

efecto que puedan producir la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre y otros actos 

internacionales de la misma naturaleza”. 

109. En este sentido, el artículo XI de la Declaración Americana permite identificar el derecho a la salud 

al referir que toda persona tiene derecho “a que su salud sea preservada por medidas sanitarias y sociales, 

relativas a la alimentación, el vestido, la vivienda y la asistencia médica, correspondientes al nivel que 

permitan los recursos públicos y los de la comunidad”. Tal disposición resulta relevante para definir el 

alcance del artículo 26, dado que “la Declaración Americana, constituye, en lo pertinente y en relación 

con la Carta de la Organización, una fuente de obligaciones internacionales”176.  

b) Corpus iuris internacional sobre el derecho a la salud 

114. Asimismo, el derecho a la salud está consagrado por un vasto corpus iuris internacional; inter alia: el 

artículo 25.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos; el artículo 12 del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el artículo 10 del Protocolo Adicional a la Convención 

Americana sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Además, el derecho a la salud se reconoce 

en el artículo 5 apartado e) de la Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación Racial; el artículo 12.1 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer; el artículo 24.1 de la Convención sobre los Derechos del Niño; el artículo 

28 de la Convención sobre la Protección de los Trabajadores Migratorios y sus Familiares, y el artículo 25 

de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Este derecho también se 

encuentra plasmado en varios instrumentos regionales de derechos humanos, como en el artículo 17 de 

la Carta Social de las Américas; el artículo 11 de la Carta Social Europea de 1961, en su forma revisada; 

el artículo 16 de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos, y recientemente en la 

Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores (cabe 

señalar que, sobre esta última, por razones de temporalidad, no resulta exigible en relación con los hechos 

                                                           
174 Artículo 45 de la Carta de la OEA.- Los Estados miembros, convencidos de que el hombre sólo puede alcanzar la plena 
realización de sus aspiraciones dentro de un orden social justo, acompañado de desarrollo económico y verdadera paz, 
convienen en dedicar sus máximos esfuerzos a la aplicación de los siguientes principios y mecanismos: […] h) Desarrollo de 
una política eficiente de seguridad social […]. 
175 Cfr. Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89 de 14 de julio de 1989. Serie A No. 10. párr. 
43, y Caso Lagos del Campo, párr. 143. 
176 Cfr. Interpretación de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre en el marco del artículo 64 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-10/89,  párrs. 43 y 45. 
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del caso en análisis). Además, el derecho a la salud ha sido reconocido en la sección II, apartado 41, de la 

Declaración y Programa de Acción de Viena, y en otros instrumentos y decisiones internacionales177.  

115. Por su parte, el Comité de Derechos, Económicos, Sociales y Culturales de la Organización de las 

Naciones Unidas (en adelante Comité DESC) se ha pronunciado sobre los deberes de los Estado en 

materia de salud, principalmente en su Observación General N° 14 sobre el derecho al disfrute del más 

alto nivel posible de salud178. Asimismo, se ha pronunciado sobre componentes del derecho a la salud en 

sucesivas Observaciones Generales Números: 3179, 4180, 5181, 6182, 15183, 16184, 18185, 19186 y 20187. En la región 

americana, el Grupo de Trabajo de la OEA para el análisis de los Informes Anuales sobre Indicadores de 

Progreso, también se ha referido al análisis del derecho a la salud188. 

116. Tomando en cuenta lo anterior, la Corte considera que de la consolidación del derecho a la salud se 

derivan diversos estándares aplicables al presente caso, relativos a prestaciones básicas y específicas de 

salud, particularmente frente a situaciones de urgencia o emergencia médica.  

Estándares sobre el derecho a la salud aplicables a situaciones de urgencia médica 

118. La Corte estima que la salud es un derecho humano fundamental e indispensable para el ejercicio 

adecuado de los demás derechos humanos. Todo ser humano tiene derecho al disfrute del más alto nivel 

posible de salud que le permita vivir dignamente189, entendida la salud190, no sólo como la ausencia de 

afecciones o enfermedades, sino también a un estado completo de bienestar físico, mental y social, 

                                                           
177 Resulta relevante para el análisis del derecho a la salud, la Observación General No. 14: “El derecho al disfrute del más alto 
nivel posible de salud”, del Comité DESC, la cual será abordada infra. Revisten también utilidad las Observaciones del Comité 
de los Derechos del Niño, en particular la Observación General No. 3: “El VIH/SIDA y los derechos del niño”, CRC/GC/2003/3 
(2003), así como la Observación General No. 4: “La salud y el desarrollo de los adolescentes en el contexto de la Convención 
sobre los Derechos del Niño”, CRC/GC/2003/4 (2003). Asimismo, la Recomendación General No. 24 del Comité sobre la 
Eliminación de la Discriminación contra la Mujer, “Artículo 12 de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer - La mujer y la salud” de 2 de febrero de 1999, A/54/38/Rev.1, y los Informes de Relatores 
Especiales de la Comisión de Derechos Humanos sobre el Derecho a la Salud. ONU. Comisión de Derechos Humanos, “La no 
Discriminación en la esfera de la Salud”, Resolución 1989/11. Aprobada en la 46ª Sesión de 2 de marzo de 1989.  
178 Cfr. ONU. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité DESC), Observación General (OG) No. 14: “El 
derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud”, E/C.12/2000/4, 11 de agosto de 2000. 
179 Cfr. ONU. Comité DESC, OG-No. 3: “La índole de las obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del art. 2 del Pacto)”, 
E/1991/23, 14 de diciembre de 1990, párrs. 3 y 10. 
180 Cfr. ONU. Comité DESC, OG-No. 4: “El derecho a una vivienda adecuada”, E/1992/23, 13 de diciembre de 1991, párr. 8. 
181 Cfr. ONU. Comité DESC, OG-5: “Las personas con discapacidad”, E/C.12/1994/13, 1994, párr. 34. 
182 Cfr. ONU. Comité DESC, OG-6: “Los derechos económicos, sociales y culturales de las personas mayores”, E/1996/22, 8 de 
diciembre de 2015, párrs. 5 y 34.  
183 Cfr. ONU. Comité DESC, OG-15: “El derecho al agua”, E/C.12/2002/11, 20 de enero de 2003, párrs. 3 y 8. 
184 Cfr. ONU. Comité DESC, OG-16: “La igualdad de derechos del hombre y la mujer al disfrute de los derechos económicos, 
sociales y culturales (artículo 3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales)”, E/C.12/2005/4, 11 
de agosto de 2005, párr. 29.  
185 Cfr. ONU. Comité DESC, OG-18: “El derecho al trabajo (artículo 6 del Pacto)”, E/C.12/GC/18, 6 de febrero de 2006, párr. 
12.  
186  Cfr. ONU. Comité DESC, OG-19: “El derecho a la seguridad social”, E/C.12/GC/19, 4 de febrero de 2008, párrs. 13 y 14.  
187 Cfr. ONU. Comité DESC, OG-20. “La no discriminación y los derechos económicos, sociales y culturales”, E/C.12/GC/20, 2 
de julio de 2009, párr. 33.  
188 Cfr. OEA. Grupo de Trabajo para el Análisis de los Informes Nacionales previstos en el Protocolo de San Salvador, 
“Indicadores de progreso para medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”, OEA/Ser.L/XXV.2.1; 
GT/PSS/doc.2/11 rev.2, de 16 diciembre 2011. “Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el 
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y 
culturales “Protocolo de San Salvador – Segundo agrupamiento de derechos”, OEA/Ser.L/XXV.2.1 GT/PSS/doc.9/13, e 
“Indicadores de progreso para la medición de derechos contemplados en el Protocolo de San Salvador”, OEA/Ser.D/XXVI.11 
(2015), págs. 43 a 53. Ver supra, nota 133. Este instrumento proporciona evidencias para valorar si los programas y el accionar 
estatal están alineados con estándares de derechos humanos. 
189 Cfr.  ONU, Comité DESC, OG-14, párr. 1.  
190 Cfr. inter alia, Preámbulo de la Constitución de la Organización Mundial de la Salud (OMS). Adoptada por la Conferencia 
Sanitaria Internacional, celebrada en Nueva York del 19 de junio al 22 de julio de 1946, firmada el 22 de julio de 1946 por los 
representantes de 61 Estados (Off. Rec. Wld Hlth Org.; Actes off. Org. mond. Santé, 2, 100), y entró en vigor el 7 de abril de 
1948. Las reformas adoptadas por la 26ª, la 29ª, la 39ª y la 51ª Asambleas Mundiales de la Salud (resoluciones WHA26.37, 
WHA29.38, WHA39.6 y WHA51.23), que entraron en vigor el 3 de febrero de 1977, el 20 de enero de 1984, el 11 de julio de 
1994 y el 15 de septiembre de 2005, respectivamente, se han incorporado sucesivamente a su texto. 
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derivado de un estilo de vida que permita alcanzar a las personas un balance integral. El Tribunal ha 

precisado que la obligación general se traduce en el deber estatal de asegurar el acceso de las personas a 

servicios esenciales de salud191, garantizando una prestación médica de calidad y eficaz, así como de 

impulsar el mejoramiento de las condiciones de salud de la población. 

119. En primer lugar, la operatividad de dicha obligación comienza con el deber de regulación, por lo 

que la Corte ha indicado que los Estados son responsables de regular con carácter permanente la 

prestación de servicios (tanto públicos como privados) y la ejecución de programas nacionales relativos 

al logro de una prestación de servicios de calidad192.  

120. En segundo lugar, tomado en cuenta la Observación General No. 14 del Comité DESC193, este 

Tribunal se ha referido a una serie de elementos esenciales e interrelacionados, que deben satisfacerse en 

materia de salud. A saber: disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y calidad194.  

121. En vista de ello, esta Corte estima que para efectos de las prestaciones médicas de urgencia, los 

Estados deben garantizar, al menos, los siguientes estándares:  

a) Respecto a la calidad, se debe contar con la infraestructura adecuada y necesaria para satisfacer las 

necesidades básicas y urgentes. Esto incluye cualquier tipo de herramienta o soporte vital, así como 

también disponer de recurso humano calificado para responder ante urgencias médicas.  

b) Respecto a la accesibilidad195, los establecimientos, bienes y servicios de emergencias de salud deben 

ser accesibles a todas las personas. La accesibilidad entendida desde las dimensiones superpuestas de 

no discriminación, accesibilidad física, accesibilidad económica y acceso a la información. Proveiendo 

de esta forma un sistema de salud inclusivo basado en los derechos humanos196.  

c) Respecto a la disponibilidad, se debe contar con un número suficiente de establecimientos, bienes y 

servicios públicos de salud, así como de programas integrales de salud. La coordinación entre 

establecimientos del sistema resulta relevante para cubrir de manera integrada las necesidades básicas 

de la población.   

d) Respecto de la aceptabilidad, los establecimientos y servicios de salud deberán respetar la ética médica 

y los criterios culturalmente apropiados. Además, deberán incluir una perspectiva de género, así como 

                                                           
191  Cfr. Mutatis mutandi, Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil. Sentencia de 4 de julio de 2006. Serie C No. 149, párr. 128. 
192 Cfr. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, supra, párr. 134, y Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, supra, párr. 99. 
193 ONU, Comité DESC, OG-14, supra, párr. 12. A este respecto, dicho Comité señaló que [e]l derecho a la salud en todas sus 
formas y a todos los niveles abarca los siguientes elementos esenciales e interrelacionados, cuya aplicación dependerá de las 
condiciones prevalecientes en un determinado Estado Parte: 
a) Disponibilidad. Cada Estado Parte deberá contar con un número suficiente de establecimientos, bienes y servicios públicos 
de salud y centros de atención de la salud, así como de programas […] [E]sos servicios incluirán los factores determinantes 
básicos de la salud, como agua limpia potable y condiciones sanitarias adecuadas, hospitales, clínicas y demás 
establecimientos relacionados con la salud, personal médico y profesional capacitado […] 
b) Accesibilidad. Los establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles a todos, sin discriminación alguna, 
dentro de la jurisdicción del Estado Parte […]; 
c) Aceptabilidad. Todos los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán ser respetuosos de la ética médica y 
culturalmente apropiados, […] y deberán estar concebidos para respetar la confidencialidad y mejorar el estado de salud de 
las personas de que se trate; 
d) Calidad. Además de aceptables desde el punto de vista cultural, los establecimientos, bienes y servicios de salud deberán 
ser también apropiados desde el punto de vista científico y médico y ser de buena calidad. Ello requiere, entre otras cosas, 
personal médico capacitado, medicamentos y equipo hospitalario científicamente aprobados y en buen estado, agua limpia 
potable y condiciones sanitarias adecuadas. 
194 Cfr. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, supra, párr. 152, y Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, párr. 235. 
195 La Corte ha señalado que los Estados tienen el deber de asegurar el acceso de las personas a servicios básicos de salud. 
Cfr. Caso Ximenes Lópes Vs. Brasil, párr. 128. 
196 Al respecto, la perita Alicia Ely Yamin destacó en el documento complementario de su declaración pericial que un enfoque 
de derechos humanos en las políticas de salud exige que el sistema de salud garantice acceso equitativo y disponibilidad de 
servicios aceptables, en conjunto con una atención de calidad (expediente de fondo, f. 754).  
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de las condiciones del ciclo de vida del paciente. El paciente debe ser informado sobre su diagnóstico 

y tratamiento, y frente a ello respetar su voluntad. 

122. En tercer lugar, y como condición transversal de la accesibilidad197, la Corte recuerda que el Estado 

está obligado a garantizar un trato igualitario a todas las personas que accedan a los servicios de salud, 

por lo que de conformidad con el artículo 1.1 de la Convención Americana no son permitidos tratos 

discriminatorios198, “por motivos de raza, color, sexo, […] posición económica, nacimiento o cualquier 

otra condición social”199. Al respecto, los criterios específicos en virtud de los cuales está prohibido 

discriminar, según el artículo 1.1 de la Convención Americana, no son un listado taxativo o limitativo 

sino meramente enunciativo. Por el contrario, la redacción de dicho artículo deja abiertos los criterios con 

la inclusión del término “otra condición social” para incorporar así a otras categorías que no hubiesen 

sido explícitamente indicadas”200. Así, la Corte ha señalado que la edad, es también una categoría 

protegida por esta norma201. En este sentido, la prohibición por discriminación relacionada con la edad 

cuando se trata de las personas mayores, se encuentra tutelada por la Convención Americana. Esto 

comporta, entre otras cosas, la aplicación de políticas inclusivas para la totalidad de la población y un 

fácil acceso a los servicios públicos202.  

123. Al respecto, la Corte reitera que el derecho a la igualdad y no discriminación abarca dos 

concepciones: una negativa relacionada con la prohibición de diferencias de trato arbitrarias, y una 

positiva relacionada con la obligación de los Estados de crear condiciones de igualdad real frente a 

grupos que han sido históricamente excluidos o que se encuentran en mayor riesgo de ser 

discriminados203. En tal sentido, la adopción de medidas positivas se acentúa en relación con la protección 

de personas en situación de vulnerabilidad o en situación de riesgo, quienes deben tener garantizado el 

acceso a los servicios médicos de salud en vía de igualdad. 

124. En cuarto lugar, la Corte sostuvo en el caso Suárez Peralta que el Estado debe prever mecanismos de 

supervisión y fiscalización estatal de las instituciones de salud, tanto públicas como privadas204. Al 

respecto, la Corte ha señalado que cuando se trata de competencias esenciales relacionadas con la 

                                                           
197 Véase: ONU. Comité DESC, Observación General No. 14, supra, párr. 12. Al respecto, se expresa en la misma que la 
accesibilidad presenta cuatro dimensiones superpuestas, una de ellas es la no discriminación, la cual consiste en que los 
establecimientos, bienes y servicios de salud deben ser accesibles, de hecho y de derecho, a los sectores más vulnerables y 
marginados de la población, sin discriminación alguna por cualquiera de los motivos prohibidos. 
198  Cfr. Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, supra, Preámbulo 
y artículo 5. Véase también el Preámbulo de la Constitución de la OMS, supra, párr. 3, que establece que [e]l goce del grado 
máximo de salud que se pueda lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, 
religión, ideología política o condición económica o social. 
199 Cfr. Inter alia: Caso Veliz Franco y Otros Vs. Guatemala. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 19 de mayo de 2014. Serie C No. 277, párr. 204;  Caso Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, supra, párr. 288; Caso 
Velásquez Paiz y Otros Vs. Guatemala, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de 
noviembre de 2015. Serie C No. 307, párrs. 173 y 174; Caso Duque Vs. Colombia, Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 26 de febrero de 2016. Serie C No. 310, párr. 90, Caso Flor Freire Vs. Ecuador. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2016. Serie C No. 315, párrs. 111 y 112; Caso 
Trabajadores de la Hacienda Verde Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 20 de 
octubre de 2016. Serie C No. 318, párr. 335, Caso I.V. Vs. Bolivia. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 30 de noviembre de 2016. Serie C No. 329, párr. 240, e Identidad de género, e igualdad y no discriminación a 
parejas del mismo sexo.  Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017. Serie A No. 24, párr. 67.  
200 Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile, párr. 85.  
201 Cfr. Condición jurídica y derechos de los migrantes indocumentados. Opinión Consultiva OC-18/03 de 17 de septiembre 
de 2003. Serie A No. 18, párr. 101, y Comité DESC. Observación General No. 20, supra, párrs. 27 y 29. Por su parte, el Comité 
DESC ha encuadrado esta categoría también dentro de la enunciación “otra condición social”. 
202  Cfr. Mutatis mutandi, Caso Comunidad indígena Yakye Axa Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 
de junio de 2005. Serie C No. 125, párr. 164; Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek. vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 24 de agosto de 2010. Serie C Nº 214, párr. 233. 
203 Cfr. Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, párr. 267. 
204  Cfr. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, párr. 149, y Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, párr. 141. 
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supervisión y fiscalización de la prestación de servicios de interés público, como la salud, la atribución 

de responsabilidad puede surgir por la omisión en el cumplimiento del deber de supervisar la prestación 

del servicio para proteger el bien respectivo205. La Corte ha sostenido que “una eventual atención médica 

en instituciones sin la debida habilitación, sin estar aptas en su infraestructura o en su higiene para 

brindar prestaciones médicas, o por profesionales que no cuenten con la debida calificación para tales 

actividades, podría conllevar una incidencia trascendental en los derechos a la vida o a la integridad del 

paciente”206. De esta forma, dicha obligación de supervisión y fiscalización se debe actualizar de manera 

constante, particularmente cuando de los servicios de urgencia médica se trate207. 

Respecto de las personas mayores en materia de salud 

126. Este Tribunal, verifica el importante desarrollo y consolidación de estándares internacionales en esta 

materia. Así, el artículo 17 del Protocolo de San Salvador, contempla el derecho a la salud de las personas 

mayores208; el Protocolo de la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos relativo a los 

Derechos de las Personas de Edad en África209, y la Carta Social Europea210. Particular atención merece la 

reciente adopción de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 

Personas Mayores211, la cual reconoce que la persona mayor tiene derecho a su salud física y mental, sin 

ningún tipo de discriminación, entre otras212. Asimismo, observa demás desarrollos en la materia, tales 

como: los Principios de las Naciones Unidas en Favor de las Personas de Edad213, el Plan de Acción 

Internacional de Viena sobre Envejecimiento214, la Proclamación sobre el Envejecimiento215, la 

Declaración Política y el Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento216, así como 

otros de carácter regional, tales como: la Estrategia Regional de Implementación para América Latina y 

                                                           
205 Cfr. Caso Albán Cornejo y otros Vs. Ecuador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2007. Serie 
C No. 171, párr. 119.  
206 Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, supra, párr. 149. 
207  Cfr. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, supra, párr. 152.  
208 OEA. Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales “Protocolo de San Salvador”. Adoptado por la Asamblea General de la Organización de Estados 
Americanos el 17 de noviembre de 1988 en San Salvador. Entrada en vigor el 16 de Noviembre de 1999. Hasta la actualidad 
no ha sido ratificado por el Estado de Chile. Artículo 17. Toda persona tiene derecho a protección especial durante su 
ancianidad. En tal cometido, los Estados partes se comprometen a adoptar de manera progresiva las medidas necesarias a 
fin de llevar este derecho a la práctica y en particular a: a) proporcionar instalaciones adecuadas, así como alimentación y 
atención médica especializada a las personas de edad avanzada que carezcan de ella y no se encuentren en condiciones de 
proporcionársela por sí mismas; b) ejecutar programas laborales específicos destinados a conceder a los ancianos la 
posibilidad de realizar una actividad productiva adecuada a sus capacidades respetando su vocación o deseos; c) estimular la 
formación de organizaciones sociales destinadas a mejorar la calidad de vida de los ancianos ∞. 
209 Adoptado en la 26ª Sesión Ordinaria de la Asamblea de la Unión Africana celebrada en Addis Abeba, Etiopía, el 31 de junio 
de 2016. En su artículo 15.1 dispone la obligación de los Estados africanos  
de “[…] garantizar los derechos de las personas mayores a acceder a servicios de salud que satisfagan sus necesidades 
específicas […]”.  
210  Consejo de Europa (Estrasburgo). Carta Social Europea, supra. En su artículo 23, dispone el derecho de las personas de 
edad avanzada a protección social y establece el compromiso de los Estados Partes para adoptar o promover medidas 
apropiadas orientadas a garantizar el ejercicio efectivo de este derecho.  
211 OEA. Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, supra. Ratificada 
por Chile el 7 de noviembre de 2017. supra.  
212  Artículo 19. Derecho a la salud. La persona mayor tiene derecho a su salud física y mental, sin ningún tipo de discriminación 
[…].  
213 ONU. Asamblea General, Principios de las Naciones Unidas en Favor de las Personas de Edad. Aprobados mediante 
Resolución 46/91 de 16 de diciembre de 1991. 
214 Adoptado en la “Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento” el 6 de agosto de 1982 y aprobado por la Asamblea General 
de la Organización de las Naciones Unidas mediante Resolución 37/51. 
215  ONU. Asamblea General, Proclamación sobre el Envejecimiento. Aprobada mediante Resolución 47/5 de 16 de octubre 
de 1992. 
216  ONU. Asamblea General, Declaración Política y Plan de Acción Internacional de Madrid sobre el Envejecimiento.  Informe 
de la Segunda Asamblea Mundial sobre el Envejecimiento, A/CONF.197/9, 12 de abril de 2002. 
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el Caribe217, la Declaración de Brasilia218, el Plan de Acción de la Organización Panamericana de la Salud 

sobre la Salud de las Personas Mayores, incluido el Envejecimiento Activo y Saludable219, la Declaración 

de Compromiso de Puerto España220, la Carta de San José sobre los Derechos de las Personas Mayores de 

América Latina y el Caribe221.  

127. Tales instrumentos internacionales reconocen un catálogo mínimo de derechos humanos222, cuyo 

respeto es imprescindible para el más alto desarrollo de la persona mayor en todos los aspectos de su 

vida y en las mejores condiciones posibles, destacando en particular el derecho a la salud. Asimismo, las 

personas mayores, tienen derecho a una protección reforzada y, por ende, exige la adopción de medidas 

diferenciadas223. Respecto al derecho a la salud, sea en la esfera privada como en la pública, el Estado 

tiene el deber de asegurar todas las medidas necesarias a su alcance, a fin de garantizar el mayor nivel 

de salud posible, sin discriminación. Se desprende también un avance en los estándares internacionales 

en materia de derechos de las personas mayores224, al entender y reconocer la vejez de manera digna y 

por ende el trato frente a ella225. Así, resalta en la región diversas agendas de mayor inclusión del adulto 

mayor en las políticas públicas226, a través programas de sensibilización y valorización del adulto mayor 

en la sociedad, la creación de planes nacionales para abordar el tema de la vejez de manera integral, así 

como también sus necesidades, la promulgación de leyes y la facilitación del acceso a sistemas de 

seguridad social. 

                                                           
217  ONU. CEPAL, Estrategia Regional de Implementación para América Latina y el Caribe del Plan de Acción Internacional de 
Madrid sobre el Envejecimiento, LC/G.2228. Adoptada en la Conferencia Regional Intergubernamental sobre Envejecimiento 
el 21 de noviembre de 2003.  
218 ONU. CEPAL, Declaración de Brasilia. Adoptada en la Segunda Conferencia Regional Intergubernamental sobre 
Envejecimiento en América Latina y el Caribe,el 6 de diciembre de 2007, LC/G.2359/Rev.1.  
219   OMS. Organización Panamericana de la Salud, Informe Final del 49º Consejo Directivo en la 61ª Sesión del Comité 
Regional, Res. CD49.R15,  2 de octubre del 2009. 
220   Adoptada en la Quinta Cumbre de las Américas celebrada en Puerto España, Trinidad y Tobago, el 19 de abril de 2009, 
OEA/Ser.E CA-V/DEC.1/09. 
221  ONU. CEPAL, Carta de San José sobre los Derechos de las Personas Mayores de América Latina y el Caribe. Adoptada en 
la Tercera Conferencia Regional Intergubernamental sobre Envejecimiento en América Latina y el Caribe el 11 de mayo de 
2012, LC/G.2537. 
222 Algunos de ellos son el derecho a la salud, a la vida, a la no discriminación basada en la edad, a un trato digno, la prohibición 
de tratos crueles o degradantes, y el derecho de acceso a la información personal. 
223  La comunidad internacional comenzó a subrayar la situación de las personas de edad en el Plan de Acción Internacional 
de Viena sobre el Envejecimiento y las siguientes declaraciones siguieron fomentando la concienciación internacional sobre 
las necesidades esenciales para el bienestar de las personas de edad, entre las medidas diferenciadas que se adoptaron se 
destacan tanto en el Sistema Universal como en el Sistema Regional. Respecto al Sistema Universal, se mencionan medidas 
particulares, como promover y proteger los derechos humanos y eliminar la discriminación, el abandono, el abuso y la 
violencia contra las personas mayores; actividades de promoción de la salud y el acceso universal de las personas de edad a 
los servicios de salud durante toda la vida como pilar del envejecimiento con salud. Respecto al Sistema Regional, se 
mencionan medidas tales como, promoción de una cobertura universal de las personas mayores a los servicios de salud, 
incorporando el envejecimiento como componente esencial de las legislaciones y políticas nacionales de salud; impulsar el 
acceso equitativo a los servicios de salud integral, oportuna y de calidad, de acuerdo con las políticas públicas de cada país, y 
fomentar el acceso a los medicamentos básicos de uso continuado para las personas de edad; fortalecimiento de la 
prevención y el manejo de enfermedades crónicas y otros problemas de salud de las personas mayores. 
224 Cfr. OEA. Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, supra. 
Ratificada por Chile el 7 de noviembre de 2017. 
225  Se destaca la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, que 
estandariza garantías muy relevantes que ningún otro instrumento internacional vinculante había considerado anteriormente 
de manera explícita en el caso de las personas mayores, como la conjunción entre el derecho a la vida y la dignidad en la 
vejez, o el derecho a la independencia y la autonomía.   
226 El Mercado Común del Sur (MERCOSUR) forma parte la Reunión de Altas Autoridades sobre Derechos Humanos y 
Cancillerías del MERCOSUR y Estados Asociados. En el 2016 el Instituto de Políticas Públicas en Derechos Humanos (IPPDH) 
del MERCOSUR realizó una publicación titulada: “Personas mayores: hacia una agenda regional de derechos”,  en la cual se 
puede apreciar los avances de los países miembros en la consolidación de los derechos de los adultos mayores en la región. 
Cfr. IPPDH-MERCOSUR, “Personas mayores: hacia una agenda regional de derechos”, noviembre de 2016, págs. 55 a 156. 
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128. Por su parte, la Observación General N°6 del Comité de DESC de la ONU227, resalta el deber de los 

Estados Partes del Pacto (PIDESC) de tener presente que mantener medidas de prevención, mediante 

controles periódicos, adaptados a las necesidades de las mujeres y de los hombres de edad, cumple un 

papel decisivo; y también la rehabilitación, conservando la funcionalidad de las personas mayores, con 

la consiguiente disminución de costos en las inversiones dedicadas a la asistencia sanitaria y a los 

servicios sociales228. Al respecto, en la Observación General Nº 14 del Comité DESC se detallan las 

cuestiones sustantivas que se derivan de la aplicación del derecho a la salud y se tratan cuestiones 

concretas relacionadas con las personas mayores, incluida “la prevención, la curación y la rehabilitación 

[…] destinadas a mantener la funcionalidad y la autonomía de las personas mayores […] [y] la prestación 

de atenciones y cuidados a los enfermos crónicos y en fase terminal, ahorrándoles dolores evitables y 

permitiéndoles morir con dignidad”229. Asimismo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (en 

adelante TEDH) se ha referido también respecto a la protección de los derechos de las personas 

mayores230. 

130. En este sentido, esta Corte destaca como un hecho ineludible que la población está envejeciendo231 

de manera constante y considerable232. El cambio vertiginoso del escenario demográfico en los países de 

la región233 presenta retos y desafíos, por lo cual este impacto en los derechos humanos hace necesario 

que los Estados se involucren para dar respuesta de manera integral, a fin de que las personas mayores 

sean reconocidas como sujetos de derechos especiales desde la prevención y promoción de salud. Para 

ello, resulta necesario también el involucramiento por parte de la sociedad a fin de brindar a las personas 

adultas mayores de calidad de vida. Al respecto, el perito Dr. Javier Santos, precisó en audiencia que:   

“El adulto mayor es un paciente vulnerable en general; es un paciente que va a necesitar no solamente 

del médico sino de la sociedad para llevarlo adelante. Ya no se habla más de expectativa de vida […] [s]e 

habla de años de vida libre de enfermedad […] por eso es que necesita el apoyo de todo el Estado. Nos 

tenemos que involucrar todos para que tengamos la mayor cantidad de años de vida [de calidad]234 […] 

[t]odos vamos a envejecer si tenemos suerte […]. Lo que tenemos que hacer es formar gente y formar el 

medio, la sociedad para que tengamos el lugar correcto para ser tratados”235. 

131. La Corte nota que, en muchas situaciones, se presenta una particular vulnerabilidad de las personas 

mayores frente al acceso a la salud. Sobre el particular, resalta la existencia de diversos factores como las 

limitaciones físicas, de movilidad, la condición económica o la gravedad de la enfermedad y 

posibilidades de recuperación. Asimismo, en determinadas situaciones, dicha vulnerabilidad se 

                                                           
227 Cfr. ONU. Comité DESC, Observación General No. 6. 
228 Cfr. ONU. Comité DESC, Observación General No. 6, párr. 35. 
229  Cfr. ONU. Comité DESC, Observación General No. 14, párr. 35. 
230  Cfr. TEDH, Caso Sawoniuk Vs. Reino Unido, No. 63716/00. Sentencia de 20 de mayo de 2001; Caso Farbtuhs Vs. Letonia 
(Fondo y Satisfacción Equitativa), No. 4672/02. Sentencia de 2 de diciembre de 2004, y Caso Dodov Vs. Bulgaria, No. 59548/00. 
Sentencia de 17 de enero de 2008, párrs. 80 y 81.  
231 Cfr. ONU. Alto Comisionado de la ONU para los Derechos Humanos, “Estándares normativos en el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos en relación con las personas de edad”, A/HRC/18/37, agosto de 2012, párr. 9.  Al respecto, el 
Relator Especial destaca que el problema más importante que plantea el envejecimiento mundial es el de garantizar el 
ejercicio de los derechos humanos a las personas mayores, para lo cual es imprescindible que se tomen medidas para 
erradicar su discriminación y exclusión.  
232 Cfr. OMS, “Social Development and Ageing: Crisis or Opportunity”. Panel especial sobre envejecimiento y desarrollo social 
dentro del Foro 2000 celebrado en Ginebra, pág. 4, y ONU. Comité DESC, OG- 6, párr. 1. 
233 Cfr. ONU. División de Población, “World Population Prospects: The 2015 Revision, Key Findings and Advance Tables”, 
Working Paper, Nº 241. ESA/P/WP.241, 2015. Disponible en: http://esa.un.org/unpd/wpp/  
Asimismo: ONU. CEPAL, “Derechos de las personas mayores: retos para la interdependencia y autonomía”, LC/CRE.4/3, 2017, 
págs. 15 a 50. 
234 Declaración rendida por el perito, Dr. Javier Alejandro Santos, especialista en geriatría y gerontología, ante la Corte en la 
audiencia pública del Caso Poblete Vilches Vs. Chile, el 19 de octubre de 2017 (Transcripción de audiencia pública, pág. 96). 
235 Declaración rendida por el perito, Dr. Javier Alejandro Santos, págs. 55 y 60.  

http://esa.un.org/unpd/wpp/
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encuentra incrementada en razón del desequilibrio de poder que existe en la relación médico - paciente236, 

por lo que resulta indispensable que se garantice al paciente, de manera clara y accesible, la información 

necesaria y el entendimiento de su diagnóstico o situación particular, así como de las medidas o 

tratamientos para enfrentar tal situación (infra párr. 162).  

132. En vista de lo anterior, la Corte resalta la importancia de visibilizar a las personas mayores como 

sujetos de derechos con especial protección y por ende de cuidado integral, con el respeto de su 

autonomía e independencia237. El Tribunal ha sostenido que, al menos, estos “deben tener protegida su 

salud en caso de enfermedades crónicas y en fase terminal”238. Por lo tanto, esta Corte considera que, 

respecto de las personas adultas mayores, como grupo en situación de vulnerabilidad, existe una 

obligación reforzada de respeto y garantía de su derecho a la salud239. Lo anterior se traduce en la 

obligación de brindarles las prestaciones de salud que sean necesarias de manera eficiente y continua. En 

consecuencia, el incumplimiento de dicha obligación surge cuando se les niega el acceso a la salud o no 

se garantiza su protección, pudiendo también ocasionar una vulneración de otros derechos. 

140. Frente a ello, esta Corte afirma que la edad de una persona no debe ser una causa que obstaculice su 

desarrollo humano y por tanto el acceso a la protección de su salud. Sobre el particular, la Corte reitera 

que las personas mayores son sujetos de protección, en vista de su situación de vulnerabilidad y recaen 

en el Estado obligaciones reforzadas respecto de la protección y garantía de su derecho a la salud. 

c) Derecho a la vida 

145. La Corte ha señalado que el derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce pleno 

es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos. En virtud de este papel 

fundamental que se le asigna en la Convención, los Estados tienen la obligación de garantizar la creación 

de las condiciones que se requieran para que no se produzcan violaciones de ese derecho240.  

147. Sobre el particular, en materia de salud, la Corte estima que no toda muerte acaecida por 

negligencias médicas debe ser atribuida al Estado internacionalmente241. Para ello, corresponderá 

atender las circunstancias particulares del caso.  

148. Para efectos de determinar la responsabilidad internacional del Estado en casos de muerte en el 

contexto médico, es preciso acreditar los siguientes elementos: a) cuando por actos u omisiones se niegue 

a un paciente el acceso a la salud en situaciones de urgencia médica o tratamientos médicos esenciales, a 

pesar de ser previsible el riesgo que implica dicha denegación para la vida del paciente; o bien, b) se 

acredite una negligencia médica grave242; y c) la existencia de un nexo causal, entre el acto acreditado y 

                                                           
236  Cfr. Documento complementario a la declaración pericial de la perita Alicia Ely Yamin, supra (expediente de fondo, f. 762). 
En el mismo, la especialista destacó que “[…] la relación desigual de poder entre el médico y el paciente puede verse 
exacerbada por las relaciones desiguales de poder que históricamente han contribuido a la marginalización, exclusión y/o 
discriminación de grupos vulnerables en virtud de la condición o situación social o económica. Estas relaciones estructurales 
de poder tienen el potencial de exacerbar la posición dominante y persistente, que constituye de forma consciente o 
inconsciente la base de prácticas que refuerzan la posición de los pacientes como dependientes y subordinadas, en lugar de 
seres humanos con autonomía y dignidad […]”.  Véase también Caso I.V. Vs. Bolivia, párr. 160. 
237 Cfr. MERCOSUR. Comisión Permanente sobre Personas Adultas Mayores, “Campaña Regional: Vivir con dignidad y 
derechos a todas las edades”, Acta de Plenario XXX, MERCOSUR/RAADH/ACTA N° 02/17. 
238  Caso Comunidad Indígena Yake Axa Vs. Paraguay, párr. 175. 
239  Cfr. Mutatis mutandi, Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, supra, párr. 201, y Caso Gonzales Lluy y otros Vs. Ecuador, 
párr. 311. 
240 Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, supra, párr. 124;  Caso Artavia Murillo y otros (Fecundación in vitro) Vs. Costa Rica. 
Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 28 noviembre de 2012 Serie C No. 257, párr. 172, y 
Comunidad Garífuna de Punta Piedra y sus miembros Vs. Honduras, Excepciones Preliminares, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 8 de octubre de 2015. Serie C No. 304, párr. 262.  
241 TEDH, Caso Lopes de Sousa Fernandes vs. Portugal, No. 56080/13. Sentencia de 19 de diciembre de 2017, párrs. 194, 195 
y 196. 
242 Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, supra, párrs. 120 a 122, 146 y 150. y Caso Vera Vera y otra Vs. Ecuador, párrs. 54 y 65.  
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el daño sufrido por el paciente243. Cuando la atribución de responsabilidad proviene de una omisión, se 

requiere verificar la probabilidad de que la conducta omitida hubiese interrumpido el proceso causal que 

desembocó en el resultado dañoso. Dichas verificaciones deberá tomar en consideración la posible 

situación de especial vulnerabilidad del afectado244, y frente a ello las medidas adoptadas para garantizar 

su situación245. 

151. Respecto del nexo causal, la Corte estima que no se puede imputar causalmente el resultado dañino 

a la falta de atención de la salud, porque se trata de una omisión, y es de toda evidencia que las omisiones 

no “causan”, si no que dejan andar una causalidad que “debía” ser interrumpida por la conducta 

jurídicamente ordenada. En consecuencia, siempre se debe valorar sobre una probabilidad acerca de la 

interrupción de una causalidad que no se interrumpió. Dado ello, lo probado en el caso, existía una alta 

probabilidad de que una asistencia adecuada en materia de salud hubiese al menos prolongado la vida 

del señor Poblete Vilches, por lo cual debe concluirse que la omisión de prestaciones básicas en materia 

de salud afectó su derecho a la vida (artículo 4 de la Convención).  

d) Derecho a la integridad personal 

152. En relación con el artículo 5.1 de la Convención, la Corte ha establecido que la integridad personal 

se halla directa e inmediatamente vinculada con la atención a la salud humana246, y que la falta de 

atención médica adecuada puede conllevar la vulneración del artículo 5.1 de la Convención247. En este 

sentido, la Corte ha sostenido que la protección del derecho a la integridad personal supone la regulación 

de los servicios de salud en el ámbito interno, así como la implementación de una serie de mecanismos 

tendientes a tutelar la efectividad de dicha regulación248 (supra párr. 124). Por tanto, esta Corte ha 

señalado que, a los efectos de dar cumplimiento a la obligación de garantizar el derecho a la integridad 

personal y en el marco de la salud, los Estados deben establecer un marco normativo adecuado que regule 

la prestación de servicios de salud, estableciendo estándares de calidad para las instituciones públicas y 

privadas, que permita prevenir cualquier amenaza de vulneración a la integridad personal en dichas 

prestaciones249. 

e) Derecho al consentimiento informado en materia de salud y  acceso a la información 

160. (…) este Tribunal comprende que el consentimiento informado es parte del elemento de la 

accesibilidad de la información (supra párr. 121) y por tanto del derecho a la salud (artículo 26). Por ello, 

el acceso a la información –contemplado en el artículo 13 de la CADH–, adquiere un carácter 

instrumental250 para garantizar y respetar el derecho a la salud. Así el derecho al acceso a la información 

es una garantía para hacer realidad la derivación del derecho contemplado en el artículo 26 de 

Convención, con la posibilidad de que se acrediten otros derechos relacionados, de acuerdo con las 

                                                           
243 Cfr. Mutatis mutandi, TEDH, Caso Lopes de Sousa Fernandes vs. Portugal, párr. 195. 
244 Cfr. Caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek Vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de agosto de 
2010. Serie C No. 214. párr. 227, y Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, párr. 134.   
245  Caso Ximenes Lopes Vs. Brasil, párr. 125.  
246 Cfr. Caso Albán Cornejo y otros, supra, párr. 117, y Caso Vera Vera y otra Vs. Ecuador, párr. 43. 
247 Cfr. Caso Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas).  
Sentencia de 5 de julio de 2006. Serie C  No. 150, párr. 103, y Caso Vera Vera y otra, párr. 44. 
248 Cfr. Caso Gonzales Lluy Vs. Ecuador, supra, párrs. 171, y Caso Albán Cornejo y otros, supra, párr. 121; Véase también: TEDH 
Caso Lazar Vs. Rumania, No. 32146/05. Sección Tercera. Sentencia de 16 de mayo de 2010, párr. 66; Caso Z Vs. Polonia, No. 
46132/08. Sección Cuarta. Sentencia de 13 de noviembre de 2012, párr. 76, y ONU, Comité DESC, OG- 14, párr. 12, 33, 35, 36 
y 51.  
249 Cfr. Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, párr. 132. 
250 Cfr. Opinión Consultiva OC-23/17, párr. 211. […] En el mismo sentido, la jurisprudencia interamericana ha reconocido el 
carácter instrumental de ciertos derechos de la Convención Americana, tales como el derecho de acceso a la información, en 
la medida en que permiten la satisfacción de otros derechos en la Convención, incluidos el derecho a la salud, la vida o la 
integridad personal[…]. 
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particularidades del caso en concreto. En este sentido, y siendo que persiste el alcance de la controversia 

en relación con aspectos puntuales del consentimiento a favor de los familiares, a continuación esta Corte 

se pronunciará sobre: i) el consentimiento por representación o sustitución, y ii) la alegada violación del 

artículo 11 y 7 en perjuicio de los familiares. 

f) Consentimiento por sustitución y acceso a la información en materia de salud a favor de los 

familiares 

161. Respecto del derecho a obtener un consentimiento informado, la Corte ha reconocido que el artículo 

13 de la Convención Americana incluye el derecho a buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 

toda índole251, lo cual protege el derecho de acceso a la información, incluyendo información relacionada 

con la salud de las personas252. En este sentido, se estableció que el consentimiento informado consiste 

“en una decisión previa de aceptar o someterse a un acto médico en sentido amplio, obtenida de manera 

libre, es decir sin amenazas ni coerción, inducción o alicientes impropios, manifestada con posterioridad 

a la obtención de información adecuada, completa, fidedigna, comprensible y accesible, siempre que esta 

información haya sido realmente comprendida, lo que permitirá el consentimiento pleno del individuo”. 

Esta regla no sólo consiste en un acto de aceptación, sino en el resultado de un proceso en el cual deben 

cumplirse los siguientes elementos para que sea considerado válido, a saber que sea previo, libre, pleno 

e informado253. Al respecto, como regla general, el consentimiento es personal, en tanto debe ser brindado 

por la persona que accederá ́ al procedimiento254.   

162. La Corte ha dispuesto también que los prestadores de salud deberán informar al paciente, al menos, 

sobre: i) la evaluación del diagnóstico; ii) el objetivo, método, duración probable, beneficios y riesgos 

esperados del tratamiento propuesto; iii) los posibles efectos desfavorables del tratamiento propuesto; 

iv) las alternativas de tratamiento, incluyendo aquellas menos intrusivas, y el posible dolor o malestar, 

riesgos, beneficios y efectos secundarios del tratamiento alternativo propuesto; v) las consecuencias de 

los tratamientos, y vi) lo que se estima ocurrirá antes, durante y después del tratamiento255 . 

166. En vista de lo anterior, la Corte entiende que el consentimiento por representación o sustitución se 

actualiza cuando se ha comprobado que el paciente, por su especial condición, no se encuentra en la 

capacidad de tomar una decisión en relación a su salud, por lo cual esta potestad le es otorgada a su 

representante, autoridad, persona, familiar o institución designada por ley. Sin embargo, cualquier 

limitación en la toma de decisiones tiene que tener en cuenta las capacidades evolutivas del paciente, y 

su condición actual para brindar el consentimiento256. Esta Corte considera que entre los elementos 

necesarios para otorgar el consentimiento informado por parte de sus familiares, este también debe de 

                                                           
251 Cfr. Caso “La Última Tentación de Cristo” (Olmedo Bustos y otros) Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 
de febrero de 2001. Serie C No. 73, párr. 64 y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, párr. 89. 
252 Cfr. Caso Claude Reyes y otros Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C 
No. 151, párr. 77, y Caso I.V. Vs. Bolivia, supra, párr. 156. Véase también, ONU, Comité DESC, OG-14, El derecho al disfrute 
del más alto nivel posible de salud, párr. 12. 
253 Cfr. Caso I.V. Vs. Bolivia, párr. 166. 
254 Cfr. Caso I.V. Vs. Bolivia, párr. 182. Cfr. En efecto, conforme a las declaraciones de Helsinki de la Asociación Médica Mundial. 
Principios éticos para las investigaciones médicas en seres humanos (59ª Asamblea General, Seúl, Corea, octubre 2008),  
Principio 25 y de la Declaración de Lisboa de la Asociación Médica Mundial sobre los Derechos del Paciente Adoptada por la 
34ª Asamblea Médica Mundial Lisboa, Portugal, Septiembre/Octubre 1981 y enmendada por la 47ª Asamblea General Bali, 
Indonesia, Septiembre 1995 y revisada su redacción en la 171ª Sesión del Consejo, Santiago, Chile, octubre 2005, Principio 3. 
Sólo el paciente podrá́ acceder a someterse a un acto médico. 
255 Cfr. Caso I.V. Vs. Bolivia, párr. 189. 
256 Peritaje presentado por Alicia Ely Yemin (expediente de prueba, f. 761). El TEDH ha determinado que de la violación al 
derecho a prestar consentimiento de los familiares, pueden ver afectados sus derechos derivados de la omisión de brindar 
información clara y precisa sobre el procedimiento por aplicar al paciente. TEDH, Caso Petrova Vs. Latvia, No. 4605/05. 
Sentencia de 24 de junio de 2014, párr. 87. TEDH, Caso Glass Vs. United Kingdom, No. 61827/09. Sentencia de 9 de marzo de 
2004, párr. 72.  
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ser previo, libre, pleno e informado257, a menos que se trate de una situación de emergencia, en donde la 

Corte ya ha reconocido que existen excepciones donde es posible que el personal de salud actúe sin la 

exigencia del consentimiento, en casos en los que éste no pueda ser brindado por la persona y que sea 

necesario un tratamiento médico o quirúrgico inmediato, de urgencia o de emergencia, ante un grave 

riesgo contra la vida o la salud del paciente258.  

168. En cuanto al derecho a la dignidad consagrado en el artículo 11 de la Convención Americana, la 

Corte ha analizado que un aspecto central del reconocimiento de la dignidad constituye la posibilidad 

de todo ser humano de auto-determinarse y escoger libremente las opciones y circunstancias que le dan 

sentido a su existencia, conforme a sus propias opciones y convicciones259. Por su parte, el inciso segundo 

establece la inviolabilidad de la vida privada y familiar, entre otras esferas protegidas. En este sentido, 

la Corte reitera que el artículo 11.2 de la Convención Americana está estrechamente relacionado con el 

derecho reconocido en el artículo 17 de la misma260, el cual reconoce el papel central de la familia y la 

vida familiar en la existencia de una persona y en la sociedad en general261.  

169. Asimismo, este Tribunal ha interpretado de manera amplia el concepto de libertad que está 

consagrado en el artículo 7 de la Convención, definiéndola como la capacidad de hacer y no hacer todo 

lo que esté lícitamente permitido, permitiéndole a toda persona organizar, conforme a la ley, su vida 

individual y social conforme a sus propias opciones y convicciones. La Corte reitera que este derecho 

está relacionado con la libertad de tomar decisiones en materia de salud262.  

170.  A este respecto, la Corte ha reconocido la relación existente entre la obtención del consentimiento 

informado antes de la realización de cualquier acto médico, y la autonomía y la auto-determinación del 

individuo, como parte del respeto y garantía de la dignidad de todo ser humano, así como en su derecho 

a la libertad. Por lo tanto, el Tribunal entiende que la necesidad de obtención del consentimiento 

informado protege no sólo el derecho de los pacientes a decidir libremente si desean someterse o no a un 

acto médico, sino que es un mecanismo fundamental para lograr el respeto y garantía de distintos 

derechos humanos reconocidos por la Convención Americana, como lo son la dignidad, libertad 

personal, integridad personal, incluida la atención a la salud, la vida privada y familiar263. De este modo, 

la existencia de una conexión entre el consentimiento informado con la autonomía personal y la libertad 

de tomar decisiones sobre el propio cuerpo y la salud exige, por un lado, que el Estado asegure y respete 

decisiones y elecciones hechas de forma libre y responsable y, por el otro, que se garantice el acceso a la 

información relevante para que las personas estén en condiciones de tomar decisiones informadas sobre 

el curso de acción respecto a su cuerpo y salud de acuerdo a su propio plan de existencia264. 

174. Tomando en cuenta las consideraciones expuestas, esta Corte verificó que: i) el derecho a la salud es un 

derecho autónomo protegido por el artículo 26 de la Convención Americana; ii) este derecho en situaciones 

                                                           
257 Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y la Dignidad del Ser Humano con respecto a las aplicaciones de la 
Biología y la Medicina, artículo 6 (4), disponible en: https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list/-
/conventions/treaty/164, Declaration on the promotion of patient´s rights in Europe, WHO Regional Office for Europe, 1994,  
3.4 y ONU, Informe del Relator Especial sobre el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud física 
y mental, Anand Grover, presentado de conformidad con la resolución 6/29 del Consejo de Derechos Humanos, A/64/272 de 
10 de agosto de 2009, resumen. Disponible en: https://documents-dds-
ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N09/450/90/PDF/N0945090.pdf?OpenElement.  
258 Cfr. Caso I.V. Vs. Bolivia, supra, párr. 177. 
259 Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 150. 
260 Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile, párr. 169 y I.V. Vs. Bolivia, párr. 153. 
261 Cfr. Caso Artavia Murillo y otros (“Fecundación in vitro”) Vs. Costa Rica, párr. 145, y I.V. Vs. Bolivia, párr. 153. 

262 Caso I.V. Vs. Bolivia, párr. 151 y 155. 

263 Caso I.V. Vs. Bolivia, párrs. 165.  
264 Cfr. Mutatis mutandi, Caso Furlan y Familiares Vs. Argentina, supra, párr. 294 y Caso I.V. Vs. Bolivia, párr. 155.  

https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list/-/conventions/treaty/164
https://www.coe.int/en/web/conventions/full-list/-/conventions/treaty/164
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N09/450/90/PDF/N0945090.pdf?OpenElement
https://documents-dds-ny.un.org/doc/UNDOC/GEN/N09/450/90/PDF/N0945090.pdf?OpenElement


59 
 

de urgencia exige a los Estados velar por una adecuada regulación de los servicios de salud, brindando los 

servicios necesarios de conformidad con los elementos de disponibilidad, accesibilidad, calidad y 

aceptabilidad, en condiciones de igualdad y sin discriminación, pero también brindando medidas positivas 

respecto de grupos en situación de vulnerabilidad; iii) las personas mayores gozan de un nivel reforzado de 

protección respecto de servicios de salud de prevención y urgencia; iv) a fin de que se impute la 

responsabilidad del Estado por muertes médicas es necesario que se acredite la negación de un servicio 

esencial o tratamiento pese a la previsibilidad del riesgo que enfrenta el paciente, o bien una negligencia 

médica grave, y que se corrobore un nexo causal entre la acción y el daño. Cuando se trata de una omisión se 

debe verificar la probabilidad de que la conducta omitida hubiese interrumpido el proceso causal que 

desembocó en el resultado dañoso; v) la falta de atención médica adecuada puede conllevar la vulneración 

de la integridad personal; y vi) el consentimiento informado es una obligación a cargo de las instituciones de 

salud, las personas mayores ostentan la titularidad de éste derecho, sin embargo, se puede transferir bajo 

ciertas circunstancias a sus familiares o representantes. Asimismo, persiste el deber de informar a los 

pacientes o, en su caso cuando proceda, a sus representantes sobre los procedimientos y condición del 

paciente.  

g) Derechos a las garantías judiciales y a la protección judicial  

Plazo razonable  

La debida diligencia 

184. Esta Corte ha sostenido que la protección judicial “constituye uno de los pilares básicos de la 

Convención Americana y del propio Estado de Derecho en una sociedad democrática265”. La Corte ha 

señalado que “los artículos 8 y 25 de la Convención también consagran el derecho al acceso a la justicia, 

norma imperativa del Derecho Internacional266”. Asimismo, el principio de tutela judicial efectiva 

requiere que los procedimientos judiciales sean accesibles para las partes, sin obstáculos o demoras 

indebidas, a fin de que alcancen su objetivo de manera rápida, sencilla e integral267. Aunado a lo anterior, 

este Tribunal ha señalado que el artículo 25.1 de la Convención contempla la obligación de los Estados 

Partes de garantizar, a todas las personas bajo su jurisdicción, un recurso judicial efectivo contra actos 

violatorios de sus derechos fundamentales268, reconocidos ya sea en la Constitución, en las leyes o en la 

Convención269.  

185. Por otra parte, la Corte ha señalado de manera consistente que el deber de investigar es una 

obligación de medios y no de resultados, que debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico 

propio y no como una simple formalidad condenada de antemano a ser infructuosa, o como una mera 

gestión de intereses particulares, que dependa de la iniciativa procesal de las víctimas o de sus familiares 

o de la aportación privada de elementos probatorios270. Además, la investigación debe ser seria, objetiva 

y efectiva, y estar orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, captura, y eventual 

                                                           
265 Cfr. Caso Castillo Páez vs. Perú. Fondo. Sentencia de 3 de noviembre de 1997. Serie C No. 34, párr. 82, y Caso Lagos del 
Campo Vs. Perú, párr. 174.  
266 Cfr. Caso Goiburú y otros vs. Paraguay. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de septiembre de 2006. Serie C No. 
153, párr. 131, y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, párr. 174.  
267 Cfr. Caso Mejía Idrovo Vs. Ecuador. Excepciones preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de julio de 
2011. Serie C No.228, párr. 106, y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, párr. 174.  
268 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras, Fondo, supra, párr. 219, y Caso Lagos del Campo Vs. Perú, supra, párr. 174.  
269 Cfr. Caso Baena Ricardo y otros Vs. Panamá́. Competencia. Sentencia de 28 de noviembre de 2003. Serie C No 104. párr. 
73; Caso Acevedo Buendía y otros (“Cesantes y Jubilados de la Contraloría”) Vs. Perú́, supra, párr. 69, y Caso Vereda La 
Esperanza Vs. Colombia, párr. 185.  
270 Cfr. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo, párr. 177, y Caso Vereda la Esperanza Vs. Colombia, párr. 185.  
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enjuiciamiento y castigo de los autores de los hechos271. Asimismo, la debida diligencia exige que el 

órgano que investiga lleve a cabo todas aquellas actuaciones y averiguaciones necesarias para procurar 

el resultado que se persigue272. 

186. Ahora bien, la posibilidad de la Corte, en el ámbito de su competencia, coadyuvante y 

complementaria, de examinar los procedimientos internos de investigación273, puede llevar a la 

determinación de fallas en la debida diligencia en los mismos274. No obstante, ello será procedente en 

tanto se evidencie que las falencias que se aduzcan pudieran haber afectado la investigación en su 

conjunto, de modo “que conforme el tiempo vaya transcurriendo, se afecte indebidamente la posibilidad 

de obtener y presentar pruebas pertinentes que permitan esclarecer los hechos y determinar las 

responsabilidades que correspondan”275. En ese sentido, no debe asumirse que fallas en medidas 

puntuales de investigación tengan un impacto negativo sobre el conjunto del proceso si, pese a ellas, la 

investigación tuvo un resultado efectivo en la determinación de los hechos276.  

187. Por otra parte, la Corte recuerda que en cuanto al tratamiento del cadáver de la víctima, deben 

realizarse algunas diligencias mínimas e indispensables para la conservación de los elementos de prueba 

y evidencias que puedan contribuir al éxito de la investigación, tales como la autopsia277. En este sentido, 

la Corte ha establecido que las autopsias y análisis de restos humanos deben realizarse en forma rigurosa, 

por profesionales competentes y empleando los procedimientos más apropiados278. 

192. En vista de ello, la Corte considera que, en el presente caso, las falencias, retrasos y omisiones en la 

investigación penal demuestran que las autoridades estatales no actuaron con la debida diligencia ni con 

arreglo a las obligaciones de investigar y de cumplir con una tutela judicial efectiva dentro de un plazo 

razonable, en función de garantizar el esclarecimiento de los hechos y determinación de las respectivas 

responsabilidades. Luego de aproximadamente 17 años, los hechos del presente caso permanecen en la 

impunidad. Por tanto, este Tribunal considera que el Estado no garantizó el acceso a la justicia, en 

contravención de los artículos 8.1 y 25.1 de la Convención Americana, en relación con el artículo 1.1 de 

la misma, en perjuicio de los familiares del señor Poblete Vilches. 

La imparcialidad judicial 

194. El artículo 8.1 de la Convención garantiza que las decisiones en las cuales se determinen derechos 

de las personas deben ser adoptadas por las autoridades competentes que la ley interna determine279 y 

bajo el procedimiento dispuesto para ello280. 

                                                           
271 Cfr. Caso Juan Humberto Sánchez Vs. Honduras. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 7 de junio de 
2003. Serie C No. 99, párr. 127, y Caso Vereda la Esperanza Vs. Colombia, párr. 185.  
272 Cfr. Caso de las Hermanas Serrano Cruz Vs. El Salvador. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C 
No. 120, párr. 83, y Caso Vereda la Esperanza Vs. Colombia, párr. 185. 
273 Cfr. Caso de los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 19 de noviembre de 
1999. Serie C No. 63, párr. 222, y Caso Vereda la Esperanza Vs. Colombia, párr. 186. 
274 Cfr. Caso Yarce y Otras Vs. Colombia, párr. 282, y Caso Vereda la Esperanza Vs. Colombia, párr. 186. 
275 Cfr. Caso Ibsen Cárdenas e Ibsen Peña Vs. Bolivia. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 1 de septiembre de 2010. Serie C 
No. 217, párr. 172, y Caso Vereda la Esperanza Vs. Colombia, párr. 186. 
276 Cfr. Caso Luna López Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 269, párr. 
167, y Caso Yarce y Otras Vs. Colombia, párr. 282.  
277 Cfr. Caso Luna López Vs. Honduras. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 10 de octubre de 2013. Serie C No. 269, 
párr. 164, y Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C No. 281, párr. 227.  
278 Cfr. Caso Hermanos Landaeta Mejías y otros Vs. Venezuela. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de agosto de 2014. Serie C No. 281, párr. 227.  
279 Cfr. Caso de la Corte Suprema de Justicia (Quintana Coello y otros) Vs. Ecuador. Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 23 de agosto de 2013. Serie C No. 266, párr. 158, y Caso Duque Vs. Colombia, supra, párr. 159. 
280Cfr. Caso Duque Vs. Colombia, párr. 159. 
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195. La Corte resalta que el derecho a ser juzgado por un juez o tribunal imparcial es una garantía 

fundamental del debido proceso, debiéndose garantizar que el juez o tribunal en el ejercicio de su función 

como juzgador cuente con la mayor objetividad para enfrentar el juicio281. Este Tribunal ha establecido 

que la imparcialidad exige que el juez que interviene en una contienda particular se aproxime a los 

hechos de la causa careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio y, asimismo, ofreciendo garantías 

suficientes de índole objetiva que inspiren la confianza necesaria a las partes en el caso, así como a los 

ciudadanos en una sociedad democrática282. La imparcialidad del tribunal implica que sus integrantes 

no tengan un interés directo, una posición tomada, una preferencia por alguna de las partes y que no se 

encuentren involucrados en la controversia283. Ello puesto que el juez debe aparecer como actuando sin 

estar sujeto a influencia, aliciente, presión, amenaza o intromisión, directa o indirecta284, sino única y 

exclusivamente conforme a -y movido por- el Derecho285.  

196. Asimismo, el Tribunal reitera que la imparcialidad personal de un juez debe ser presumida, salvo 

prueba en contrario. Para el análisis de la imparcialidad subjetiva, el Tribunal debe intentar averiguar los 

intereses o motivaciones personales del juez en un determinado caso. En cuanto al tipo de evidencia que 

se necesita para probar la imparcialidad subjetiva, se debe tratar de determinar si el juez ha manifestado 

hostilidad o si ha hecho que el caso sea asignado a él por razones personales286. 

197. Una violación del artículo 8.1 de la Convención por la presunta falta de imparcialidad judicial de los 

jueces debe establecerse a partir de elementos probatorios específicos y concretos que indiquen que se 

está efectivamente ante un caso en el que los jueces claramente se han dejado influenciar por aspectos o 

criterios ajenos a las normas legales287. En el presente caso, las representantes no aportaron elementos 

probatorios o indicios que le permitan a esta Corte considerar que las autoridades judiciales actuaron 

con ausencia de imparcialidad. 

h) Derecho a la integridad personal de los familiares 

204. El Tribunal ha entendido que en determinados casos de violaciones graves a los derechos humanos 

es posible presumir el daño de ciertos familiares de las víctimas, tras el sufrimiento y la angustia que los 

hechos de dichos casos suponen288. Una vez valoradas las circunstancias del presente caso, la Corte ha 

determinado que, al no tratarse de un caso que se corresponda con una violación grave a los derechos 

humanos en términos de su jurisprudencia, la violación a la integridad personal de los familiares del 

señor Vinicio Poblete Vilches, en atención a su sufrimiento,  debe ser comprobada289. 

205. Esta Corte también ha destacado que la contribución de parte del Estado para crear o agravar la 

situación de vulnerabilidad de una persona posee un impacto significativo en la integridad de las 

                                                           
281 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 171, y Caso Duque Vs. Colombia, párr. 162. 

282 Cfr. Caso Herrera Ulloa Vs. Costa Rica, párr. 171, y Caso Duque Vs. Colombia, párr. 162. 
283 Cfr. Caso Palamara Iribarne Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 
135, párr. 146, y Caso Duque Vs. Colombia, párr. 162. 
284 Principio 2 de los Principios Básicos de la ONU relativos a la Independencia de la Judicatura. 
285 Cfr. Caso Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) Vs. Venezuela. Excepción 
Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 5 de agosto de 2008. Serie C No. 182, párr. 56, y . Caso Duque Vs. 
Colombia, párr. 162. 
286 Cfr. Caso Atala Riffo y niñas Vs. Chile. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de febrero de 2012. Serie C No. 239, 
párr. 234. 
287 Cfr. Caso Atala Riffo y Niñas Vs. Chile. supra, párr. 190, y Caso Duque Vs. Colombia, párr. 165. 
288 Cfr. Caso Blake Vs. Guatemala. Fondo. Sentencia de 24 de enero de 1998. Serie C No. 36, párr. 114, y Caso Favela Nova Brasília 
Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 16 de febrero de 2017. Serie C No. 333, párr. 67.  
289 Caso Suárez Peralta Vs. Ecuador, supra párr. 158, y Caso Valencia Hinojosa y otra Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 2016. Serie C No. 327, párr. 142.  
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personas que le rodean, en particular de los familiares cercanos que se ven obligados a afrontar la 

incertidumbre e inseguridad generada por la vulneración de su familia nuclear o cercana290. 

Reparaciones: La Corte determinó que la sentencia es por sí misma una forma de reparación y ordenó su 

publicación en el diario de mayor circulación del país, en el Diario Oficial y en un sitio web oficial. 

Asimismo, debe realizar un acto público de reconocimiento de responsabilidad internacional en Chile.  

Por otro lado, dispuso la obligación a cargo del Estado de brindar, a través de sus instituciones de salud- 

en la medida de las posibilidades, en los centros más cercanos a su lugar de residencia-, la atención 

médica psicológica de manera gratuita e inmediata a las víctimas, atendiendo a sus necesidades 

específicas; los tratamientos deberán incluir la provisión de medicamentos y, en su caso, transporte y 

otros gastos directamente relacionados y estrictamente necesarios.  

Como garantías de no repetición ordenó al Estado que: adopte programas de educación y formación 

permanentes dirigidos a los estudiantes de medicina y profesionales médicos, así como a todo el personal 

que conforma el sistema de salud y seguridad social, incluyendo órganos de mediación, sobre el 

adecuado trato a las personas mayores en materia de salud desde la perspectiva de los derechos humanos 

e impactos diferenciados; provea al Hospital Sótero del Río con los medios de infraestructura 

indispensables para brindar una atención adecuada, oportuna y de calidad a sus pacientes, 

particularmente relacionados con situaciones de urgencia en atención de la salud, brindando una 

protección reforzada a las personas mayores; diseñe una cartilla que desarrolle en forma sintética, clara 

y accesible los derechos de las personas mayores en relación con la salud y diseñar una política general 

de protección integral a las personas mayores, de conformidad con los estándares en la materia. 

Por último, dispuso que el Estado debe pagar una indemnización a las víctimas por concepto de 

compensación por daño inmaterial y por el reintegro de costas y gastos,  reintegrar al Fondo de Asistencia 

Legal de Víctimas y rendir un informe a la Corte sobre las medidas adoptadas. 

 

                                                           
290 Caso de las Niñas Yean y Bosico. Sentencia de 8 de septiembre de 2005. Serie C No 130, párr. 204.   


